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PRESUPUESTO NACIONAL PERÍODO 2010 - 2014 


Reunión celebrada el día 27 de setiembre de 2010 


(Asiste la Confederación de Organizaciones de Funcionarios del Estado) 
SEÑOR PRESIDENTE (Ibarra).- Habiendo número, está abierta la sesión. 


(Es la hora 12 y 27) 


La Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda da la bienvenida a la Confederación 
de Organizaciones de Funcionarios del Estado, representada por su Presidente, señor Pablo Cabrera; 
por el Secretario General, señor José Lorenzo López; por el Secretario de la Organización, señor 
Bismark Larrosa; por el Secretario de Asuntos Gremiales, señor Luis Bazzanno; por el Secretario de 
Asuntos Internacionales, señor Nicolás Kunich; por el Secretario de Prensa y Propaganda, señor Javier 
Bentos y por el Secretario de Salud Laboral, señor Uruguay Cabrera. 


Como recordarán las señoras legisladoras y los señores legisladores, ya habíamos recibido a la Confederación 
de Organizaciones de Funcionarios del Estado y habíamos quedado en hacer otra reunión, porque era 
necesario seguir considerando, sobre todo, la Sección Il, Funcionarios. 


Tenemos tiempos bastante acotados, pero la idea es conocer el pensamiento de COFE y escuchar los planteos 
que quieran realizar a esta Comisión. 


SEÑOR CABRERA (don Pablo).- Realmente agradecemos esta nueva instancia. 


En nuestra primera comparecencia el planteo había sido la necesidad de tener un acercamiento con la Oficina 
Nacional del Servicio Civil respecto de la construcción de la Sección Il, que habla específicamente de los 
funcionarios y, de acuerdo a cómo está construido, nosotros lo estamos valorando como que es parte de lo 
que era esperado como la Reforma del Estado. Por lo tanto, para nosotros era sustancial negociarlo con 
mayor profundidad. 


Esto fue discutido en el seno del PIT-CNT; el planteo se hizo en primera instancia a la Unidad de 
Negociación, donde se estuvo trabajando la semana pasada. Allí se trasladó el planteo y en las mismas 
condiciones es que lo queríamos manifestar aquí. En principio lo iba a plantear el PIT-CNT, pero como 
comparecemos nosotros primero, queríamos trasladarles que vemos con preocupación el no haber podido 
discutir el articulado con la profundidad que se merece y de que fuera sacado, no para que quedara afuera, 
sino para ser rediscutido y que luego de ser negociado -lo que no significa acordado- sí pudiera volver a 
colocarse en el proyecto de ley si se entendía conveniente, y que se evaluara en el Parlamento en las 
condiciones que podía salir esta Ley de Presupuesto. 


El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, en consulta con la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y la 
Oficina Nacional del Servicio Civil, nos manifestó que, si bien en primera instancia no se estaría de acuerdo 
con retirarlo del proyecto, sí lo estaban en que pudiéramos abrir una instancia de trabajo con el fin de resolver 
parte de las diferencias con la construcción de este articulado y que de esa forma pudiéramos laudar la propia 
ley. 


Nuestra primera diferencia estriba en el artículo 6” -o por lo menos así era al principio, sabemos que han 
tenido algunas idas y vueltas- cuando habla de las reestructuras. Entendíamos que es necesario que se exprese 
directamente en el artículo que la definición de las estructuras debe ser negociada con las organizaciones 
sindicales. Este aspecto para nosotros no es menor por el hecho de que seguimos reivindicando la Ley de 
Negociación Colectiva del Sector Público laudada por el Parlamento el año pasado y también lo planteamos 
aquí en la primera intervención de COFE y contó con el respaldo de los señores legisladores en cuanto a 
cómo se planteó la discusión. Por eso entendíamos que era fundamental que, a título expreso, se coloque 
dentro de lo que hace a las reformas que se puedan dar que deba ser discutido y negociado con las 
organizaciones sindicales que representan a las trabajadoras y a los trabajadores de cada Inciso. 


En una discusión más global del ingreso a la función pública, a las nuevas formas de contratación que se 
plantean dentro del articulado, a la visión de cómo debe ser visto ese funcionario que va a ingresar a la 
función pública, etcétera, una de las grandes discrepancias es cómo se debería construir ese tipo de 
contratación, porque nosotros seguimos reivindicando como fundamental que las funciones permanentes y 
estratégicas se definan a través del Presupuesto. Ese trabajador o esa trabajadora deben ser presupuestados. Si 
existieran contrataciones puntuales habría que discutir la forma en que se debería ingresar, pero siempre 
dentro del verdadero marco del Derecho público y siendo asistido ese trabajador o esa trabajadora, sin tener 
injerencia del Derecho privado en ese sentido. 


En líneas generales, este es el planteamiento de COFE, y esperamos ir resolviendo estas instancias al 
discutirlo con los distintos organismos. 


SEÑOR LÓPEZ.- Antes que nada, quiero agradecer que nos hayan vuelto a recibir, porque así como 
hemos criticado muchas veces que no se recibía a COFE, en esta oportunidad debemos saludarlo, ya 
que este ámbito es propicio para profundizar en algunas cuestiones o, por lo menos, dejar sentada la 
posición de nuestro gremio. 


En este sentido, para COFE se está dando una situación bastante compleja. Defendimos la aprobación de la 
ley de negociación colectiva para el sector público, que se votó en la Legislatura anterior, ya que constituye 
un instrumento propicio para que los trabajadores del Estado tengamos la posibilidad de normalizar las 
relaciones laborales entre el Estado como patrón y los trabajadores que dependemos del Estado. En ese 
sentido, como ya dijimos en la reunión anterior, el artículo 6” de esa ley establece en forma clara que el 
Estado, a solicitud de las organizaciones representativas de los trabajadores del sector público, deberá 
suministrar a las mismas toda la información disponible referente a los avances del proyecto de Presupuesto y 
de Rendición de Cuentas. Esto no se ha cumplido; de hecho, tuvimos acceso al proyecto de Presupuesto 
después de que hubiera ingresado al Parlamento, y además nos enteramos de que se retiraron, se modificaron 
y ordenaron algunos artículos que se planteaban en el proyecto. No tuvimos la posibilidad de discutir ni de 
plantear nuestra propuesta en el ámbito de negociación colectiva previsto en esta ley. 


Por su parte, el artículo 4” de esta misma ley dice, a texto expreso, que las condiciones de trabajo, el diseño y 
planificación de la capacitación y formación, la estructura de la carrera funcional y el sistema de reforma de 
gestión del Estado son materia de negociación. Sin embargo, no pudimos siquiera conversar a este respecto 
en los ámbitos de negociación. Sí hicimos algunos planteamientos, que no fueron oídos por la delegación del 
Poder Ejecutivo, y ahora nos encontramos que en la Sección II de este Presupuesto figuran muchas de estas 
cuestiones que deberían haber sido, no acordadas pero por lo menos discutidas y negociadas con los 
representantes de los trabajadores del sector público. 


En este marco, el PIT-CNT ha planteado en forma concreta la posibilidad de proponer al Poder Legislativo y 
al Poder Ejecutivo, no que se deje sin efecto o se derogue la Sección II -como trascendió; además, por una 
cuestión de orden, una norma que no se votó no se puede derogar-, sino que se retire para cumplir con lo que 
determina la ley de negociación colectiva y establecer ámbitos previstos en la misma ley, para que podamos 
discutir y saber si podemos profundizar en algunas de nuestras propuestas, que no son compatibles con lo que 
presenta el Poder Ejecutivo en esta Sección. 


No pudimos negociar el salario, y queremos que esto quede claro, porque tampoco es cierto lo que afirmó un 
integrante del Poder Ejecutivo en un medio de comunicación en el sentido de que COFE está presionando por 
la Sección HI del Presupuesto, porque no recibimos ningún aumento de salario. La propuesta del Gobierno 
involucra nada más que a 2.000 trabajadores y para el resto de los 18.000 que tiene el Estado lo único que se 


ha planteado es que sus salarios no se deprecien y, de acuerdo con lo que establece el artículo 4”, ajusten por 
IPC. Si bien no vamos a renunciar a la lucha por el salario, creemos que se trata de dos cuestiones diferentes. 
Una es la Sección II, en la que se plantean todos los aspectos vinculados con las condiciones de trabajo y la 
modalidad de contratación. En ese sentido, no vemos ninguna solución para los trabajadores "precarizados", 
tema que nos preocupa mucho. 


En la reunión anterior, en este mismo ámbito, el señor Diputado Gandini planteó un artículo -que no sabemos 
> 

qué suerte corrió- que buscaba solucionar la situación de este sector de trabajadores "precarizados", que a 

nosotros nos preocupa mucho. 


En concreto, nuestra propuesta consiste en ver la posibilidad de instalar ámbitos en los que se cumpla la ley 
de negociación colectiva para el sector público, en los que si fuera necesario -no nos parecería mal- el propio 
Parlamento tuviera la posibilidad de participar para saber cómo podemos salvar esta situación que implica 
una violación a una ley que se aprobó el año pasado. 


Los compañeros se referirán a algunos de los artículos que más nos preocupan, que tienen que ver con las 
modalidades de contratación, la situación de estos contratos "precarizados" y la falta de participación, pues en 
el texto no se habilita la participación de los sindicatos en las reestructuras de cada uno de los organismos, 
como dice la ley de negociación colectiva. Todas esas cuestiones nos preocupan mucho y entendemos que 
todavía estamos a tiempo, si hay voluntad política, de buscar una solución que nos permita plantear nuestra 
propuesta al Poder Legislativo a fin de que se corrija una situación que se está dando de hecho, que es que lo 
que está previsto en la ley de negociación colectiva esté siendo violado por los avances de la Ley de 
Presupuesto. 


SEÑOR BAZZANNO.- En primer lugar, tal cual lo expresaron los compañeros que me antecedieron en 
el uso de la palabra, con este pedido que estamos haciendo de retirar toda la Sección II del proyecto de 
ley presupuestal, no estamos restando algo a la importancia fundamental del propio Poder Legislativo, 
en particular de esta Comisión en todo este trámite. Somos conscientes de que cualquier proyecto de 
ley debe pasar por acá, ser discutido, y de que la opinión final del Parlamento es decisiva. Es más: 
coincidimos con aquellos legisladores que en oportunidad de venir una delegación del Poder Ejecutivo 
integrada por la Oficina Nacional del Servicio Civil, la OPP, el Ministerio de Economía y Finanzas y 
algún organismo más, plantearon que hay facultades que no se pueden delegar, que son propias del 
Poder Legislativo como, por ejemplo, la construcción de una nueva escala salarial o retributiva, un 
nuevo sistema escalafonario. Ese es un papel que debe cumplir el Poder Legislativo, porque así lo 
establece la Constitución de la República. Coincidimos por completo con el papel que le cabe al 
Parlamento en la última toma de decisión sobre estos temas y también con todo lo que tiene que ver 
con el articulado relativo a los funcionarios. 


Lo que nosotros estamos planteando aquí es otra cosa, y es que esto debería haber sido enviado al Poder 
Legislativo luego de un proceso de negociación claro con los trabajadores organizados, porque así lo 
establece la Ley N* 18.508, promulgada el 26 de junio del año pasado. Eso no se puede obviar, y no alcanza 
la respuesta que se nos dio en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social en cuanto a que esto todavía está 
abierto a la negociación, y que mientras dure el trámite parlamentario nosotros vamos a poder dar una 
opinión y, de alguna manera, incidir en el trámite. Está claro que podemos hacerlo, y agradecemos que el 
Parlamento nos esté escuchando, pero esto no debería haber sido así. Este proyecto debería haber llegado al 
Parlamento después de haber sido discutido y negociado con los trabajadores. Esa es la primera declaración 
que queremos hacer, y en tal sentido es que el PL.CNT va a fundamentar el retiro de la Sección Il, y por eso 
estamos discutiendo la posibilidad de presentarnos ante la Organización Internacional del Trabajo para 
denunciar lo que consideramos una violación de los Convenios Internacionales de Trabajo, en particular el 
N* 154, así como algunas recomendaciones referentes a él. 


La segunda declaración que queremos hacer -como lo dijo el compañero López- es que en ningún momento 
condicionamos la discusión y aprobación de los más de setenta artículos que tienen que ver con los 
funcionarios al hecho de obtener alguna ventaja salarial. Eso es falso. Son dos temas diferentes, los 
discutimos aparte, y deberíamos negociar los dos. Pero en ningún momento dijimos: "Ponemos como 
condición dar el visto bueno a alguno de estos artículos si logramos alguna conquista que mejore las 
retribuciones de los funcionarios". Eso nunca estuvo en discusión; nunca. 


Lo tercero que queremos plantear es que somos conscientes de que esta sesión es para discutir el articulado, 
la Sección II, pero queremos insistir en una cuestión vinculada con el tema del salario, porque no se puede 
dar por sentado que nosotros, de alguna manera, acordamos lo poco o nada que hay sobre la situación 
retributiva de los funcionarios públicos. Nosotros hicimos un planteo en tiempo y forma; con bastante 
antelación propusimos como debería ser una nueva escala salarial que impusiera racionalidad en materia 
retributiva dentro de la Administración Central. Lamentablemente, el Poder Ejecutivo no estuvo dispuesto a 
discutir nada de todo esto con los trabajadores; nada. No se discutió la escala salarial que nosotros 
planteamos debería iniciarse con $ 14.427 para treinta horas de trabajo semanales. Lo único que planteó el 
Poder Ejecutivo es llevar el mínimo a $ 14.400 para cuarenta horas trabajadas. Eso lo recoge el artículo 714 
del proyecto de ley presupuestal. 


Nosotros queremos decir, primero, que nunca se nos dio información acerca de cuánta era la gente 
involucrada ni cuánto le iba a costar esto al Poder Ejecutivo; nunca. 


Segundo: los cálculos que nosotros hicimos demuestran que esto ni siquiera afecta o involucra al 10% de los 
trabajadores civiles de la Administración Central. De los 18.000 trabajadores civiles de la Administración 
Central no llegan a 1.700 o 1.800 los que estarían beneficiados por este artículo. Por lo tanto, eso deja librado 
el 90% restante, o más, a ver su salario congelado durante todo el quinquenio, porque lo único que recibirían 
-de acuerdo con lo que nos plantea el Poder Ejecutivo-, con motivo de cada ajuste salarial, sería un 
incremento que acompañaría la evolución del Índice de Precios al Consumo, pero no verían incrementado el 
salario. Con esto estamos diciendo que se aumenta el salario mínimo pero no se aumenta lo correspondiente a 
los grados superiores. Gente que gana 15.000, $ 16.000, $ 17.000 o $ 18.000 y tiene años de antigúedad en la 
Administración, en algunos casos conocimiento acumulado, capacitación, niveles de supervisión y de 
responsabilidad, no vería incrementado su salario. 


Por lo tanto, lo que se ha dicho en cuanto a que este Presupuesto pretende corregir inequidades no es cierto. 
Queríamos dejar esa constancia sobre el tema salarial porque no estamos de acuerdo con el tratamiento que 
se le da en el proyecto de ley presupuestal y tampoco ha sido negociado, en absoluto, con los trabajadores. Es 
más: el artículo que prevé las partidas presupuestales necesarias para financiar el salario mínimo de $ 14.400, 
es por un total de aproximadamente US$ 10:000.000; es una cifra insignificante si uno observa el total del 
Presupuesto. Si uno piensa que nada más que para la creación de adscriptos a los Ministerios se van a gastar 
cerca de US$ 4:000.000 anuales, concluye que lo que se pretende destinar para incrementar los salarios de los 
trabajadores públicos -US$ 10:000.000 en total- en realidad es una cifra insignificante. 


El tercer tema que queremos plantear es el que tiene que ver con la regularización de los contratos precarios. 
Nosotros somos conscientes de que en la Ley de Presupuesto pasado se votó un artículo que permitió la 
regularización de cerca de once mil o doce mil trabajadores que habían visto desvirtuada su relación 
contractual con el Estado. Lamentablemente, al día siguiente de esta regularización, se volvió a caer en el 
mismo error, y mucha gente ha entrado a trabajar al Estado con salarios muy bajos, sin que se le reconozca su 
condición de funcionario público, a pesar de que desarrollan tareas de carácter permanente. Para este 
universo de trabajadores es que pedimos una solución. 


En la Administración Central son alrededor de cuatro mil doscientas ochenta personas, con todo tipo de 
modalidades de contratación; sin embargo, en la inmensa mayoría de los casos, se realizan tareas de carácter 
sustantivo. Por lo tanto, de acuerdo con lo que establece la ley y la Constitución de la República, deberían ser 
funcionarios presupuestados. Es más: hay alrededor de seiscientos becarios -eso puede haber variado porque 
son cifras de la Oficina Nacional del Servicio Civil de diciembre del año pasado- y de cien pasantes, aunque 
ese número también pudo haber variado. De todos modos, más allá de que esos becarios y pasantes estén 
dentro de los plazos legales establecidos para su contratación -esta situación no es igual para todos porque 
tenemos un grupo de ciento cuatro becarios del Ministerio de Transporte y Obras Públicas que ya han 
superado los dos años previstos por la ley-, su relación con el Estado ha sido desvirtuada, en tanto hacen 
tareas de carácter sustantivo y no de apoyo, como debería ser. 


No estamos diciendo que los becarios están para hacer tareas secundarias; de ninguna manera. Los becarios y 
los pasantes están para hacer su primera experiencia laboral, para aprender y para realizar tareas que hagan al 
funcionamiento de los servicios, pero nunca pueden considerarse funcionarios imprescindibles o 
insustituibles, realizando tareas sustantivas y de carácter permanente. En algunos casos, estas personas firman 
expedientes, abren o cierran oficinas o tienen responsabilidades de todo tipo en el tracto administrativo. 


¿Qué nos contesta el Poder Ejecutivo? Que en el caso de los becarios y de los pasantes, cuando se hagan las 
reestructuras se van definir los puestos de trabajo, y en la medida en que estos correspondan con los perfiles 
de estos becarios se les va a dar la posibilidad de concursar con una ventaja adicional. Esa no sería una 
solución del todo mala; el problema es que para eso tienen que estar trabajando, pero los becarios y los 
pasantes ven que los plazos se vencen, que quedan por el camino y que son cesados. Por lo tanto, no van a 
tener esa oportunidad de concursar por los puestos de trabajo para el cual, sin lugar a dudas, han generado 
méritos. 


Por lo tanto, planteamos que se incorpore algún artículo al proyecto de ley presupuestal que no sea igual al 
artículo 7” de la Ley_N” 17.930 pero que, de alguna manera, recoja ese espíritu. Pretendemos que se analice 
caso a caso para saber si se ha desvirtuado la naturaleza de la relación laboral de esos trabajadores con el 
Estado, a efectos de su posible naturalización por la vía del Presupuesto. Esto es lo que planteamos; no es un 
perdona "tutti" ni mucho menos. Solo queremos que se nos dé la posibilidad de discutir y de analizar esta 
situación para que, si se constata una irregularidad, estas personas puedan ser incorporadas al padrón de la 
Administración. 


Lo último que queremos plantear -más allá de que hay otros temas importantes y que deberían ser materia de 
negociación porque es muy difícil discutirlos en un ámbito tan plural- refiere a algunas modalidades nuevas 
de contratación. En particular, queremos hablar de los contratos que se van a regir por el Derecho Laboral, es 
decir, por el Derecho Privado. El artículo 67 del proyecto de ley original -que es la única iniciativa que 
existe, más allá de la fe de erratas o de las enmiendas que se puedan enviar- establece que la Administración 
va a poder contratar por el régimen privado. Nosotros consideramos que eso no debería ser así. Es un injerto 
que haya trabajadores que se rijan por el Derecho Privado dentro de la Administración Pública sin ninguna de 
las garantías que debe tener un funcionario al servicio de la sociedad, trabajando para el Estado. Es más, el 
artículo dice que se va a utilizar en forma excepcional y en casos debidamente justificados, pero ya vimos 
que se están presentando aditivos por parte de algunos Ministerios -en concreto, el Ministerio de Educación y 
Cultura- para que se incorpore esa forma de contratación en el proyecto de ley presupuestal como un 
instrumento permanente para suplir las carencias y necesidades en materia de recursos humanos en el futuro. 
Se pretende que el contrato laboral se utilice para proveer al Canal 5 o al SODRE de las necesidades que 
tenga en materia de técnicos, periodistas, etcétera. 


Otro tema refiere al contrato temporal de Derecho Público. Creemos que esa es una forma más sofisticada de 
precarizar. Si en ese contrato se estableciera que es temporal, de Derecho Público, y que sería un elemento 
transitorio para que luego se permitiera la incorporación al Presupuesto -después de un período de prueba-, 
no sería tan pernicioso. Pero el problema es que se nos plantea que después de resueltas todas las 
reestructuras y de llenados todos los puestos de trabajo necesarios, permanentes, sustantivos y estratégicos en 
cada uno de los organismos, este contrato va a subsistir. Se va a seguir utilizando el contrato temporal de 
Derecho Público para suplir carencias de la Administración en materia de recursos humanos. Además, el 
agregado que se hizo es peor porque se establece que puede ser por tres años, con prórroga de un año y medio 
más -es decir, cuatro años y medio-, y que de ninguna manera puede exceder el plazo de un Período de 
Gobierno. O sea que no vamos a tener funcionarios que trabajen para el Estado, sino funcionarios que 
trabajen para un Período de Gobierno, durante una Administración, con toda la falta de garantías que ello 
representa para la sociedad en cuanto a transparencia, cristalinidad, eficiencia, eficacia, etcétera. 


SEÑOR BENTOS.- En la última participación que tuvimos en esta Comisión, hicimos notar que no 
podíamos trasladar algunas opiniones en función de que no habíamos podido reunirnos con la Oficina 
Nacional del Servicio Civil, que era la responsable de construir todo este capítulo en el proyecto de ley 
presupuestal. 


Dicha reunión se llevó a cabo unos días después de que estuvimos acá, tratamos de evacuar dudas y la gente 
de la Oficina Nacional del Servicio Civil, si bien sostuvo que el espíritu general que planteaban a través de 
todo este articulado era un poco más flexible que el que trasmitía la letra cruda, hizo una serie de 
modificaciones. De todos modos -como bien se decía-, se confirmó la sospecha que teníamos en el sentido de 
que el funcionario estatal podía convertirse en trabajador de un Gobierno. 


Participó una delegación del Ministerio de Educación y Cultura y se profundizó en el concepto de no 
negociar. A su vez, esta misma participación confirmó que el Ministerio de Educación y Cultura -a pesar de 
que habíamos hecho esfuerzos para realizar algún convenio y ponernos de acuerdo en una serie de cuestiones 


y a pesar de haber tomado el pedido de algún artículo que nosotros acercáramos al Director General- hizo 
planteos que van en el sentido de endurecer la utilización de estos contratos de Derecho Privado. 


El sustitutivo que plantea el Ministerio hace alusión a que una serie de funciones que son de carácter 
permanente podrían ser establecidas a través de este tipo de contrato de Derecho Privado. Las Unidades 
Ejecutoras 016, "Servicio Oficial de Difusión, Radiotelevisión y Espectáculos", y 024, "Canal5-Servicio de 
Televisión Nacional", del Inciso 11, "Ministerio de Educación y Cultura", podrán utilizar la modalidad de 
contrato laboral en forma directa en la contratación de periodistas, locutores, sonidistas, técnicos de 
espectáculos, técnicos de radio y televisión, conductores y productores de programas de radio y televisión, 
asesores de marketing, publicidad y gerentes comerciales. Asimismo, por las características de los servicios 
que prestan y sus productos, en los medios de comunicación estatales podrán celebrarse nuevos contratos con 
las mismas personas en los plazos que se consideren oportunos y de acuerdo con las necesidades de trabajo 
requerido. 


En concreto, esto contraviene nuestro planteo de que todo este tipo de soluciones tiene que ser negociado y 
de que no puede ir en el sentido de flexibilizar las condiciones de trabajo. 


SEÑOR PARDIÑAS.- Más allá de ser receptivos al planteo que en general realiza la delegación de 
COFE y de comprender cuál sería el proceso mejor -de acuerdo con la normativa a la que acaban de 
hacer referencia de negociación colectiva y a la importancia que tiene ese ámbito desde una perspectiva 
de construcción de un Gobierno con participación e inclusión de los diferentes actores y sectores-, la 
realidad hoy nos está mostrando que estamos enfrascados en la discusión del proyecto del Poder 
Ejecutivo. Los legisladores tenemos la responsabilidad de considerar este Mensaje. Por supuesto que 
tenemos la libertad para decir: "Bueno, no acompañamos tal artículo o proponemos que se elimine del 
Presupuesto", pero también hay una realidad que indica que el ámbito hoy, aunque tal vez no es el 
natural, para instrumentar el relacionamiento de los trabajadores y el Estado está en la discusión de 
este Presupuesto. Entonces, a la luz de la experiencia de las discusiones que, sin lugar a dudas, ha 
habido en el movimiento sindical y de trabajadores públicos en torno a los temas laborales, 
quisiéramos conocer cuál es la perspectiva o qué aportes nos puede dejar la delegación respecto a lo 
que está hoy en el articulado -las contrataciones, la escala salarial, el ingreso, precarización oO 
consolidación de los cargos públicos-, para comprender mejor la situación de nuestro Estado y discutir 
con mayor profundidad esta norma presupuestal, y ver de qué forma la podemos mejorar. 


SEÑOR ABDALA.- Creo que la comparecencia del día de hoy de la delegación de COFE, a diferencia 
de la anterior, implica en forma objetiva un avance en cuanto al análisis de algunos de los contenidos; a 
mí me ha resultado de lo más enriquecedora. Más allá del reclamo, a mi juicio legítimo -y a esto me voy 
a referir después-, de llevar estos temas al ámbito de la negociación colectiva -como creo que 
corresponde, de acuerdo con la ley vigente-, hemos escuchado algunas definiciones de las que hemos 
tomado debida nota con relación a varios de los contenidos del articulado correspondiente a la Sección 
II. En concreto, ha habido un pronunciamiento en lo que tiene que ver con las figuras del contrato 
laboral y del contrato temporal de Derecho Público; también ha habido pronunciamientos en lo que 
respecta a las demandas de regularizar la situación del trabajo precario en el Estado que, más allá de 
que son temas conocidos y COFE se ha referido a ellos en forma pública, era necesario que tuvieran su 
oportunidad o su instancia en el ámbito de esta Comisión, sin perjuicio del mayor abundamiento que 
podamos llegar a concretar, tanto en la profundización de los temas tratados, como en la incorporación 
de temas nuevos. 


Con relación a la precariedad de determinadas formas de contratación laboral vigentes hoy en el Estado, se 
hizo referencia a una propuesta del señor Diputado Gandini. Queremos estribar en esto porque el Partido 
Nacional se propone presentar esa propuesta como aditivo a los efectos de que pueda ser discutida en el 
ámbito de esta Comisión, en la instancia que corresponda. Nos parece que puede ser un camino; puede haber 
otro, pero sin duda hace referencia a un tema cuyo análisis está pendiente, en la medida en que en el proyecto 
del Poder Ejecutivo no viene la más mínima propuesta con relación a ese asunto. Yo creo que es un tema 
pendiente, así que desde ese punto de vista sin duda es bueno conocer la posición de COFE y sus 
argumentos, porque es un tema que la Comisión tendrá que abordar sí o sí en las próximas jornadas. 


Quiero hacer dos consultas muy concretas. La primera es sobre el tema de fondo o que está en el contexto de 
este análisis y que tiene que ver con la demanda -reitero, legítima a mi juicio- de COFE de llevar estos temas 


al ámbito de la negociación colectiva. Me parece que esa es una realidad que rompe los ojos. Acá no hay 
valoraciones políticas. La ley de negociación colectiva del sector público está vigente y creo que es clara en 
cuanto a que estos aspectos que hacen a las condiciones de trabajo en el sector público tienen que ser materia 
de negociación entre las organizaciones sindicales y los representantes del Estado. Hay una referencia 
explícita en la ley, inclusive a los proyectos de ley de Presupuesto y Rendición de Cuentas, y a la obligación 
del Estado de informar a las organizaciones sindicales con relación a sus contenidos. Esto, que motivó en su 
momento un consenso amplio en el Parlamento, puede ser motivo de coincidencia o de discrepancia, pero lo 
que no es motivo de discrepancia es que está vigente, que es una solución impuesta por la norma y que el 
primer obligado a reconocerla es el Estado que, por otra parte, por imperio de la misma ley, tiene la 
obligación de negociar, porque la negociación colectiva se establece en términos de la obligación de negociar 
de buena fe, como está dicho por la propia ley. Sin embargo, esa negociación hasta este momento no ha 
acontecido. Entonces, quiero preguntar a la delegación de COFE si al respecto hay alguna alternativa -con 
independencia de la propuesta de desglosar toda esta sección del proyecto de ley de Presupuesto-, si hay 
algún margen, en función de que me pareció escuchar -creo que en la intervención inicial- que en las últimas 
horas habría acontecido alguna propuesta, invitación, convocatoria o insinuación a generar un ámbito de 
negociación. Capaz que escuché mal, pero en todo caso quisiera que eso se aclarara, entre otras cosas porque 
cuando COFE compareció, estaba pendiente una instancia de intercambio en el ámbito de la Oficina Nacional 
del Servicio Civil que no sé si se llevó a cabo o no. Eso me parece que sería interesante saberlo y conocerlo. 


En segundo lugar, más allá de que aquí se ha sido muy enfático -y creo que está bien que así se haya 
procedido en cuanto a que el reclamo de la negociación colectiva es independiente de los aspectos de 
naturaleza salarial-, me interesaría mucho conocer la posición de COFE con relación al artículo 4* del 
proyecto de ley de Presupuesto, que modifica el ajuste de los salarios públicos en función de la evolución de 
la inflación, lo que, desde algún punto de vista, puede entenderse como una pérdida de garantías para los 
funcionarios públicos, en la medida en que la Ley N* 16.903, que está vigente, establece que si se supera el 
10% de inflación en el último año móvil, eso determina, per se, la obligación de otorgar un segundo aumento 
en el año. Aquí ese criterio se modifica por el de llevar, en todo caso, la negociación salarial al ámbito 
bipartito, a los efectos de determinar si corresponde o no un aumento que permita recuperar lo perdido por la 
inflación. Parecería que lo que los trabajadores han conquistado hoy dejarían de tenerlo, porque será materia 
de negociación o habrá obligación de volver a negociar. Por lo menos eso es lo que se interpreta del sentido 
literal del artículo 4%, que no me parece una norma de menor cuantía desde el punto de vista de la definición 
presupuestal. 


Por lo tanto, si es posible también quisiera que se ilustrara al respecto por parte de la delegación que hoy nos 
visita. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Permítaseme expresar -creo que representando a todos los señores 
Diputados- que esta Comisión de Presupuestos tiene sus límites en el tiempo. Vamos a comenzar a 
votar el articulado el próximo domingo y debemos tener tiempo para distribuir a todos los señores 
Diputados las diferentes propuestas. 


Como hombre político tengo gran expectativa y esperanza -por qué no decirlo- de que en estos días se llegue 
a los acuerdos que se requieren y a la apertura de una instancia de trabajo, tal como ha mencionado el señor 
Pablo Cabrera al comienzo de su intervención. 


Nuestra bancada, al igual que las otras, ha trabajado en el tema. Quería que la delegación que nos visita 
tuviera conocimiento de los plazos acotados que tiene la Comisión para analizar el punto. 


SEÑOR CABRERA.- Desde el comienzo tuvimos en claro que los tiempos para la discusión iban a ser 
acotados y, por eso, nuestro planteo al comienzo en cuanto a extraer la Sección II del análisis general 
del proyecto de ley presupuestal, a fin de tener una instancia aparte porque entendemos que eso tiene 
que ver con la reforma del Estado. 


Además, el señor Presidente de la República ha dicho que gran parte de las leyes que se aprueben respecto a 
la reforma del Estado serían independientes del tratamiento del proyecto de ley presupuestal, por lo que dicha 
Sección podría ser parte de esa discusión. 


Partiendo de esa base, COFE planteó a la Mesa de Negociación con el Poder Ejecutivo -lo hicimos cuando 
fuimos recibidos por primera vez en la Comisión- la necesidad de tener más conocimiento de cómo la 
Oficina Nacional del Servicio Civil había gestado el articulado. Tuvimos la oportunidad de estar con 
representantes de esa Oficina y claramente se nos dijo cómo se habían construido los artículos; eso no fue 
parte de una negociación sino de un acercamiento real. 


Después de esa instancia, en una siguiente etapa de negociación colectiva, planteamos cuál era el 
pensamiento de todo el PITCNT y no solo de COFE respecto a la necesidad de retirar en esta primera etapa 
la Sección II del resto del articulado del proyecto de ley. En su momento, el Poder Ejecutivo entendió que 
debía ser una discusión en la interna y que no nos podía dar una respuesta -comprendimos que era lógico-, y 
que en los días subsiguientes nos iba a llamar para darnos una respuesta. 


El viernes, el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social nos dijo que se había discutido en la interna del Poder 
Ejecutivo y que se entendía que había una posibilidad de continuar discutiendo, no de extraer la Sección II 
del proyecto, y de cambiar parte el contenido de los artículos que allí figuran. Nosotros le dijimos que íbamos 
a estar nuevamente en esta Comisión y que pensábamos trasladar los conceptos que entendíamos 
fundamentales en base a este pedido. 


Como esta iniciativa ya está en la órbita del Poder Legislativo sabíamos que sería difícil extraer la Sección en 
las condiciones que estamos planteando, pero apostamos a los ejes centrales, que deben estar en el tema 
presupuestal -con esto respondo la pregunta del señor Diputado-, comenzando con el artículo 6*, relativo a la 
obligatoriedad del Poder Ejecutivo a negociar la reestructura. Estamos hablando de un tema fundamental para 
la próxima Administración, que tiene que ver con la forma en que se verán los Incisos, de qué elementos se 
darán para que se pueda formar el esqueleto que dé forma a la nueva Administración, de que hay que 
visualizar con claridad cómo se producirá el ingreso a la función pública y que se ciña directamente al 
derecho público. Como decía nuestro compañero Bazzanno, nos acercamos demasiado a la definición dada 
por el derecho laboral privado y, por lo tanto, totalmente disociado de la perspectiva y de la visión que 
tenemos de la construcción de la Administración Pública bajo la órbita del derecho público y del 
reconocimiento de los derechos y obligaciones también dentro del derecho público. 


Al día de hoy estamos reclamando la necesidad de contar con un Estatuto del Funcionario Público. Hay que 
transformar el Decreto 500, sobre el que se ha trabajado mucho, pero necesitamos tener una ley que 
determine claramente cuáles son los derechos y las responsabilidades de los funcionarios. Por lo tanto, esta 
definición es fundamental para que abarque a todo aquel que esté trabajando bajo la órbita del Estado a 
efectos de que se rija por el derecho público. Debe entenderse que estamos bajo la responsabilidad de un 
servicio público, de la prestación de servicios a la comunidad y, por lo tanto, todo funcionario debe ser visto 
en esas condiciones. por más que el período de trabajo sea acotado en el tiempo y no permanente, como sí lo 
es un funcionario presupuestado; de todos modos, ambas modalidades de funcionarios deben tener las 
mismas reglas, derechos y obligaciones que, al día de hoy, no se tienen. 


Para nosotros estos aspectos son centrales y deben estar incluidos en esta sección, porque es parte de la 
construcción de la carrera administrativa del funcionario presupuestado, pero también debe haber reglas 
claras cuando hay un ingreso limitado en el tiempo para desempeñar determinadas funciones -como estas 
formas contractuales-, de modo tal que no deterioren a quienes revistan como funcionarios permanentes del 
Estado. Al no tener límites claros, a veces las cosas se desfiguran y eso es lo que seguimos reclamando, es 
decir, eliminar la precariedad con respecto a la función pública y saber cómo se visualiza cada contrato y 
forma de ingreso al Estado. 


Reitero que estos son aspectos centrales que no podemos definir en uno o dos artículos. En estas 70 
disposiciones hay algunas que están encadenadas a otras, por lo que sería muy difícil desglosar. Sí 
entendemos que estos conceptos, que son políticas de fondo, necesariamente deben estar incluidos para 
seguir avanzando en esta discusión, que sabemos no se termina de laudar porque después tenemos todo el 
proceso de análisis en el Senado, en el que nuevamente se abre una etapa de discusión. Por estos motivos 
tomamos esta propuesta del Poder Ejecutivo cuando dice que existiría el ámbito para poder negociar y 
discutir porque el proceso no finaliza en la Cámara baja sino que continúa; tal vez en ese proceso podamos 
encontrar caminos de acuerdos. En definitiva, el planteamiento de la Confederación va en ese sentido, es 
decir, seguir construyendo. No se trata de retrasar los cambios sino de apostar a que se hagan en profundidad, 


velando por los derechos de todos, comenzando por el ciudadano, que es a quien va dirigido el servicio de 
nuestros trabajadores y la forma en que entendemos nosotros que debe ser vista la Administración Pública. 


SEÑOR LÓPEZ.- Creemos que sería mejor retirar toda la Sección II y que se negociara por fuera del 
proyecto de ley de Presupuesto, tal como hemos argumentado en este ámbito. 


Sabiendo cuál es la respuesta del Poder Ejecutivo respecto a que no está de acuerdo con esta situación, nos 
parece importante establecer un ámbito de negociación en la Comisión de Presupuestos -si es que existe 
voluntad política; nosotros estamos abiertos a ello—, para avanzar en algunos de los aspectos que estamos 
planteando, aunque seguimos entendiendo que se está violando la ley de negociación colectiva. 


Capaz que esta no es la Comisión indicada para tratar este tema, pero en algún otro ámbito lo vamos a tener 
que analizar -quizás en la Comisión de Legislación del Trabajo-, porque hay una ley que establece claramente 
cómo se deben discutir determinadas cuestiones y en el proyecto de ley de Presupuesto se plantean aspectos 
que deberían haber sido debatidos en ese ámbito. En lo personal me parece raro, porque todos percibimos esa 
situación, inclusive los propios legisladores. 


Con respecto al salario, quiero decir que nosotros también hicimos una propuesta para modificar el artículo 
de la Ley N* 16.903 que hace referencia a ese tema. Planteamos que si hay ámbitos de negociación colectiva 
previstos por ley, allí se debería regular cómo se van a ajustar los salarios. Es algo que no debería estar 
predeterminado en la Ley de Presupuestos sino que debería estar librado a la negociación de las partes. 
Evidentemente, si nos dan a elegir, nos quedamos con lo que estaba y no con lo que se propone ahora, porque 
el artículo 4 modifica a la baja el artículo previsto en la Ley_N” 16.903. De alguna manera, esa cláusula de 
salvaguarda no solo nos servía a los trabajadores y al Estado, sino también a los jubilados, que van 
enganchados por el Índice Medio de Salarios. Este es un tema que nos preocupa y mucho. 


También quiero hacer una consulta. Nosotros planteamos un artículo que va en la dirección de la 
regularización de los contratos precarios. En la oportunidad anterior en que concurrimos a esta Comisión, se 
nos acercó la propuesta del señor Diputado Gandini sobre ese tema. No nos parecería mal avanzar en esa 
línea, si se le hiciera alguna modificación y si hubiera consenso; asimismo, si se pone arriba de la mesa otra 
propuesta, la podríamos analizar para acumular voluntades en ese sentido. Lo que queremos es que se evite 
que estos trabajadores, que han servido al Estado durante mucho tiempo, queden en la calle. Muchos de ellos 
son muy jóvenes, para algunos es el único trabajo que tienen y necesitan el sustento para sobrevivir. 


Por lo tanto, estamos dispuestos a discutir y a negociar esto en el ámbito que corresponda, ya sea en esta 
Comisión o en la que se entienda apropiado hacerlo, para poder avanzar en la discusión de los temas que más 
nos preocupan: la modalidad de contratación, la participación de los trabajadores en la reestructura y los 
excedentarios. La figura de los excedentarios que aparece en este proyecto nos genera muchos reparos, así 
como también los temas que se han enumerado. 


SEÑOR BAZZANNO.- Como dijo el señor López, nosotros estábamos en contra de la Ley N* 16.903 y 
no porque sí, sino porque pensamos que no es correcto definir a través de una ley lo que debe ser 
materia de negociación y resultado de un convenio colectivo entre las partes. Esta ley así lo establecía y 
este proyecto empeora drásticamente lo previsto allí, por dos razones. 


En primer lugar, porque extiende los plazos. Como los señores legisladores saben, la Ley_N” 16.903 establece 
que, en el caso de que la inflación supere el 10%, automáticamente los ajustes salariales se deben realizar, 
como máximo, cada 6 meses y, como mínimo, cada 4 meses. Lo que establece el artículo 4* es que si la 
inflación supera el 10%, recién se va a convocar al Consejo Superior de Negociación Colectiva del Sector 
Público para intercambiar información y no para definir o establecer algún mecanismo de ajuste más 
benévolo para los trabajadores. Esto nos parece gravísimo. Con esto estaríamos condenando a que los ajustes 
salariales sean anuales, independientemente de que la inflación se dispare y supere con creces el 10%. Y esto 
no afecta solo a los funcionarios de la Administración Central, sino a todos los funcionarios públicos y a los 
630.000 o 650.000 jubilados y pensionistas, ya que se fija sus pasividades cuando nosotros ajustamos 
nuestros salarios. Por lo tanto, esto tiene consecuencias, en cascada, sobre un vasto sector de la sociedad. 


En segundo término, el artículo 4* establece cómo van a ser los ajustes salariales. Entonces, ¿qué vamos a 
negociar? Allí se establece claramente que nuestros ajustes salariales se van a adecuar en función de la 


inflación esperada. En el mejor de los casos se establece que los ajustes podrán incluir un correctivo. Por lo 
tanto, no va a haber ningún otro crecimiento salarial por encima de la inflación. Eso está dispuesto 
claramente en este artículo al establecer: "[...] sin perjuicio de los incrementos adicionales particulares que se 
encuentren financiados en las normas presupuestales correspondientes". Por lo tanto, se aplicará un ajuste 
salarial anual y solamente por IPC, sin ningún tipo de crecimiento adicional. 


SEÑOR ASTI.- Creo que sobre este artículo 4” hay interpretaciones distintas o malas interpretaciones. 


El primer inciso establece claramente que el Poder Ejecutivo adecuará anualmente las remuneraciones de los 
funcionarios comprendidos en los Incisos correspondientes a la Administración Central, con el propósito de 
mantener el poder adquisitivo de los trabajadores. O sea que partimos de una definición absolutamente clara 
que separa cualquier otro tipo de aumento de las remuneraciones que existen en este Presupuesto. Es decir 
que se puede analizar cuánto inciden las remuneraciones en el total del monto adicional del gasto que tiene 
este Presupuesto. 


Por lo tanto, no podemos aceptar que se diga que hay congelación de los salarios y que no hay aumentos 
diferenciales. Los aumentos diferenciales a que hace referencia el primer inciso son los que están claramente 
establecidos, como la eliminación de inequidades, mejoras de gestión y reestructuras. Eso lo veremos en cada 
uno de los Incisos. Claramente, se parte de la base de que no puede haber pérdida salarial para los 
funcionarios públicos y ese es un elemento que obliga al Poder Ejecutivo a ajustar anualmente. 


Aquí se hizo referencia a leyes anteriores, a la Ley_N” 16.903, que rigió durante todo el período del doctor 
Jorge Batlle y, en particular, durante la crisis del año 2002. Según lo que acabamos de escuchar, lo que se 
establece en el artículo 4” es mucho peor. Yo creo que durante el mencionado período los trabajadores del 
Estado perdieron una parte muy importante de su salario, que fue recuperada en el Gobierno anterior, tal 
como habíamos comprometido. Creo que si en cualquier negociación colectiva los trabajadores privados, por 
ejemplo, tienen asegurado el mantenimiento del salario real, entran con muchas mejores armas para negociar 
porque saben que, por lo menos, el valor real de su salario está asegurado por ley. En este caso es así: el 
salario real está asegurado por ley; por lo tanto, lo que se va a discutir es lo que queda por encima del salario 
real. Uno de los incisos establece que en el caso particular de que en algún momento interanual la variación 
del IPC fuera superior a 10%, se convocaría al Consejo Superior de Negociación Colectiva del Sector 
Público para analizar cómo adecuar el salario de la mejor manera posible, pero manteniendo la premisa del 
inciso primero de que se va a mantener el salario real de los trabajadores. Y acá hay experiencia al respecto, 
porque los trabajadores saben muy bien que en algún momento puntual del Gobierno anterior se estuvo muy 
cerca de superar el 10% y hubo negociaciones para evitar que un ajuste salarial determinado pudiera 
desencadenar ajustes en toda la economía, por los cuales los primeros perjudicados habrían sido los 
trabajadores en general, públicos y privados. 


Por lo tanto, no estamos partiendo de nada que no sea un inciso que establece claramente que el Poder 
Ejecutivo deberá mantener los salarios reales de los trabajadores, independientemente de todas las demás 
partidas de este Presupuesto para mejoras sustanciales en las retribuciones, a fin de eliminar inequidades y 
realizar reestructuras, teniendo en cuenta, por supuesto, el cumplimiento de los compromisos de mejora de 
gestión de cada unidad ejecutora. 


SEÑOR POSADA.- Quiero hacer algunos comentarios. 


En primer lugar, está claro que, de acuerdo con la legislación vigente, todo este capítulo vinculado a los 
funcionarios debió ser discutido previamente a la presentación del proyecto de Ley Presupuestal. Quizás la 
circunstancia de que el Gobierno haya asumido el 1% de marzo supuso un elemento distorsionante a los 
efectos de la preparación del Presupuesto. Pero si así se entendía, lo que parece claro es que estas 
modificaciones de normas que tratan de la relación entre el Estado y sus trabajadores debió haber sido 
planteada en la primera Rendición de Cuentas, dando el tiempo necesario para que hubiera un ámbito de 
negociación, como está establecido por la ley. 


Hago especial referencia a que este proyecto de ley fue impulsado por el Poder Ejecutivo anterior, es decir 
que hay un elemento que, indudablemente, genera una contravención, un incumplimiento de la ley vigente 
que difícilmente -nos atenemos a los hechos- va a poder ser salvado antes de que esta Comisión de 


Presupuestos integrada con la de Hacienda dé aprobación al proyecto. En todo caso, se abre la posibilidad del 
Senado pero, claramente, será una negociación contrarreloj en la que resultará difícil alcanzar acuerdos, al 
menos por la voluntad que ha mostrado el Poder Ejecutivo. 


Queríamos señalar este hecho porque nos parece que el incumplimiento no es una buena señal. Está claro que 
el Parlamento es quien tiene la última palabra, pero es distinta la consideración de un proyecto de ley cuando 
es producto de una negociación que cuando hay una imposición de una sola visión, como la que se ha 
planteado en temas en que está establecida por ley la posibilidad de una negociación. 


El segundo comentario es respecto al artículo 4%. La Ley_N* 16.903 surge en un momento especial de la vida 
del país. Nos remontamos al segundo Gobierno del doctor Julio María Sanguinetti, cuando se había logrado 
un abatimiento muy importante de la inflación por primera vez en mucho tiempo y se propició una ley que, 
de alguna manera, diera margen al Poder Ejecutivo para que los ajustes no fueran desencadenantes de un 
proceso inflacionario. Ese fue el objetivo del instrumento. De hecho, quiero señalar que acompañamos esa 
ley porque nos parecía que era un intento de desenganchar el indexamiento de todos los salarios, lo cual 
generaba una suerte de encadenamiento al proceso inflacionario, teniendo en cuenta, además, que la reforma 
constitucional que se había hecho en el año 1989 ataba la periodicidad del aumento de las jubilaciones al 
incremento para los funcionarios públicos. Pero al tiempo que estableció un desenganche, esa Ley_N? 16.903 
también definió garantías que son, justamente, las que quedan por el camino en esta oportunidad. Esa 
garantía de que si se superaba el 10% se iba a dar un aumento por lo menos semestral tiene el sentido de 
defender el poder adquisitivo del salario de los trabajadores públicos, cosa que aquí estará por verse porque, 
en todo caso, será objeto de una negociación en la que se determinará cuál va a ser el criterio o la 
periodicidad de ese ajuste. 


La ley vigente, la N* 16.903, establece claramente la periodicidad del ajuste y da garantías en ese sentido que, 
tal como viene redactado este artículo, quedan por el camino. 


Nos parecía importante hacer estas aclaraciones porque, más allá de que debatiremos este tema en el seno de 
la Comisión, la propuesta del artículo 4”, respecto a la ley vigente -en este sentido coincidimos con lo que 
expresaba la delegación de COFE-, es notoriamente inferior, en lo que refiere a las garantías que se dan a los 
trabajadores públicos sobre la periodicidad de los ajustes. 


SEÑOR GROBA.- En primer lugar, quiero saludar a la delegación. 


Ojalá que todos los dichos que aquí se expresaron y que son justos respecto a la necesidad de negociación 
con los trabajadores del Estado y a la obligatoriedad de intercambio de información se hubieran construido en 
el año 1985 -por no ir más para atrás- a los efectos de tener el ejercicio suficiente para que, llegada esta 
instancia, con todo aceitado, no fuera tan trabajoso este camino de la negociación que los trabajadores 
siempre defendieron y que recién ahora, a partir de la ley que es comentada, se está introduciendo legalmente 
aunque -por lo que vemos-, cuesta articularla y hacerla funcionar adecuadamente por primera vez en la 
historia de nuestro país. Ojalá que no hubiera pasado tanto tiempo para que los trabajadores del Estado 
pudieran negociar sueldos y condiciones de trabajo. 


En mi opinión, el artículo 4” tiene un párrafo muy interesante que asegura la no caída del salario de los 
trabajadores estatales, por ley. Ojalá hubiéramos conseguido esto y ojalá entre todos los sectores políticos que 
hoy están aquí opinando bien sobre la necesidad de profundizar la negociación colectiva en el Estado, se 
hubiera llegado a una frase parecida al artículo 4”, y no haber pasado tantas angustias, tantas dificultades, ni 
tanta pérdida de salario -en realidad, fueron quitas de salario porque el trabajador nunca jugó a nada para 
perder o ganar- desde el año 1985; me refiero a la etapa luego de reconstituida la democracia porque no 
quiero ir más para atrás. Lamentamos eso y lo dejamos como constancia. 


Los trabajadores de COFE han manifestado que están recorriendo caminos para obtener alguna 
flexibilización en determinados artículos y en la negociación, pero queremos señalar que todas las bancadas 
están trabajando en eso; nosotros también lo estamos haciendo para llegar al entendimiento necesario y al 
acercamiento mayúsculo a fin de lograr la aplicación de la ley de negociación colectiva. Sin duda que esto, 
como aquí mismo lo ha planteado la visita, no se termina en esta instancia, sino que continúa. Y nosotros, por 
lo menos esta bancada, no vamos a cejar en la posibilidad de llegar a los acuerdos necesarios, por un lado, 
para interpretar la ley de negociación colectiva, porque creemos que debe profundizarse y respetarse -hay que 


trabajar para que ello ocurra- y, por otro, para mantener el diálogo necesario con los trabajadores a los efectos 
de llegar a las mejores instancias en cuanto a la presupuestación para estos próximos cinco años. La 
construcción de negociación colectiva, la participación de los trabajadores, la articulación entre las 
necesidades del país y el interés general de lo que plantean los trabajadores, son los instrumentos y los 
mecanismos por los cuales esta bancada está trabajando. Naturalmente creemos -ya adelantamos nuestra 
opinión- que se deben flexibilizar muchos de los temas que los trabajadores propusieron hoy, en especial el 
artículo 4”, que tiene alguna bondad, aunque también alguna necesidad de corrección que iremos articulando. 


Sería correcto -y en eso creo que vamos a trabajar todos, no dudo que la oposición también- tratar de 
flexibilizar y buscar los mejores caminos para resolver este tema. Por eso, dejamos nuestra constancia con lo 
primero que dijimos y nos comprometemos a articular y promover la negociación colectiva y a llegar a los 
mejores acuerdos. Por ahora es lo que podemos decir; esto no se termina acá sino que todavía hay un largo 
camino por recorrer. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Como ustedes vieron, hay voluntad de parte de todos los señores legisladores 
de seguir avanzando sobre el particular. Tenemos expectativas serias de que se instale rápidamente esa 
mesa de negociación o de acuerdos. Nuestro compromiso es tratar de acercar las partes y cumplir de la 
forma más justa posible con los planteamientos que nos han hecho. 


SEÑOR CABRERA (don Pablo).- Las palabras del Diputado reflejan las razones por las cuales 
vinimos nuevamente: tratar de encontrar espacios para seguir discutiendo y profundizando y, en lo que 
hace a la posibilidad de la articulación que se tiene desde el Parlamento con el Poder Ejecutivo, ir 
corrigiendo algunos de los aspectos centrales que la Confederación ha entendido que se deben cambiar. 
Esperamos que en este proceso, no solamente en lo que hace a la Cámara de Representantes sino 
también al Senado, podamos ir dando otra forma a este proyecto de ley que entendemos tiene que 
aprobarse con algunas consideraciones distintas para acercar a las partes. 


SEÑOR CARDOSO (don Germán).- Me parece que tendríamos que definir cuál es el ámbito de debate 
y discusión en esta Comisión, sobre todo para abordar el Presupuesto y poner atención a las 
reivindicaciones de las delegaciones. Nos parece que si empezamos a generar un debate político aquí, 
donde cada una de las fuerzas puede tener posiciones o visiones diferentes sobre lo que ha pasado en 
Uruguay desde el punto de vista salarial en los últimos quince, veinte o veinticinco años, estaríamos 
desmadrando lo que es el debate o tendríamos que habilitarlo en general, y no nos parece oportuno 
hacerlo ante las delegaciones que vienen puntualmente a hacer los planteos y reivindicaciones que 
entienden necesarias para este Presupuesto. Con total respeto digo que si yo hubiera pedido una 
interrupción al señor Diputado Groba y entre todos sus "ojalá", le hubiera dicho que ojalá el Gobierno 
anterior no hubiese aplicado el IRPF a los trabajadores; seguramente aquí se habría generado un 
debate innecesario que no estaría dado dentro del marco y la seriedad con la que queremos abordar 
este tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Muchas gracias a la delegación por su presencia. 
(Se retira de Sala la delegación de COFE) 


———Recuerden que el viernes pasado habíamos pedido, a raíz de la sugerencia de la Secretaría de la 
Comisión, que dentro de lo posible se entregara el miércoles 29 la mayor cantidad de aditivos y 
sustitutivos -lo que no quiere decir que luego no se puedan entregar algunos-, a fin de armar el 
bibliorato, como siempre se hace, para que todos los Diputados y Diputadas puedan tomar 
conocimiento de las modificaciones que se proponen. Hoy se va a entregar una parte de los aditivos y 
sustitutivos. 


Sinceramente, la bancada de Diputados del Frente Amplio había propuesto que la reunión de la Comisión 
comenzara el próximo domingo 3 a las 9 de la mañana, pero ante un petitorio que nos realizara el Diputado 
Posada por una junta federal que tiene el Partido Independiente, lo vamos a pasar para la hora 15 del mismo 
día. Eso en cuanto al inicio de la votación. Desde el punto de vista de los plazos, la Secretaría plantea que, en 
lo posible, se termine con la votación el miércoles 6, a efectos de contar con tiempo suficiente para preparar 
la documentación que contenga el nuevo articulado, etcétera. La idea sería comenzar el domingo 10, a una 


hora que fijará la coordinación. Entendemos que es imprescindible comenzar en esa fecha; ya lo hablamos 
prácticamente con todos los legisladores. 


En cuanto a los informes -sin duda, los miembros informantes ya han comenzado a trabajar-, de Secretaría 
preguntan si podrían ser entregados el jueves 7, a la hora 15, a fin de tener tiempo para hacer las impresiones 
que corresponde. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


Reiteramos la solicitud de Secretaría de que la mayor cantidad posible de sustitutivos y aditivos 
sea presentada el miércoles 29, más allá de que, posteriormente, pueda aparecer algún otro artículo de 
este tipo. 


Por otra parte, acordamos que la votación en Comisión comenzará el domingo 3 a la hora 15. Los horarios de 
las siguientes sesiones se acordarán oportunamente, porque quizás el último día haya que trabajar mucho más 
que diez o doce horas. Veremos qué pasa; la cuestión es terminar lo antes posible con la votación en 
Comisión. 


En el plenario la votación comenzaría el domingo 10, a una hora que determinarán los coordinadores, en 
acuerdo con todos los partidos políticos. 


Finalmente, a última hora del día de hoy serán entregados los biblioratos con los sustitutivos y aditivos que 
ya hayan sido presentados; los que se nos acerquen a partir de ahora, serán debidamente incluidos. 


SEÑOR ASTI.- Sabemos que en el Capítulo II hay un reordenamiento de artículos, más allá de los 
aditivos y sustitutivos que se manejan. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De todos modos, ya hay avances muy importantes del trabajo de la 
Secretaría. Ustedes ya cuentan con el material. El viernes y hoy mismo firmé aditivos y sustitutivos, 
pero insisto en que hay avances en el correlacionado al que se refiere el señor Diputado. 


Damos por concluido este tema y pasamos a recibir a las delegaciones. 


(Ingresa a Sala la delegación del Centro de Educación Especial de Autismo Infantil) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Damos la bienvenida a la delegación del Centro de Educación Especial de 
Autismo Infantil, integrada por la señora Mercedes Santías, Presidenta; el señor José Gómez, 
Vicepresidente, y el señor Félix Migliacco. 


SEÑORA SANTÍAS.- Muchas gracias por recibirnos. 


Llegó a manos de ustedes un pequeño bosquejo de proyecto -que ya habrán leído-, por lo cual solo haré algún 
agregado que me parezca interesante. 


En el cuadro 5 quisimos mostrar cómo sube el porcentaje destinado a sueldos del aporte que nos brinda el 
Ministerio de Economía y Finanzas, porque con el correr del tiempo suben los sueldos a pagar y, además, se 
ha contratado algún otro integrante del personal docente. 


En el ítem 7 observamos que en los años 2009 y 2010, aun sumando las ayudas extraordinarias del BPS y el 
aporte del Ministerio de Economía y Finanzas, no se llega a cubrir los sueldos. Quizás no saben que el BPS 
brinda a la institución, por niño y por mes, $ 2.672 por concepto de ayuda extraordinaria. Para recibirla, 
debemos hacer una especie de trámite, y, a veces, por la falta de algún informe, se pierde la ayuda, que no es 
reintegrable. 


Si observamos los cuadros 6 y 7 podemos ver que en los meses de junio, julio y agosto de este año, aun 
sumando a la ayuda extraordinaria el aporte del Ministerio de Economía y Finanzas, tampoco se logró cubrir 
los sueldos del personal. 


También quiero comentarles que a partir de abril de 2010 el Centro extendió el horario. En el proyecto que 
ustedes leyeron se dice que funciona de trece a dieciocho horas, y es un desafío para los padres de niños con 
esta patología trabajar en un horario tan limitado. Entonces, con mucho esfuerzo y viento en contra, hemos 
logrado ponerlo en funcionamiento entre las diez y las dieciocho horas, lo que para las familias significa 
cumplir con sus trabajos. Inclusive, se ha dado el caso de madres que, gracias a este cambio, han podido 
proseguir sus estudios, lo que para nosotros es muy válido. 


Cabe indicar que, a veces, en el proyecto nos referimos a alumnos y otras a niños. El tema es que podemos 
tener alumnos de cuatro o de treinta y cuatro años, y la discapacidad es tan limitante que, en el fondo, siguen 
siendo niños, porque, inclusive, algunos hasta necesitan acompañamiento en el baño, en el cambiado y 
demás. 


No es una discapacidad notoria. Uno no va por la calle y dice: "Mirá, este chico es autista", como dice: 
"Mirá, es un chico down". No, no lo vemos así a simple vista; no llevan muletas. No es nada visible, pero 
considero que es la discapacidad más limitante en lo que se refiere a la parte social, de la familia, de 
habilidades del niño, y también de la poca independencia que logran a lo largo de la vida. Es por esto que 
todas las terapias que se puedan aplicar van a ser a largo plazo. 


No se trata de una terapia, como muchas veces vemos por la tele, en la que la persona se rehabilita, camina, y 
termina la terapia. No; estas terapias no son finitas en el tiempo; tienen que seguir en el transcurso de la vida 
de la persona con autismo, para lograr día a día la extinción de esas conductas incorrectas y la mayor 
independencia y el mayor "autoalimento" posible. Creo que eso no se desprende del proyecto, y quería 
dejarlo claro. 


También es importante dejar claro que hay muchas cosas que no tuvimos en cuenta en el proyecto que les 
presentamos, como, por ejemplo, la inclusión del profesor de educación física. La educación física es muy 
importante, porque corrige vicios posturales, favorece la socialización, que es uno de los tres handicaps de 
estos chicos, y también genera las condiciones propicias de atención y concentración, para que luego 
podamos trabajar con ellos modelando conductas incorrectas y para que aprendan a escribir y a leer. 


Hoy tampoco tenemos auxiliar de limpieza, o sea que cada tanto los padres vamos y limpiamos algo, y por 
ahí la vamos llevando, pero consideramos que tiene que haber rubro para eso. 


En este presupuesto que les presentamos, tampoco tuvimos en cuenta la concurrencia al CENAFRE, el 
Centro Nacional de Fomento y Rehabilitación Ecuestre del Ejército. Debemos aclarar que nos exoneraron del 
pago del aporte que nos pedían, pero tenemos que ir hasta allí, en el kilómetro 15 de Camino Maldonado, y el 
transporte es caro. Son $ 800 cada vez que vamos, y lo hacemos una vez por semana. 


También queda a cargo de los padres -tampoco está incluido en el presupuesto- el traslado de los niños hasta 
el Centro. No es un Centro que atiende niños de barrio. Estamos en el Buceo, pero atendemos niños de Paso 
Carrasco, de Neptunia, de Parque Posadas, de La Teja. Entonces, el traslado del niño corre por cuenta de los 
padres; lo hacen ellos mismos o un transportista, pero, sea como sea, es un costo extra para las familias. Por 
ejemplo, la mamá de uno de los tres alumnos de la Costa de Oro, la semana que viene no lo puede llevar, 
porque no tiene dinero para el boleto de ella, o sea que ese niño está en la casa. 


Estamos hablando de una población subatendida, por eso queremos recibirlos en nuestro Centro. Estas 
personas son de un nivel socioeconómico cultural medio y bajo, y, a veces, no tienen la suficiente capacidad 
para saber cómo administrar sus horarios, sus tiempos y demás. 


Para terminar, quiero decir que en Uruguay no hay datos censales de las personas autistas, pero hice una 
pequeña cuenta, una regla de tres simple. Si hay un niño con autismo cada ciento cincuenta que nacen, y en 
capital y área metropolitana viven un millón y medio de personas, podría decir que en Montevideo y área 
metropolitana hay diez mil personas con autismo, que no es poco. 


SEÑOR GÓMEZ.- Agradecemos la recepción y la atención que están brindando a la información que 
les estamos dando. 


Más allá de completar lo que dijo la señora Presidenta, mi interés es hacer énfasis en el porqué de la 
existencia de AUPPAL, que es la pionera de estas instituciones, sobre todo, en el plano privado. Hemos 
podido evaluar, a través de los años, que en esta institución se cubre la carencia o la semi atención con 
respecto a esta patología que existe en la enseñanza pública. Hoy por hoy, podemos decir que, a nivel de 
Montevideo, existe solamente un centro de enseñanza público a nivel de Primaria, la Escuela N* 231, 
condicionada a la cantidad de niños que acuden allí, no solamente con la patología del autismo. 


A su vez, la asistencia se ve limitada hasta los dieciocho años, por lo que, al encaramarnos como pioneros en 
esta atención, hemos abarcado un público limitado en sus recursos, como ya se manifestó. Es más, no solo 
nos limitamos a Montevideo sino al área metropolitana. De allí se deduce que el aporte que pueden hacer los 
señores padres de esos chicos es muy limitado, porque se trata de familias de escasos recursos y, por 
consiguiente, su aporte es mínimo para complementar todos los gastos de la atención. 


Es por eso que apelamos a la benevolencia de la Comisión para que se otorgue una partida presupuestal, 
acorde con lo solicitado. No nos mueven fines de lucro, sino que solicitamos lo mínimo, necesario e 
indispensable para seguir subsistiendo en el medio y poder seguir brindando una asistencia a estos chicos con 
esa discapacidad. 


SEÑOR MIGLIACCO.- Antes que nada, quiero agradecer que nos hayan recibido. 


Es difícil para nosotros expresar sentimientos encontrados, ya que todos acá somos padres de niños con 
autismo, y, como decía la compañera, es un trabajo múltiple: ser padres, educar a un niño con autismo y 
hacer frente a las dificultades de una institución que carece de recursos. En el año 2005, cuando la señora 
Santías se hizo presente en la Cámara, se nos adjudicó una partida de $ 150.000 pesos anuales. ¿Qué 
queremos decir con eso? Que lo que da por mes son $ 15.000 para hacer frente a sueldos, auxiliar de servicio, 
pago de luz y agua y reacondicionar la casa, que nos cedió con gran amabilidad la ANEP gracias a un 
comodato. En las fotos que se adjuntan pueden ver el estado del local. 


Como decía el compañero, la Escuela N* 231 atiende a personas con discapacidades, pero ¿qué decimos, 
señores, cuando hablamos de discapacidades? No podemos mandar un cocinero a hacer un curso de cocina a 
una carpintería. Tenemos que focalizar qué tipo de especialidades queremos. Acá los niños son autistas, no 
podemos mandarlos a una escuela que atiende discapacidades diferentes, porque, sino, no es una escuela, es 
un depósito. 


Yo vengo del campo, y, como decía mi madre -permítanme la expresión%4: "Lamentablemente, no se hacen 
tortillas sin romper los huevos", y en eso estamos, señores. Lo que pedimos es una partida acorde. El 
compañero no manifestó el monto global que sería, pero la suma está en el proyecto. Si no se llega al total, 
igual sería de gran ayuda, ya que con eso lograríamos que el aporte de los padres sea inferior, para que el 
Centro siga funcionando y atienda a esos chiquilines, que no dejan de serlo, porque su patología no 
desaparece cuando cumplen dieciocho años; siguen siendo autistas toda su vida. 


Esa es otra de las luchas que hemos tenido con el INAU; brindaría el apoyo para veinte niños menores de 
dieciocho años, pero nunca lo hemos logrado porque atendemos personas de todas las edades. Por eso les 
pedimos, les rogamos que nos tiendan la mano, ya que de este apoyo que nos dieron se rinde cuenta en el 
Ministerio de Economía y Finanzas cada tres meses. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La verdad es que con la explicación de ustedes y con el antecedente que 
tenemos de que están percibiendo en este momento $ 180.000, contamos con los elementos suficientes 
para que la subcomisión correspondiente de esta Comisión de Presupuestos integrada con la de 
Hacienda lo considere. Sin duda, vamos a poner la mejor buena voluntad para que sea posible lograr 
un incremento. 


Les agradecemos la presencia. 
(Se retira de Sala la delegación del Centro de Educación Especial de Autismo Infantil) 


(Ingresa a Sala la delegación de Fiscales Letrados Adjuntos, Ministerio Público y Fiscal) 


Damos la bienvenida a las doctoras Silvia Buzó, Letrada Adjunta; Sonia Fagiani, Fiscal Letrada 
de Menores; María Cristina Fernández, Fiscal Adjunta; Mercedes Trigo, Fiscal Letrada Adjunta, y 
Magda Puig, Fiscal Letrada Adjunta. 


SEÑORA GARICOITS.- Nosotros presentamos una solicitud por el tema del cargo de Fiscal Adjunto. 
No sé si tienen conocimiento, pero la carrera comienza con nosotros por designación por venia del 
Senado. O sea que nosotros tenemos un cargo muy especial, adjunto a un Fiscal Letrado Nacional. En 
estos años los Fiscales Letrados Nacionales han aumentado en forma considerable sus tareas, lo que ha 
hecho que desplazaran su actividad hacia nosotros. Hoy, nosotros, los Fiscales Adjuntos llevamos 
dentro del despacho una tarea muy importante. 


Desde el último Presupuesto a la fecha ha disminuido mucho el sueldo y estamos pidiendo una compensación 
que tome en cuenta en especial esas dos características que les estoy marcando: el tipo de cargo que tenemos, 
que es con venia, de carrera, que necesita un currículum, una especialización y una trayectoria bastante 
importante y, por otro lado, que al ser adjuntos a un despacho de Fiscal tenemos una carga de trabajo cada 
vez mayor. 


SEÑORA FERNÁNDEZ.- De acuerdo con el artículo 18 de nuestra Ley Orgánica, los Fiscales 
Letrados Adjuntos debemos cooperar con el Fiscal respectivo en las tareas técnicas del servicio e 
investir la representación del Ministerio Público y Fiscal. En base a esas atribuciones que nos da la ley, 
tenemos responsabilidades asimiladas al despacho de los señores Fiscales Letrados Nacionales, razón 
por la que pedimos esta partida especial y, además, por investir la representación del Ministerio 
Público. 


Hoy, la diferencia salarial con el Fiscal Letrado Nacional es de $ 33.000. Creemos que estamos muy 
desfasados y, por eso, esta reclamación. 


Además, tenemos las mismas incompatibilidades absolutas que los Fiscales Letrados Nacionales. En cuanto 
al número de Fiscales Adjuntos, en total somos 38, porque en el interior no hay Fiscales Adjuntos. 


SEÑORA BUZÓ.- Quería remarcar lo que dijeron mis colegas: cumplimos las mismas funciones y 
tareas que los Fiscales Letrados Nacionales. Además, en estos últimos años ha habido una cantidad de 
vacantes en el Ministerio Público, lo que recarga muchísimo la tarea de los Fiscales Adjuntos. En 
nuestro caso, hace cinco años que nuestra Fiscalía está -no acéfala, porque en mayo renunció el doctor 
Enrique Moller- sin titular, vienen los subrogantes y firman, pero nosotros hacemos todo el trabajo y 
firmamos los expedientes. Es decir que estamos desarrollando la tarea de ellos con una responsabilidad 
absoluta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Han hecho alguna gestión a nivel Ministerial sobre este tema? 
SEÑORA BUZÓ.- Sí, hablamos con la doctora Cecilia Blanco. 


SEÑOR GROBA.- Disculpen la ignorancia, pero quería saber cuál es el cargo y la responsabilidad que 
tienen. 


SEÑORA FAGIANI- Además de apoyar a mis compañeras, quería dejar en claro las diferentes 
responsabilidades que tenemos cada uno. En primera instancia, defendemos los intereses de la sociedad 
en general en la materia civil, en la penal y, en mi caso, de menores, que son intereses muy delicados. 
Nos encontramos frente a diferentes situaciones que, como sabrán los señores Diputados, hoy son 
bastante difíciles. 


En los Turnos, ya sea de menores o penal, nos hacemos cargo de todas las responsabilidades, de indicar al 
Juez la medida que debe adoptar, ya sea internación o medidas complementarias y, por ser cargos "full-time", 
no podemos ejercer ninguna otra actividad porque, como ya lo hemos dicho, somos totalmente 
incompatibles. Por todos estos fundamentos es que hoy acudimos a realizar esta presentación. 


Gracias por todo. 


SEÑORA GARICOITS.- El cargo de Fiscal Adjunto es adjunto a un despacho de un Fiscal Letrado 
Nacional. El Fiscal Letrado Nacional nos delega a nosotros todas las tareas que él no puede cumplir 
por falta de tiempo o porque en ese momento está cumpliendo otra tarea. Somos los que podemos ir al 
Tribunal en lugar del Fiscal Letrado Nacional cuando el Tribunal nos pide, ya sea Civil, Penal o el que 
sea. Cuando le piden a la Fiscalía que vaya a una audiencia de violencia doméstica o lo que sea, vamos 
nosotros. Si el Fiscal no puede, los Fiscales Adjuntos somos los únicos que tenemos la posibilidad de ir. 
Ellos nos invisten de la representación para que nosotros vayamos. Eso pasa en los Turnos. Como mis 
colegas, he ido a levantamiento de muertos, a inspecciones, etcétera; hacemos lo mismo que hace un 
Fiscal Letrado Nacional, porque él delega en nosotros. Somos como su mano derecha. Entonces, ha 
pasado que por distintas circunstancias hemos ido perdiendo la capacidad salarial y hoy tenemos una 
gran distancia con los Fiscales Letrados Nacionales 


Como les decíamos, tenemos las mismas incompatibilidades, no podemos ejercer comercio, industria, ni 
podemos ejercer la profesión; sólo podemos dar clases a nivel universitario y nada más. Hoy las mujeres ya 
no somos las amas de casa de antes; muchas de nosotras somos el único sostén de la familia y, además, 
tenemos esa gran responsabilidad. Muchas veces el Fiscal ni sabe -perdonen algunos colegas, pero es así- y 
nosotros somos quienes les decimos que pasó esto o está pasando lo otro y que en tal caso hay que hacer tal 
cosa. Creo que hemos aumentado nuestra responsabilidad en todos estos años. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Tienen estudios en cuanto al costeo de los artículos que proponen? Sabrán 
perfectamente bien las limitaciones desde el punto de vista constitucional que tiene el Parlamento en 
cuanto a originar gastos, pero conociendo el costeo, tal vez podríamos encontrar alguna solución. 


SEÑORA FERNÁNDEZ.- La estimación que hicimos y que vamos a dejarles es la reclamación de un 
20% del total del nominal del Fiscal Letrado Nacional, lo que asciende a $ 19.689, que multiplicado por 
38, que es el número de Fiscales Adjuntos, da una cifra mensual de $ 748.182. 


También les vamos a dejar un recibo de sueldo de un Fiscal Letrado Nacional y uno de un Fiscal Adjunto, 
para que vean el fundamento de las cifras que planteamos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión agradece vuestra presencia. 


(Se retira de Sala la delegación de Fiscales Letrados Adjuntos, Ministerio Público y Fiscal) 


(Ingresa a Sala la Asociación de Trabajadores del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social del Uruguay, 
AFMIT) 


La Comisión tiene el agrado de recibir al señor Álvaro Sánchez, Presidente de AFMIT; al señor 
Rodolfo Péndola, Secretario General, y al doctor Gustavo Terra, integrante de la Comisión Fiscal. 


SEÑOR PÉNDOLA.- Antes que nada, debo hacer dos precisiones. 


En primer lugar, por una confusión creímos que esta reunión se realizaría mañana a la hora 17 y 30; algunos 
compañeros del interior, que tenían algunos temas importantes para plantear, no pudieron venir. 


En segundo término, estoy con licencia por duelo, de modo que no se me hace muy fácil en este momento 
hacer uso de la palabra. 


AFMIT integra COFE y se adhiere en su totalidad a los planteamientos de COFE; no obstante, tenemos 
planteamientos de carácter particular. 


Al igual que COFE, solicitamos que, conforme a la Ley_N* 18.508 que creó el Consejo Superior de Salarios, 
se pueda negociar con la Administración y que los temas no vengan "digitados" para su simple aprobación, y 
se cree el ámbito real de negociación que establece esta norma. 


Por lo tanto, estamos de acuerdo con un horario de seis horas y de un salario de casi $ 14.000, con la tabla 
salarial, con el cobro de salario vacacional, con una canasta navideña de una y dos Prestaciones Básicas 
Contributivas y demás planteamientos de COFE. 


En lo que respecta a nuestro Ministerio, nuestra Directora General, la doctora Alejandra Varela, nos dijo que 
no habría reestructura, por lo menos, hasta dentro de dos años. Entonces, nuestras expectativas de una 
reestructura que beneficie a los funcionarios no se cumpliría. En primera instancia, la Directora General 
planteó que se tendría que hacer la reforma y luego se analizaría cómo llevar adelante la reestructura 
funcional. 


En cuanto al Inciso, en su oportunidad se presentó un proyecto al ex Ministro Bonomi para conmemorar el 
día del funcionario del Ministerio. Esta iniciativa fue presentada por Bonomi y creo que ahora está en 
Comisión, y establece el 31 de octubre como el Día del Funcionario del Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social. 


En este proyecto, que consta de un solo artículo, creo que correspondería agregar que ese día sería no 
laborable para los funcionarios del Ministerio, como lo es en general en aquellos organismos que 
conmemoran su día, por ejemplo, el Banco de Previsión Social. Este tema lo ampliará el Presidente de 
AFMIT, señor Álvaro Sánchez. 


Por otra parte, desde 1991 cobramos un tique alimentación, que se reajustaba cada tres o cuatro meses por 
IPC; su último ajuste fue en 2007 y quedó en $ 2.800 líquidos, canjeable por vales de mercadería o 
alimentación. El 12 de diciembre de 2008 se firmó un convenio con el entonces Ministro Jorge Bruni que 
decía que se elevaba al Consejo Superior de Negociaciones Colectivas de los Funcionarios Públicos los 
siguientes criterios, a efectos de ser presentados en la próxima Ley de Presupuesto, entre otros, la 
salarización de los tique alimentación sobre la base de mantener el valor actual, incrementado con el IPC de 
los años 2008, 2009 y 2010. Esto no se cumplió durante los años 2008, 2009 ni 2010. La solución que 
plantea la Directora General es salarizar los $ 2.800 líquidos, que el Montepío y el FONASA corran por 
cuenta del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social o del Ministerio de Economía y Finanzas y que el ajuste 
salarial para los funcionarios públicos empiece a regir a partir del 1” de enero. Es una solución a medias que 
no nos conforma. Si bien es algo, entendemos que debe cumplirse el convenio y solicitamos a la Comisión de 
Presupuestos integrada con la de Hacienda intervenga para que el señor Ministro Brenta acepte el acta que 
cité -la vamos a entregar a la Comisión, que establece que se debe incrementar con los años 2008, 2009 y 
2010. En cuanto al 2010 no habría problema, porque se incrementaría a partir de enero de 2011 con el 
aumento salarial, si es que se salariza. De cualquier manera, queda esta laguna dentro del planteamiento 
general y reclamamos en ese sentido porque entendemos que es justicia y es lo que firmó el entonces 
Ministro Bruni y Luis Álvarez en su condición de Director General del Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social el 12 de diciembre de 2008. 


También presentamos unos artículos específicos de prima por asiduidad, que creo que van a exceder el 
ámbito del Inciso 13, y el ascenso horizontal, para el caso de aquellos funcionarios que, luego de haber 
permanecido tres o cuatro años en un cargo, acceda al cargo siguiente, hasta un máximo de dos cargos, y ahí 
quedaría retenido. 


A su vez, tenemos problemas con los préstamos. Si no me equivoco, se otorgan préstamos a funcionarios 
públicos hasta un límite de cincuenta y ocho años y para pagar un máximo hasta sesenta y cinco años. En el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social se da un fenómeno, porque hay noventa personas que tienen más de 
sesenta y seis años y alrededor de ciento diez que tienen entre cincuenta y cinco y sesenta y cinco años. Es 
decir, hay doscientas personas penalizadas y no pueden acceder a estos préstamos. 


Hablamos con el señor Ministro Brenta, quien entendió nuestra posición y quedó en reunirse con Calloia y 
Murro para saber si se podía descontar a estos funcionarios del monto que percibirían por su jubilación. No 
sabemos si esta gestión tuvo consecuencias. En ese sentido, pido a los señores Representantes que busquen 
una solución para no penalizar a estos compañeros por el mero hecho de ser mayores de edad; al contrario: 
creo que debería buscarse una fórmula, quizás por un monto menor, para que no se vean perjudicados. 


Por otro lado, como en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social hay noventa personas que tienen más de 
sesenta y seis años y alrededor de ciento diez que tienen entre cincuenta y seis y sesenta y cinco años, 
pedimos la creación, como ya se hizo muchas veces, de un incentivo jubilatorio para que estas personas, que 


hoy no pueden irse porque la tasa de reemplazo es muy baja -estamos hablando de alrededor de un 54% del 
promedio de los últimos diez años o de los mejores veinte años%, no estén en esta especie de suplicio hasta 
los setenta años para lograr un mejor porcentaje. 


Nosotros planteamos un incentivo jubilatorio cuyo texto aún no está redactado porque, como expliqué al 
inicio, se cambió la fecha de asistencia a esta Comisión. Entendemos que si la Administración quiere 
modernizarse desde el punto de vista informático va a precisar gente muy joven, y creo que estos 
compañeros, por encima de los sesenta o sesenta y cinco años, no van a estar en condiciones de adaptarse a 
los nuevos sistemas que van a ser más ágiles en lo que respecta a los funcionarios públicos, que es diferente 
al de la Reforma del Estado. Esta última tiene que ver con la diferenciación de los Poderes, etcétera, y aquí 
estamos hablando de los funcionarios públicos y entendemos que es correcto lo que se planteó en cuanto a 
que la Sección II del Presupuesto se quite, para ser tratada más a fondo junto con COFE y las autoridades 
correspondientes. 


Quería que quedara constancia de esto en la versión taquigráfica, y agradezco que me hayan escuchado. 
SEÑOR SÁNCHEZ.- Voy a ser sintético y, si puedo, bien claro. 


En primer lugar, queremos volver a insistir en cuanto a que estamos molestos con la salarización del tique de 
alimentación que hizo la Administración del MTSS. Hace tres años que estamos con el mismo tique sin sufrir 
aumento por IPC. Como figura en un acta, habíamos acordado con el Ministro Bonomi que a partir de este 
año ese tique quedaba incrementado por los tres últimos IPC que no se habían cobrado. Cuando llegó el 
momento, se nos planteó que el ajuste iba a ser solamente por un IPC y que el resto queda perdido, corriendo 
por cuenta de ellos todos los demás impuestos. Nosotros queremos intentar -porque pensamos que es justo- 
que sí se salarice, lo cual vemos muy bien, pero que se incremente con los IPC de los años 2008 y 2009, que 
han quedado pendientes y por lo que vemos no los vamos a cobrar. Esa es una molestia muy grande para el 
sindicato, la consideramos una injusticia y creemos que tiene que ser reparada pronto por sentido común, 
porque hace tres años que tenemos los tiques congelados. 


Otro tema que consideramos muy importante y que habíamos acordado con el señor Ministro Bonomi, es el 
del día del funcionario del MTSS, que era el 31 de octubre, el día que se fundó AFMIT. En el período del 
señor Ministro Bonomi se redactó la ley -tengo una copia en mi poder- que determinó que ese día sería libre 
para todos nosotros, y contó con la firma del Presidente Vázquez. Es decir que habíamos llegado a un 
acuerdo con el Presidente. Cuando esto se consideró hace pocos días en Comisión, fue votado el día 
conmemorativo pero sin el día libre. Y lo que más me duele es que hubo Diputados como la señora Piñeyrúa, 
que fue Ministra nuestra, y resultó que terminó levantando su mano y votando no dejándonos el día libre, lo 
cual nos deja en una situación de inequidad frente a los demás días de los otros Ministerios, en que los 
funcionarios tienen libre mientras que nosotros debemos ir a trabajar. Comprendemos eso por la generación 
tremenda de días libres que hay, pero también entendemos que es justo, claro y realmente tiene sentido 
común que tengamos ese día libre, como lo tienen todos los demás empleados del resto de los Ministerios. 
Nos gustaría que se respetara lo que se firmó con el señor Ministro Bonomi y con el Presidente Vázquez en 
cuanto a que ese día es de asueto para los funcionarios del MT'SS. Eso es algo serio para nosotros porque hoy 
dicen una cosa y mañana lo borran. Lo mismo pasó con el tique: hoy dicen una cosa y mañana otra. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Berois Quinteros) 


También queremos plantear el tema de los funcionarios con contratos a término, que creo que han 
estado aquí el pasado viernes y nos sumamos al cien por cien de lo que plantearon esos compañeros. 
Tenemos cerca de ciento treinta compañeros en esa situación, que están trabajando muy bien, 
realizando una tarea muy importante y, sin embargo, perciben un salario de entre 


$ 9.000 y $ 11.000, lo que pensamos que es bastante bajo. 


Por último, queremos que quede constancia en la versión taquigráfica de que este sindicato, AFMIT, quiere 
formar parte de la reestructura que las autoridades de este Ministerio encaren para el futuro. No queremos ser 
meros espectadores, como ha pasado siempre y como sucedió con la DINAE. Queremos ser parte de esa 
herramienta fundamental que es la reestructura, que este Ministerio va a desarrollar. Es fundamental que el 
sindicato esté presente allí por todo lo que puede llegar a aportar. 


Podríamos hablar mucho más, pero queremos destacar estos tres temas que tienen que ver con el día del 
funcionario, el tique de alimentación -que fue mal salarizado, creo que en forma bastante injusta; quizás fue 
lo mejor que se pudo hacer pero no lo que se debió haber hecho%4, y ser parte de esta reestructura y que nos 
inviten a participar en ella. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ha quedado muy clara la exposición. 


Agradecemos la presencia de la delegación. 


(Se retiran de Sala los representantes de la Asociación de Funcionarios del Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social) 


(Ingresa a Sala una delegación de la Federación Nacional de Profesores de Enseñanza Secundaria) 


La Comisión tiene el agrado de recibir una delegación de la Federación Nacional de Profesores de 
Enseñanza Secundaria integrada por Walter Zunino, Presidente; José Olivera, Secretario de 
Relaciones Nacionales; Manuel Oroño, Secretario General, y Juan de Marsilio, Secretario de Prensa y 
Propaganda. 


SEÑOR OROÑO.- Buenas tardes y gracias por recibirnos en esta instancia. 


Teníamos intención de plantear el tema del Presupuesto en dos o tres capítulos de manera breve, 
centrándonos en algunos asuntos. 


En esta etapa de elaboración presupuestal y de discusión en la Cámara estamos ante dos Mensajes del Poder 
Ejecutivo y ante otro Mensaje del CODICEN de la ANEP. En tal sentido, quisiéramos hacer hincapié en los 
diferentes criterios de elaboración de ambos Mensajes. En el caso del CODICEN, nosotros participamos 
como sindicato y también estuvieron presente las Asambleas Técnico Docentes y demás actores de los 
Consejos Desconcentrados. Nosotros participamos en el Consejo de Educación Secundaria a la luz de 
comisiones presupuestales que instauró el CODICEN. En dichas comisiones impulsamos la elaboración de 
ciertas propuestas para tener en cuenta las necesidades del sistema educativo, en particular, la Educación 
Secundaria. 


Como verán, en muchos de los artículos, en la fundamentación y en la exposición de motivos del CODICEN 
se encuentran expresadas estas necesidades, con la característica de que entendemos que son diferentes y 
diametralmente opuestas a la concepción del Poder Ejecutivo en su propuesta para la educación. Siempre 
hemos planteado la necesidad de que el presupuesto se elabore con la participación de los involucrados. Esta 
no es una cuestión menor y hemos tenido experiencias en el pasado con la elaboración de propuestas 
educativas que no tuvieron la participación de los docentes ni de los trabajadores de la educación y que 
fracasaron en forma rotunda. Es por ello que hacemos hincapié en la importancia de que el Ente Autónomo 
ANEP -constitucionalmente establecido- pueda desarrollar la política educativa pública en el país de acuerdo 
con su real saber y entender, es decir, que pueda elaborar como corresponde el servicio de educación pública. 


Marcamos esta diferencia porque en el Mensaje del Poder Ejecutivo se establecen condiciones que para 
nosotros violentan la autonomía del Ente en el desarrollo de políticas educativas y también en la ejecución 
presupuestal, por supuesto. Una cosa son los controles establecidos en el país a través de los organismos 
correspondientes y otra cosa es que el Poder Ejecutivo, por encima del Ente Autónomo, esté diseñando, 
llevando adelante y controlando políticas educativas cuando no es su competencia. Por lo tanto, esta una 
primera diferencia conceptual importante para nosotros y que los señores legisladores deberán tener en 
cuenta en la futura discusión de este proyecto de ley. No es lo mismo que esto se haga desde un discurso, a 
que se expongan los hechos con argumentos; creo que en la fundamentación del CODICEN y de cada uno de 
los Consejos eso queda bastante claro. 


Reivindicar el principio de autonomía como especificidad del Ente es algo esencial para llevar adelante la 
educación pública, que no puede estar soslayada y mucho menos dirigida desde el Poder Ejecutivo. Esto 
dicho rápido parece un poco duro, pero es así en los hechos. Si ustedes vieron cómo se redactaron algunos 
artículos del Mensaje del Poder Ejecutivo, habrán advertido que se establecen condiciones para que las 


partidas otorgadas para varios rubros sean en efecto trasladadas a la ANEP a partir de 2012 o que hay ciertas 
limitaciones a la transposición de rubros, lo que provoca que otro organismo deba elevar un informe para que 
la ANEP pueda hacerlas, cuando no corresponde. 


Luego de esta primera aclaración, queremos decir que el presupuesto de la educación pública, en particular 
de Educación Secundaria, recibió un aumento importante en el Período anterior. Eso implicó una mayor 
cobertura, pero no en los niveles que todos deseamos. Está claro que hay indicadores importantes que 
establecen que casi dos terceras partes de los jóvenes culminan el Ciclo Básico y que una tercera parte 
termina el Bachillerato. Eso nos preocupa sobremanera. Más allá del discurso a instalar ante la opinión 
pública o de echar luz sobre los problemas de la educación secundaria -algo que no está mal, pensamos que 
eso debe ser refrendado a través del proyecto educativo y del presupuesto. No podemos continuar 
aumentando la cobertura, los rendimientos, etcétera, si en forma decidida no hacemos hincapié en la 
asignación de recursos, en particular, en dos aspectos claves; uno de ellos es la infraestructura. En especial, 
en Educación Secundaria hay una carencia enorme de aulas y liceos. El proyecto del CODICEN está bastante 
desmenuzado en lo que hace a Secundaria porque trabajamos mucho en tal sentido. En este momento una 
veintena de liceos nuevos y otra veintena de edificios nuevos no están en condiciones. Para nosotros es clave 
que eso pueda ser llevado adelante y ejecutado en estos años. Estamos hablando de mejorar en forma 
sustancial la planta física. 


En este momento, estamos trabajando con 283 liceos, incluidos los rurales, los centros integrados y séptimo, 
octavo y noveno grado, pero esto es insuficiente. Además, otra cantidad de liceos están en condiciones 
lamentables. Son liceos que no han recibido mantenimiento durante muchos años y que, por lo tanto, pierden 
espacios educativos. Hay casos emblemáticos como el Liceo de Playa Pascual -que trascendió al público- 
porque se inauguró bajo determinadas condiciones, pero con el correr de los años perdió la biblioteca, la Sala 
de Adscripción y la Sala de Profesores para acondicionar aulas. También perdió el espacio de usos múltiples, 
dividido por tabiques, para aulas. Entonces, estamos ante un liceo con doce aulas, pero seis son inventadas; 
además, no tiene otro espacio físico para que los estudiantes puedan desarrollar sus actividades. Esto termina 
en un hacinamiento y con la imposibilidad de desarrollar una labor educativa más o menos adecuada. Cito 
este caso porque el tema de la infraestructura es clave para nosotros. 


Otro tema que también tiene que ver con la infraestructura pero que rara vez se tiene en cuenta en los 
Presupuestos quinquenales refiere al mantenimiento de los liceos y a los suministros que se necesitan para 
funcionar. 


La ANEP tiene una planta física enorme, cuenta con más de cincuenta mil trabajadores y tiene más de 
setecientos mil estudiantes. No puede ser que esto no se tenga en cuenta para que el sistema funcione bien 
durante los cinco años. Por ejemplo, el nivel de suministros se mantiene constante y los recursos ni siquiera 
se han aumentado por IPC. Esto ha pasado siempre. La ANEP contempla este aspecto en su Mensaje y por 
eso hay una diferencia importante con el Poder Ejecutivo. También está el problema de mantenimiento. En 
cualquier casa o vivienda normal, donde viven de cuatro a seis personas, debería hacerse un mínimo 
mantenimiento; más aún en un liceo, donde hay de trescientas a más de mil personas. Sin embargo, no se 
pinta ni se repara nada en el correr de los años. Eso hace que la estructura caiga en algún momento y, 
después, para recuperar algo que está en esas condiciones realmente es mucho más difícil. Por eso decimos 
que hay que leer con atención algunas cosas que se establecen en el proyecto del CODICEN, que en estos 
momentos estamos apoyando porque tiene en cuenta las necesidades del sistema. 


El otro aspecto, que no se relaciona con infraestructura, pero sí con funcionamiento, hace a la creación de 
cargos. Reconocemos que en el Período anterior se crearon muchos cargos -de funcionarios administrativos, 
de servicio, horas docentes-, pero todavía estamos en niveles insuficientes. De ahí que el Consejo de 
Secundaria y el CODICEN solicitan unas partidas para la creación de cargos docentes y no docentes en 
cantidades necesarias, no solamente para los 20 nuevos liceos que se piden, sino para cubrir las carencias 
existentes en estos momentos. 


Para nosotros este tema va de la mano con otras políticas educativas que intenta desarrollar la Administración 
en algunas esferas, pero que después no son complementadas con esto. Un caso típico es la seguridad. Todos 
somos contestes en decir que hay problemas de seguridad en varias zonas y liceos, pero luego no tenemos las 
herramientas para atenderlos. Por ejemplo, el Consejo de Secundaria hace una solicitud expresa de algo que 
hace muchos años existió en los pocos liceos que había en el país, que son los porteros. Se solicita una 


cantidad importante de porteros; para nosotros es un vínculo esencial, el primero que tiene el liceo con los 
estudiantes y con la comunidad. También se solicitan adscriptos y horas docentes diferentes para atender no 
solamente las horas aula, sino las horas que los profesores puedan tener en el liceo para estar más tiempo. 


Indudablemente, esto también conllevaría, de aplicarse consistentemente, a una disminución de la cantidad de 
horas que los docentes están trabajando en distintos liceos, pudiendo concentrar sus horas en uno solo. 
Tenemos un porcentaje importante de profesores que trabajan en dos o tres liceos y un porcentaje bajo que 
trabaja en uno solo. Esto se extiende más si incluimos liceos públicos y privados. De ahí que sea importante y 
necesaria la creación de esas horas y cargos docentes. 


Para finalizar esta primera parte, quiero hacer hincapié en que el proyecto del Consejo Directivo Central se 
basa en la elaboración que hicieron los Desconcentrados con la participación de los docentes de los distintos 
organismos y sectores, no solo del sindicato, sino de otras áreas, como las Asambleas Técnico Docentes - 
también participó ahí el resto de los funcionarios-; institucionalmente se dispuso la participación de distintos 
sectores. De ahí que entendamos que para lograr una mejora sustancial en la educación media es necesario 
dotarla de las herramientas y los recursos acordes con esa gran tarea que tiene que llevar adelante. Si además, 
alrededor del 86% de los jóvenes -cerca de 300.000 estudiantes que van a UTU y Secundaria- que se están 
formando en enseñanza media concurren a la educación pública, la tarea es enorme y no se puede quedar 
solamente en la preocupación. Estamos muy preocupados todos, pero después, en los hechos y pasando raya, 
de aprobarse solamente las partidas que plantea el Poder Ejecutivo, estaríamos retrocediendo en la asignación 
del Período pasado y volviendo a asignaciones históricas que rondan el 3% del PBI en el mejor de los casos 
para la ANEP. Para nosotros esto sería muy grave. 


SEÑOR OLIVERA.- Vamos a referirnos brevemente a tres aspectos. 


El primero de ellos es el salario de los trabajadores de la educación. Nosotros venimos de un Período en que, 
en promedio, en el sector docente hubo un aumento real del 35% y otro algo superior en el sector no docente. 
Se partía de una base salarial bastante disminuida y de una conceptualización de parte de la anterior 
Administración de privilegiar estos salarios sumergidos. Tan es así que el anterior Consejo Directivo Central 
de la ANEP en su proyecto definía claramente como una línea de política educativa concreta el mejoramiento 
de los salarios de los trabajadores de la educación. Sin embargo, hoy, tanto el Mensaje del Poder Ejecutivo, 
como el proyecto de la ANEP, no hacen más que recoger una aspiración que, en líneas generales, está 
plasmada en una especie de preacuerdo que aún no ha sido asumido como acuerdo por parte de ningún 
sindicato en la órbita del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, y lo que allí se está planteando es 
mantener, básicamente, una situación histórica, que es que los salarios de los trabajadores de la educación 
continúen sumergidos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Solicito al señor Olivera que sea breve porque estamos pasados de tiempo. 
Puede continuar. 


SEÑOR OLIVERA.- Me parece importante que se tenga en cuenta que un funcionario 40 horas gana 
$ 10.030 nominales; un maestro, cuando ingresa por 20 horas, cobra $ 12.008, y un profesor del 
Segundo Ciclo -que es la categoría más cara- gana $ 12.364 nominales. Esta es la situación salarial al 
día de hoy y el planteo a futuro no mejora sustancialmente esta condición, máxime si tenemos en 
cuenta que el planteo que hace el Poder Ejecutivo en su Mensaje presupuestal ni siquiera respeta el 
preacuerdo trabajado en el ámbito de negociación colectiva. 


Luego también tenemos alguna inquietud con respecto al Mensaje del Poder Ejecutivo en lo que refiere a los 
ajustes salariales, esto es, al acompañamiento del salario del nivel inflacionario. Hay dos redacciones 
distintas, una establecida en el artículo 4* y otra en el artículo 712, que preocupa a los efectos de clarificar la 
situación. 


El segundo aspecto refiere básicamente al Capítulo H. En la propuesta original del Poder Ejecutivo, en los 
artículos 48 y 72, se manejan algunos conceptos sobre incompatibilidad en cuanto a tener más de dos 
relaciones funcionales con el Estado. Esto toca directamente a los trabajadores de la educación y en particular 
al sector docente. Esto ha sido modificado por la Oficina Nacional del Servicio Civil y la Oficina de 


Planeamiento y Presupuesto y hoy está contenido en los artículos 46 y 48. Y a nosotros nos preocupa la 
conceptualización de que efectivamente estén ejerciendo la docencia, porque tenemos muchos compañeros 
en el sector docente que no están trabajando en el aula, sino que están desarrollando tareas en la 
Administración -encomendadas muchas veces por esta— y que a su vez tienen otras funciones en otros 
organismos del Estado, que en el futuro se verían imposibilitados de ejercer en ambos casos. 


El tercer aspecto que nos interesa resaltar es lo establecido en el artículo 85 del Mensaje del Poder Ejecutivo 
sobre cuál va a ser efectivamente la presupuestación para el quinquenio, dado que allí se habla de que a partir 
de 2012 los incrementos presupuestales estarán en función de que se alcancen las metas establecidas de 
crecimiento para el país en el propio Presupuesto. Entonces, la pregunta es si estamos efectivamente ante un 
Presupuesto quinquenal real, para los próximos cinco años de planificación, o si estamos ante algo virtual, 
cuya aplicación va a depender del crecimiento económico que el propio Poder Ejecutivo detalla en el 
Mensaje enviado al Parlamento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Muchas gracias por haber concurrido. 


(Se retira de Sala la delegación de la Federación Nacional de Profesores de Enseñanza Secundaria) 


(Ingresa a Sala una delegación de la Mesa Nacional Coordinadora de Cajas de Auxilio y Seguros de 
Enfermedad) 


La Comisión da la bienvenida a la delegación de la Mesa Nacional Coordinadora de Cajas de 
Auxilio y Seguros de Enfermedad, integrada por su Presidente, Ruben Figueira, la señora María 
Raquel Pintos, el contador José Alves y el señor Nelson Rodríguez. 


SEÑOR FIGUEIRA.- Agradecemos a la Comisión por darnos esta posibilidad para manifestarnos. 


Hay que saber que aún no se ha solucionado el problema de las cajas de auxilio y que algunos sectores -el 
movimiento obrero y los médicos- continúan en negociaciones con el Poder Ejecutivo. 


SEÑOR ALVES.- Solicitamos concurrir ante esta Comisión que estudia el proyecto de ley de 
Presupuesto para el presente Período de Gobierno dado que algunos artículos propuestos contienen 
referencias a las cajas de auxilio o seguros convencionales de enfermedad, modificando las respectivas 
normas de la Ley_N” 18.083, Sistema Tributario, en lo referente al cómputo de las prestaciones por 
salud y enfermedad para el IRPF de los beneficiarios de los seguros convencionales. 


Nos referimos específicamente, en primer lugar, al artículo 744, que modifica el literal C) del artículo 2* del 
Título 7 del Texto Ordenado de 1996 y, en segundo término, al artículo 757 que agrega un inciso al 
artículo 30 del Título 7 del Texto Ordenado de 1996. 


Diversos analistas y consultores privados han interpretado que en caso de aprobarse tal como están los 
mencionados artículos incluidos en el proyecto de ley de Presupuesto, los beneficios otorgados por las Cajas 
de Auxilio o Seguros Convencionales exentos de IRPF serán únicamente los que coincidan con los que 
otorga el Fondo Nacional de Salud, FONASA. Esta interpretación se apoyaría, según entendemos, en que la 
nueva redacción del artículo 30 del Título 7 dada por el artículo 757 del proyecto, establece: "No constituirán 
rentas gravadas:- A) Las prestaciones de salud otorgadas por el Fondo Nacional de Salud (FONASA).- B) 
Las prestaciones de salud a que refiere el literal anterior, otorgadas por las Cajas de Auxilio o Seguros 
Convencionales [...].- C) Las prestaciones de salud otorgadas a los beneficiarios del sistema de cobertura del 
Servicio de Sanidad de las Fuerzas Armadas y del Servicio de Sanidad Policial. [...]". 


Notemos que el literal B) que exonera las prestaciones de las cajas de auxilio, dice "a que refiere el 

literal anterior", o sea, el literal A), que establece "Las prestaciones de salud otorgadas por el Fondo Nacional 
de Salud [...]". En tanto que el literal C), que refiere a los Servicios de Sanidad de las Fuerzas Armadas y de 
Sanidad Policial, dice: "Las prestaciones de salud [...]". 


De esa diferenciación se podría desprender que en el caso de las cajas de auxilio es más restrictiva la 
exoneración y solo comprende el equivalente al FONASA, o sea la cápita, en tanto que en el caso de las otras 


entidades se exonera toda la prestación, tanto la que se otorga al afiliado como a los demás integrantes del 
núcleo familiar. 


Las cajas de auxilio pagan cuotas mutuales por montos que se acuerdan según convenios colectivos, montos 
a los que se le agrega el IVA, con lo cual los valores que efectivamente se pagan al sistema mutual superan el 
promedio a la cápita del FONASA. 


Para despejar la duda de si lo exonerado es exclusivamente el valor de la cápita, proponemos que en ese 
artículo se quite la expresión "a que refiere el literal anterior", dejando una redacción similar a la del 
literal C), o sea que diga: "B) Las prestaciones de salud otorgadas por las Cajas de Auxilio o Seguros 
Convencionales (artículo 41 y 51 del Decreto-Ley N* 14.407, de 22 de julio de 1975). 


A su vez, el literal C) quedaría redactado de la siguiente forma: "Las prestaciones de salud otorgadas a los 
beneficiarios del sistema de cobertura del Servicio de Sanidad de las Fuerzas Armadas y del Servicio de 
Sanidad Policial. 


A su vez, el artículo 744 del proyecto sustituye al literal C) del artículo 2* del Título 7 del Texto Ordenado de 
1996, que quedaría redactado en los siguientes términos: "No se encuentran comprendidas las partidas 
correspondientes a los subsidios establecidos en el Decreto Ley_N* 15.180, de 20 de agosto de 1981 (seguro 
por desempleo), el Decreto Ley N” 14.407, de 22 de julio de 1975 (seguro por enfermedad), los artículos 11 y 
siguientes del Decreto-Ley N* 15.084 de 28 de noviembre de 1980 (subsidio por maternidad), y los Capítulos 
Il a V de la Ley N* 16.074, de 10 de octubre de 1989, de acuerdo con lo que establezca la reglamentación.- 
Tampoco se consideran rentas comprendidas, en las mismas condiciones, los subsidios de similar naturaleza 
servidos por el Servicio de Retiros y Pensiones de las Fuerzas Armadas, la Dirección Nacional de Asistencia 
Social Policial, la Caja de Jubilaciones y Pensiones Bancarias, la Caja de Jubilaciones y Pensiones de 
Profesionales Universitarios, o la Caja Notarial de Seguridad Social; ni las prestaciones otorgadas en el 
marco de la Ley N* 18.596, de 18 de setiembre de 2009". 


En esta redacción directamente no aparecen mencionadas las cajas de auxilio, y si bien el primer inciso no 
cambia la redacción original de la Ley_N? 18.083, la DGI interpretó que la totalidad de los subsidios 
otorgados por las cajas de auxilio no se encontraban comprendidos en el IRPF; esta interpretación ahora 
podría ser diferente dado que el segundo inciso -que se introduce ahora- contempla las demás instituciones de 
seguridad social que otorgan subsidios por enfermedad, aparte del BPS, y no dice nada con respecto a las 
cajas de auxilio. 


Entendemos conveniente que eso se especifique en la norma legal -no quedando librado a la interpretación de 
la administración fiscal- agregando que las prestaciones de similar naturaleza a las del Decreto-Ley 

N? 14.407, servidas por las cajas de auxilio, se encuentran entre las rentas no comprendidas, igual que las 
servidas por el Servicio de Retiros y Pensiones de las Fuerzas Armadas, la Dirección Nacional de Asistencia 
Social Policial, la Caja de Jubilaciones y Pensiones Bancarias, la Caja de Jubilaciones y Pensiones de 
Profesionales Universitarios, o la Caja Notarial de Seguridad Social; ni las prestaciones otorgadas en el 
marco de la Ley N* 18.596, de 18 de setiembre de 2009. Todas estas instituciones de seguridad social 
quedarían en un pie de igualdad en el tratamiento tributario. 


Proponemos agregar un inciso que se refiera a las cajas de auxilio, con lo cual la redacción final quedaría de 
la siguiente manera: "No se encuentran comprendidas las partidas correspondientes a los subsidios 
establecidos en el Decreto-Ley N” 15.180, de 20 de agosto de 1981 (seguro por desempleo), el Decreto-Ley 
N? 14.407, de 22 de julio de 1975 (seguro por enfermedad), [...] y quedaría igual, pero se agrega el siguiente 
inciso: "Tampoco se encuentran comprendidas las partidas correspondientes a los subsidios por enfermedad 
servidos por las Cajas de Auxilio y Seguros Convencionales de Enfermedad comprendidos en los 

Artículos 41 a 48 del Decreto-Ley N* 14.407, de 22 de Julio de 1975". 


El tercer inciso quedaría igual: "Tampoco se consideran rentas comprendidas, en las mismas condiciones, los 
subsidios de similar naturaleza servidos por el Servicio de Retiros y Pensiones de las Fuerzas Armadas, la 
Dirección Nacional de Asistencia Social Policial, la Caja de Jubilaciones y Pensiones Bancarias, la Caja de 
Jubilaciones y Pensiones de Profesionales Universitarios, o la Caja Notarial de Seguridad Social; ni las 
prestaciones otorgadas en el marco de la Ley_N* 18.596, de 18 de setiembre de 2009 ". 


Queremos agregar que los subsidios por enfermedad que actualmente otorgan las cajas de auxilio ya se 
encuentran en una situación más gravosa en cuanto a las aportaciones a la seguridad social, que los 
complementos que otorgan las empresas que no tienen cajas de auxilio a sus trabajadores por sobre el 
subsidio básico por enfermedad que paga el Banco de Previsión Social 


¿Por qué? Porque estos complementos de subsidio, pagados por una empresa que no tenga caja de auxilio, no 
aportan al BPS porque así lo dispone el segundo inciso del artículo 160 de la Ley_N? 16.713, en tanto todos 
los subsidios que pagan las cajas de auxilio se encuentran gravados porque así lo disponen los artículos 21 y 
22 del Decreto-Ley N* 14.407. 


Por lo tanto, de prosperar tal como vinieron estos artículos propuestos en el proyecto de ley de Presupuesto, 
las prestaciones pagadas por las cajas de auxilio se encontrarían gravadas por ambos tributos, IRPF y aportes 
al Banco de Previsión Social, situación en la que no se encuentra ninguna otra prestación de seguridad social. 


Finalmente, queremos referirnos a un artículo del proyecto que no solo afecta a los afiliados a cajas de 
auxilio, sino a los trabajadores de la actividad privada afiliados al Banco de Previsión Social. Concretamente 
nos referimos al artículo 45 del proyecto, que sustituye al artículo 12 de la Ley N* 16.104, de 23 de enero de 
1990, que reglamenta los plazos máximos de percepción del subsidio por enfermedad de los trabajadores 
estatales. Allí se dispone que los plazos máximos de percepción de las licencias por enfermedad serán de dos 
períodos de 18 meses, o sea a un total de 36 meses, antes de la destitución y el pasaje al BPS para que 
dictamine sobre si puede ampararse al instituto jubilatorio, en particular al subsidio transitorio por 
incapacidad parcial -artículo 22 de la Ley N* 16.713. 


Como todos sabemos, los trabajadores de la actividad privada tienen un régimen de percepción de subsidio 
por enfermedad que contempla dos períodos máximos de 12 meses, o sea, 24 meses como máximo en total. 
Pero como si esa discriminación no fuera suficiente, el décimo inciso del artículo 45 del proyecto propuesto 
dispone que en los casos en que el funcionario no tuviere derecho a percibir la jubilación, el BPS le servirá 
una indemnización equivalente a tantos sueldos de actividad como años de servicio hubiera tenido en la 
Administración. 


Esta situación privilegiada contrasta con el régimen previsto en el Decreto-Ley N” 14.407 -que no fue 
modificado desde 1975 a la fecha-, por el cual un trabajador de la actividad privada, al final de los plazos 
máximos de percepción del subsidio por enfermedad -24 meses- puede ser desvinculado de la empresa sin 
derecho a percibir la indemnización por despido, y si no se puede jubilar, porque no alcanza el baremo o por 
cualquier otra causa, no cuenta con ningún subsidio especial y se queda sin el trabajo y sin la jubilación. 


Muchas gracias. 


SEÑOR ABDALA.- En los próximos días la Comisión hará un nuevo análisis sobre las normas de la 
Sección II "Funcionarios". En ese sentido, hemos promovido -el señor Presidente de la Comisión, 
Diputado Ibarra, hizo acuerdo con nosotros- una nueva invitación a la Oficina Nacional del Servicio 
Civil. En ese contexto se inserta el artículo 45, sobre el que acaba de exponer su preocupación la 
delegación. 


SEÑOR FIGUEIRA.- Extraoficialmente, nosotros estamos en múltiples negociaciones con el Poder 
Ejecutivo y esperamos lograr algunos cambios necesarios para la continuidad de nuestras Cajas. Esto 
está muy difícil y en el marco de este Presupuesto está inserta la continuidad de nuestras Cajas. 
Consideramos que es así desde el punto de vista legal pero eso lo determinará la historia. Confiamos en 
el Parlamento donde hemos logrado un ámbito democrático al cual agradecemos la posibilidad de 
participar en todas las instancias. 


Solicito a los señores legisladores que traten esto como una cuestión de la patria. Ustedes juraron a la patria, 
no a determinadas corrientes de opinión a las que pertenecen y les decimos que los ojos de miles de 
uruguayos están mirando hacia este ámbito legislativo. 


Pedimos disculpas por las palabras que puedan estar fuera de contexto pero esta es una lucha dramática 
contra un Poder Ejecutivo que ha demostrado soberbia con mentiras continuas. 


Muchas gracias por este espacio. Quedamos a las órdenes para cualquier consulta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Esta Comisión ha tratado todos los temas con mucha responsabilidad, 
respetando la opinión de todos los integrantes. 


(Se retira de Sala la delegación de la Mesa Nacional Coordinadora de Cajas de Auxilio y Seguros de 
Enfermedad). 


(Ingresa a Sala una delegación de Funcionarios Excedentarios de la Administración de Ferrocarriles del 
Estado). 


SEÑOR PRESIDENTE.- Esta Comisión tiene mucho gusto en recibir a la delegación de Funcionarios 
Excedentarios de la Administración de Ferrocarriles del Estado integrada por los señores Rogelio 
Ferrao, Luder Núñez, Roberto Puglia, Tito Pérez, José Fontoura y Hermes dos Santos, y por los Ediles 
por el departamento de Paysandú, señores Julio Kniazev y Leonardo de Souza. 


SEÑOR PUGLIA.- Agradecemos la atención que nos están prestado y el tiempo que nos dedican. 
(Ocupa la Presidencia el señor Representante Ibarra) 
——Somos funcionarios redistribuidos de AFE a partir de 1985 y 1986 por la Ley N” 15.851. 


Nuestro reclamo se debe a que la ley no fue cumplida en su totalidad. Nosotros teníamos que haber sido 
redistribuidos con nuestros cargos y salarios en el lugar de destino pero no fue así, lo cual nos ha estado 
perjudicando desde el año en que fuimos redistribuidos. Tiempo después comenzamos a buscar soluciones 
pero las diferentes Administraciones han dado respuestas esquivas y no asumen la responsabilidad de una 
mala redistribución y aplicación de la ley. 


Desde 2006 los excedentarios de AFE nos reunimos para conseguir una solución a fin de paliar esta 
problemática, y con el apoyo de COFE redactamos un anteproyecto de ley por el que se resarcirían nuestros 
derechos. Contamos con la documentación necesaria respecto a todas las gestiones realizadas en estos años 
de trabajo y se la vamos a proporcionar. 


SEÑOR PÉREZ.- Reitero el agradecimiento a la Comisión. 


La ley dice claramente que el presupuesto que teníamos en AFE debía ser dado de baja y habilitado en el 
lugar donde íbamos a ser redistribuidos, pero eso no pasó. 


Entre los documentos que vamos a entregar hay un cronograma de 2006 en adelante donde figuran todas las 
Comisiones que hemos visitado para solicitar que corrijan esta situación que perjudica a un gran colectivo de 
funcionarios que están redistribuidos en todos los organismos. A tal fin, en el año 2008, con colaboración de 
la abogada de COFE elaboramos un anteproyecto que resolvería la situación, y también se adjunta. 


A partir de 2006, cuando nos agrupamos, resolvimos no ir directamente a la demanda legal para resolver el 
problema sino tratar de encontrar una solución en conjunto con el Gobierno porque nos parece lo más loable. 
Sin embargo, no hemos encontrado eco suficiente, ya que la responsable de este tema sería la Oficina 
Nacional del Servicio Civil que cada cinco años actualiza el personal; las personas que en su momento 
estuvieron durante el Gobierno anterior fueron trasladadas a otros lados. 


En 2007 mantuvimos una entrevista con el doctor Toma para solicitarle que se resolviera por la vía legal esta 
reparación. El doctor Toma nos decía que no era necesario legislar porque la ley todavía estaba vigente, por 
lo tanto había que hacerla cumplir. Habíamos estado en varias oportunidades discutiendo la instalación de las 
paritarias y su reglamentación. Esta reglamentación se demoró quince días, llegamos al mes de noviembre, y 
todos sabemos lo que pasa en el Uruguay de noviembre a marzo. En marzo, cuando intentamos restablecer la 
comunicación con el doctor Toma y el contador Mesa, que era Subdirector de la OPP, habían sido trasladados 
hacia otros organismos y nos quedamos sin la solución que veníamos laudando con ellos, que nos parecía la 
más acertada. Luego, a medida que fueron cambiando las autoridades, fueron tomando conocimiento de la 


situación. La Oficina Nacional del Servicio Civil dice que no tiene la información necesaria para resolver. Le 
habíamos hecho llegar una nómina -lograda por intermediación de la contadora Vernazza, Directora de 
Recursos Humanos de AFE- con los que estábamos en esta situación, que eran unos cuatro mil setecientos 
compañeros, pero no quiere decir que sea la totalidad. Ahí hay compañeros que fueron redistribuidos al 
Banco de Seguros del Estado, al BPS y a otros lugares, por lo que esos datos tienen que ser depurados en esa 
paritaria para encontrar una solución. 


Sabemos que ello es posible y estamos dispuestos a colaborar con toda la información que poseemos. Hemos 
estado mirando el plano de juicios legales que tiene este país y cada vez estamos más convencidos de que 
nuestra resolución de 2006, de no llegar a la demanda legal, está más alejada de concretarse, al no existir una 
respuesta contundente a este tema. 


Es sabido que en noviembre de 2008 la Suprema Corte de Justicia falló a favor del reclamo que estaban 
haciendo dieciocho compañeros de ANEP de Las Piedras, pero no se sabe cómo va a finalizar ese trámite. 
Nosotros proponemos que se instalen las paritarias; esas comisiones en cada uno de los organismos podrían 
resolver la situación. 


El tema es la adecuación presupuestal, y hoy estamos acá para pedir a esta Comisión que tome acción 
parlamentaria e interactúe con la Oficina Nacional del Servicio Civil para que se empiecen a formalizar los 
mecanismos que lleven a una solución. Este tema lleva un montón de años; nuestro desconocimiento de la 
parte jurídica ha motivado que pasara todo este tiempo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Tienen alguna propuesta concreta y su costo? 


SEÑOR ABDALA.- Quiero saber -probablemente haya sido dicho pero tal vez no presté atención- 
cuántos casos son a esta altura de las circunstancias. 


Por otro lado, también quiero saber si la delegación ha advertido que en el proyecto de propuesta 
presupuestal del Poder Ejecutivo viene una serie de normas sobre declaratoria de excedencia, la 
redistribución de los funcionarios públicos, etcétera. Francamente no lo he estudiado y no sé en qué medida 
puede afectar, para bien o para mal, la situación de ustedes. Simplemente los alerto porque supongo que es un 
aspecto que hay que analizar, obviamente, a través de los asesoramientos jurídicos. 


SEÑOR GOÑI ROMERO.- Es un tema bien complejo que conocemos, con el que tomamos contacto en 
el período anterior. Trabajamos en su momento con los Representantes salteños, y presentamos una 
propuesta en el Parlamento que tendía a un sistema de reparación un poco sui géneris, pero que en 
realidad hacía a la esencia de las cosas. Lo que planteamos fue que, en el momento de la jubilación, se 
les reconstruyera a cada uno de los redistribuidos, en función de mejor conveniencia, su carrera 
funcional y su aporte. El Estado no solo los estuvo perjudicando en el no pago, en el no cumplimiento 
de la ley, sino además en la historia laboral. Su jubilación sin duda se va a ver menguada en la medida 
en que los cómputos salariales mensuales son menores a los que hubiera correspondido. De manera 
que nosotros presentamos esa alternativa que creo debería evaluarse, ya que es una obligación del 
Gobierno encontrar una solución en la medida en que no cumplió con una ley que debió estar 
presupuestada. Yo parto del supuesto de que en su momento los cambios que allí se previeron 
quedaron presupuestados. De manera que si se gastaron los recursos que hubiera correspondido verter 
al BPS de los redistribuidos de AFE por menores partidas salariales en el organismo de destino, ahora 
se debería hacer el esfuerzo de volcarlos. Yo comprendo que pagar la diferencia a cada uno de los 
funcionarios, algunos quizás con quince o veinte años de distribuidos, le debe resultar bastante cuesta 
arriba a la sociedad uruguaya, pero nos parece de estricta justicia que por lo menos, al momento de su 
jubilación -seguramente ya varios estén jubilados-, se les considere esa situación. 


SEÑOR LIMA.- La consulta que quiero hacer tiene que ver con aquellos ex funcionarios de AFE 
redistribuidos, que se han jubilado, y en ese sentido habrían sufrido algún tipo de perjuicio. ¿Está 
cuantificada la cantidad de ex trabajadores que hoy día están jubilados? Se manejó la cifra de cuatro 
mil setecientos en total; no sé si ahí están incluidos también quienes ya se han jubilado. 


SEÑOR PUGLIA.- Quienes seguimos siendo perjudicados al día de hoy somos alrededor de cuatro mil 
setecientos. Con respecto a lo que preguntaba el Diputado, esa parte de la reforma del Estado no solo 
nos perjudica, sino que ahonda aún más el perjuicio que estamos sufriendo hasta el momento. Hace 
cuatro años que sabemos que se va a hacer esta reforma, y en vista de eso estamos tratando de 
conversar. Nos dirigimos en principio a la Oficina Nacional del Servicio Civil, a la OPP y al Ministerio 
de Economía y Finanzas para tratar de transar primero y que el perjuicio no sea aún mayor. Sabemos 
que la reforma actual va a perjudicar a algunos funcionarios, pero a nosotros nos va a perjudicar aún 
más. Por eso buscamos, por intermedio del diálogo, llegar a un consenso y a una solución antes de que 
se ponga en práctica la reforma del Estado. 


Con respecto a la otra pregunta, en el anteproyecto en el que hemos estado trabajando en estos cuatro años, 
tratamos de englobar a todos los funcionarios de AFE que fueron redistribuidos. Por su propio peso cayeron 
compañeros que fueron redistribuidos en el Banco de Seguros del Estado, en el Banco Hipotecario, etcétera, 
porque los salarios que percibían en ese otro lugar eran superiores, entonces no sufrieron perjuicios. ¿Qué 
pasó desde esos años hasta acá? El Estado siguió volcando a AFE nuestros salarios, los que tendríamos que 
haber cobrado en los lugares a los que íbamos y en 1993 hace una reestructura salarial. ¿Con qué dinero hizo 
la reestructura salarial? Con nuestros dineros. Los compañeros estaban ganando $ 826 de salario base y 
pasaron a cobrar $ 3.826. El Estado no votó ningún tipo de refuerzo para AFE. Eso es lo que nosotros 
estamos reclamando. Queremos consensuar. El anteproyecto buscaría englobar y paliar todos los daños que 
hemos estado sufriendo. 


En el anteproyecto también hay una reforma de la cédula jubilatoria para que los jubilados y las viudas de los 
compañeros que fueron jubilados y que están cobrando una pensión, pudieran percibir lo que les 
correspondió en vida, y lo que nos corresponde a todos. Creo que para el Estado hoy sería más conveniente 
consensuar y no recibir la avalancha de juicios de millones de dólares que se están viniendo, porque los 
compañeros ya no aceptan más demoras. Lo último que dijo la Suprema Corte de Justicia es que avala y 
refuerza lo que nosotros estamos pidiendo. La ley fue violada; el Estado no tiene un asidero válido como para 
decir que no hemos sido perjudicados. Ante todo queremos sentarnos a dialogar y consensuar. Por eso el 
compañero hablaba de instalar paritarias para poder acordar, en principio, con este anteproyecto que figura en 
la carpeta que les entregamos. 


Hace un par de meses estuvimos reunidos con la Comisión de Hacienda; inclusive hace un rato estuvimos 
conversando con su Presidente. La Oficina Nacional del Servicio Civil no brinda ningún tipo de información. 
Bajó un listado de todos nosotros con los lugares donde estamos trabajando, pero no aclara salarios, salarios 
perdidos, cómo fuimos adecuados desde que salimos de AFE al lugar al que fuimos; no hace ningún tipo de 
aclaración, y eso es lo que nosotros necesitamos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sin dudas, vuestro planteo es muy justo. Estamos en la Comisión de 
Presupuestos integrada con la de Hacienda. Nosotros tenemos nuestra limitación desde el punto de 
vista de los recursos. No sé si en definitiva ustedes tienen el costo de cuánto significa esta reparación 
que nosotros, por supuesto, como Comisión de Presupuestos no podemos abordar. Vamos a ser 
absolutamente claros en el tema: esto es para otro ámbito. Ustedes están negociando. Podrían visitar la 
Comisión de Legislación del Trabajo, que es el ámbito adecuado. Tampoco este es el lugar para 
plantear una reparación en cuanto a la jubilación. Quiero ser absolutamente transparente con lo que 
esta Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda puede hacer. No obstante, les vamos a 
pedir que nos dejen la documentación a fin de que cada señor legislador la considere en su 
oportunidad. 


Conozco perfectamente bien todo lo que ha pasado con AFE desde 1989 a la fecha, y conozco perfectamente 
bien lo que significó la aplicación del CEPRE, con los excedentarios, etcétera, pero tenemos que ser 
absolutamente honestos con ustedes en el sentido de que nos parece muy difícil que a través de esta Comisión 
se pueda solucionar el tema que, con justicia, ustedes están planteando. 


Por lo tanto, les ruego que nos dejen la documentación porque, como ustedes vieron, tenemos varias 
delegaciones esperando. 


SEÑOR PÉREZ.- Lástima que nos quedamos sin tiempo, porque me gustaría responder un poco más 
en profundidad la pregunta del señor Diputado Abdala. 


Lo que pretendemos de la Comisión no es que resuelva económicamente ningún tema, pero sí creemos que 
puede articular, por el medio legislativo, para que la Oficina Nacional del Servicio Civil cumpla el rol para el 
que fue creada en 1985: la adecuación presupuestal. Hay una Comisión de Adecuación Presupuestal que no 
está funcionando, por lo menos en nuestro caso. Creemos que esta Comisión puede articular para que eso se 
ponga en funcionamiento. 


Instamos a la instalación de las paritarias en cada uno de los organismos, ya que solicitamos a la Oficina 
Nacional del Servicio Civil que gestionara un pedido de informes de cada uno de nosotros en los distintos 
organismos, pero lo hizo muy vagamente puesto que solo sabemos de números. Se trata de un informe de tres 
mil ochocientos compañeros que fueron redistribuidos, pero el informe no explica en su totalidad lo que 
estábamos pidiendo: la fecha de ingreso, egreso, cómo se hizo la adecuación presupuestal, etcétera; no se 
olviden de que en enero de 2008 el Gobierno anterior aprobó la Ley N* 18.046, por la cual presupuesta a 
todos los contratados permanentes. La gran mayoría de los ferroviarios que fuimos redistribuidos recién 
comenzamos a estar presupuestados más de veinte años después. Esa es nuestra solicitud. 


Una de las cosas que habíamos estado discutiendo era dar participación a la OIT para que intermediara en 
este tema. Lo iremos a resolver como lo hemos hecho siempre, en las regionales, para que trate de interactuar 
con nosotros a fin de resolver este tema. 


La violación total de los derechos de los trabajadores de AFE es indiscutible y reconocida en otras Cámaras, 
en el Gobierno anterior, y en la misma Oficina Nacional del Servicio Civil. Por lo tanto, la solicitud está 
hecha y esperamos alguna respuesta favorable en la reinstauración de la Oficina Nacional del Servicio Civil, 
que es -creemos nosotros- la responsable del tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda agradece vuestra 
presencia. 


(Se retira de Sala la delegación de funcionarios excedentarios de la Administración de Ferrocarriles del 
Estado) 


(Ingresan a Sala ex trabajadores de las Represas de Salto Grande y Palmar, y asesores) 


La Comisión tiene el gusto de recibir a la señora María Prado y a los señores Nebel Pereira, 
Benjamín Moreira, Miguel Angel Mazzoleni, Wilson Niz, Francisco Fernández, Ricardo Lazo y Henry 
Coronel, ex trabajadores de las Represas de Salto Grande y Palmar, y a su asesor, doctor Echeverrito. 


SEÑOR NIZ.- En primer lugar, debo informar que el 10 de julio se realizó una asamblea en el Club 
Nacional de Fútbol de Salto, y a raíz de que los compañeros que integraban la comisión anterior que 
estaba trabajando en este tema no pudieron continuar por problemas de salud, se formó un nuevo 
grupo de trabajo para seguir adelante, reivindicando nuestros derechos. Lo integran aproximadamente 
quince compañeros. 


Queremos sensibilizar a la Comisión, y para ello realizamos un resumen de la historia del grupo de trabajo, 
que empezó su tarea en 2006. 


De abril a junio de 2006 se hicieron los primeros contactos por carta y nota con Representantes por el 
departamento y con líderes de bancadas de la Junta Departamental. 


De enero a junio de 2007 se solicitó audiencia al señor Ernesto Murro, Presidente del Banco de Previsión 
Social y a la Comisión de Legislación del Trabajo de la Cámara de Representantes, y se cursaron cartas de 
reclamo al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 


Entre julio y diciembre, nos recibió la Comisión de Legislación del Trabajo, que presidía en aquel momento 
la señora Diputada Ivonne Passada; el señor Murro, Presidente del Banco de Previsión Social, y la Comisión 


de Seguridad Social de la Cámara de Representantes. A su vez, se envió documentación al Banco de 
Previsión Social, al señor Ministro Bonomi y a otros. 


Entre abril a junio de 2008, se enviaron otros documentos a varias dependencias estatales: Banco de 
Previsión Social, Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, y otros. En agosto, el señor Diputado Barreiro 
presentó una minuta de comunicación en la Cámara de Representantes, que se aprueba por mayoría y se pasa 
al Poder Ejecutivo. 


El 15 de agosto de 2008, se solicita audiencia a la Comisión de Seguridad Social de la Cámara de Diputados. 
En octubre, se presenta en Salto el Presidente del Banco de Previsión Social, Ernesto Murro, con un 
numeroso grupo de asesores; da fechas por ajustes de jubilaciones y beneficios por Ley_N* 18.355. Los 
haberes no estaban correctamente liquidados, situación que fue corregida, y algunos compañeros trabajadores 
de la construcción fueron beneficiados con el aumento de sus jubilaciones por esta ley. 


En diciembre nos atendió la Comisión de Legislación del Trabajo de la Cámara de Diputados. 


En setiembre de 2009 la Comisión de Legislación del Trabajo trata el tema y se discute un proyecto de ley 
presentado por los señores Diputados Goñi Romero, Asqueta Sóñora, Mañana y Novales. Se aprueba una 
minuta de comunicación y junto con el proyecto de ley se eleva al Poder Ejecutivo, recomendándose que 
fuera tenido en cuenta el proyecto. 


En noviembre, se cursa carta al Presidente de la República, doctor Tabaré Vázquez, en la que se solicita se 
apruebe una ley de amparo, y que se expidiera a la mayor brevedad posible. El Presidente contesta, 
adjuntando informe del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, con un costo estimado en millones de 
dólares. 


En enero de 2010, se envía otra carta al doctor Vázquez en la que se realizan algunas aclaraciones. En marzo, 
se concurre a la citación de la Secretaría de la Presidencia, donde fuimos recibidos por la doctora Beatriz 
Scala -asesora en materia laboral del Presidente Mujica-, quien solicita documentación y también sesenta días 
para expedirse. 


En abril, es entrevistada en Salto la Senadora Topolansky, quien se interesa en el tema, pero no contesta. 


En mayo, la doctora Scala contesta al señor Aplanalp -que integraba el grupo anterior que trabajaba en este 
tema, y no puede seguir por razones de salud-; dice que lo solicitado es justo y le asiste derecho, pero aduce 
que no hay fondos para atender el reclamo. 


Este es un "racconto" de la tarea realizada por el grupo liderado por Ruben Layes, pero en esa asamblea que 
mencioné al principio, se decidió integrar un nuevo grupo de trabajo que se encarga de llevar adelante las 
gestiones y de reivindicar los reclamos de los ex trabajadores de Salto Grande, porque los compañeros 
trabajadores de otras nacionalidades -argentinos, bolivianos e, inclusive, uruguayos, pero con documentación 
argentina- cobraron despidos y otros beneficios, como, por ejemplo, los francos compensatorios y liquidación 
de licencia y aguinaldo en base a horas trabajadas reales y no sobre cuarenta y cuatro horas semanales. Esta 
situación tiene que regularizarse. 


El grupo anterior recopiló información, datos, etcétera. El proyecto presentado por el señor Diputado Goñi 
Romero, vinculado con los 2.568 ex trabajadores de Salto Grande, se basa en Prestaciones Básicas 
Contributivas, equivalentes a $ 2.355 cada una, por lo que cada trabajador tendría que cobrar $ 7.065 en un 
mes, y en un año $ 84.780. 


Nuestra misión es sensibilizar a esta Comisión, enterarla de nuestro planteamiento y de nuestra lucha. 
Información hay, porque se nos ha pedido que no mandáramos más, ya que había suficiente como para tomar 
una decisión. 


Aspiramos a que esta Comisión nos entienda y pueda expedirse favorablemente ante el Poder Ejecutivo, 
después de que analice nuestros planteamientos. 


SEÑOR ECHEVERRITO.- Quiero aclarar que este grupo no solo representa a los trabajadores que 
tuvieron oportunidad de trabajar en las obras de la represa de Salto Grande y obras conexas, sino 


también a los de la represa de Palmar y obras conexas. Estamos hablando de más de 1.700 
trabajadores que están en igual situación jurídica que las personas que integraban la plantilla de la 
obra de Salto Grande. Con respecto al posible análisis jurídico, que no es tema de esta reunión, 
debemos considerar que hubo dos o tres decretos del gobierno de facto que cercenaron la posibilidad 
en forma expresa del cobro de todo tipo de indemnizaciones, especialmente, para trabajadores en esta 
circunstancia. Es un antecedente legislativo penoso que, de alguna manera, limita el cobro de esos 
haberes. 


Entendemos que nuestra finalidad al concurrir a esta Comisión, además de despertar la sensibilidad de sus 
integrantes con respecto al grupo de trabajadores, es destacar la magnitud de la política de otros tiempos, que 
ha cercenado estos derechos que, de una forma u otra, integran los inherentes al ser humano. 


Por lo tanto, adhiero al petitorio realizado por el compañero que me antecedió en uso de la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Como ustedes saben, disponemos de quince minutos por delegación. Este es 
un tema que conocemos porque votamos la minuta de comunicación del 3 de setiembre de 2009 y, por 
supuesto, estamos al tanto de la propuesta que hicieron varios legisladores del Partido Nacional, pero 
les ruego que cumplamos con el tiempo porque esta Comisión no es la que les va a solucionar el tema - 
en eso debemos ser muy honestos-, más allá de que siempre es bueno que los señores legisladores 
tengan conocimiento de determinadas inequidades. Esta es la Comisión de Presupuestos integrada con 
la de Hacienda, y no tiene recursos suficientes como para atender vuestra situación, más allá de los 
planteos que se puedan realizar. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Un escritor nuestro, Mario Benedetti, en un contexto global, manifestaba que 
"El sur también existe", queriendo dar a conocer a la opulenta sociedad del norte que hay otra 
sociedad a la que también hay que atender. Si tomamos las palabras de Mario Benedetti y las bajamos 
a la realidad de nuestro país, deberíamos decir al centralismo de la capital: "El norte también existe". 


Como expresaba mi compañero, el gobierno de facto cercenó nuestros derechos, y han transcurrido 
veinticinco años de democracia pero los Gobiernos que nunca reconocieron las necesidades que existen en el 
norte y siempre han pateado el tema para adelante. El norte también existe, señores. 


Es un dolor muy grande -le pido disculpas, señor Presidente, pero lo voy a manifestar- comprobar que hoy, 
cuando vinimos temprano, a las 11 y 30, la Comisión estaba llena de Diputados, pero ahora quedan los 
rezagados, los que quizás estén interesados en el tema; los demás se fueron. ¿Dónde están esos señores 
Diputados que trabajan en la Comisión? Lo ignoramos. 


Eduardo Galeano, otro escritor nuestro, hace más de cincuenta años escribió un libro que se llama "Las venas 
abiertas de América Latina". Pero Eduardo Galeano no quiso hablar ni de Bolivia, ni de Perú, ni de 
Colombia; quiso hablar de nuestro país, del Uruguay profundo, que tiene situaciones muy concretas. Y 
nosotros, a quinientos kilómetros de la capital, estamos en el Uruguay profundo. Hay una vena abierta de 
América Latina en Salto Grande, que desde 1979 se está desangrando, con compañeros que se están yendo - 
el 30% ya ha fallecido-; y, lamentablemente, Gobiernos de la democracia -otros Gobiernos no los elegimos, 
pero los de la democracia sí- han sido clavos duros para ver el norte y la necesidad de este reclamo de esa 
parte de América Latina que se está desangrando. 


Nosotros no venimos a exigir nada ni tampoco venimos a mendigar. Simplemente, venimos a pedir apoyo a 
un derecho generado por ley. Se trata de un trabajo nuestro que está ahí, que se está viendo. Nosotros hicimos 
la represa de Salto Grande; no hicimos -con todo respeto lo decimos, porque el héroe se merece eso y mucho 
más- el monumento ecuestre más grande de América Latina, el de Artigas -situado en el antes llamado Cerro 
del Arbolito, en Minas-, que no genera nada al país. La represa de Salto Grande está generando 

US$ 100:000.000 anuales al país. 


El departamento de Salto pierde por año US$ 7:000.000 por la represa; eso jamás, desde 1979 hasta hoy, fue 
reconocido. Como decía, nosotros estamos reclamando por un derecho generado por ley, pero jamás se nos 
reconoció; han pateado el tema para adelante y nunca ha pasado nada. Por lo tanto, lo que nosotros venimos a 
solicitar y a pedir a ustedes, señores integrantes de esta Comisión, señor Presidente -con todo respeto lo 
decimos-, es, simplemente, que si consideran que este derecho es justo, lo apoyen y le digan al clavo duro del 


sexto Gobierno de la democracia que el norte también existe, que hay una vena abierta y que hay posibilidad 
de sacar recursos de Salto Grande; nosotros no venimos a pedir recursos de otro lado, porque ahí se está 
generando dinero. 


El 60% de la energía eléctrica que nos está iluminando en este momento viene de Salto Grande. Reitero que 
Salto Grande aporta US$ 100:000.000 al país. Esa es la realidad que hicimos nosotros. 


Un francés decía que para hundir un clavo se necesitan varios martillazos, y hace rato que estamos 
martillando. Esperemos que ustedes se unan a nosotros para que también se pueda hundir este clavo duro del 
Poder Ejecutivo, que ni siquiera mandó una coma o un párrafo en la ley madre de Presupuesto hacia el Poder 
Legislativo. 


Solo nos resta agradecerles; perdonen si me fui en alguna palabra, pero hay cosas que uno tiene que 
manifestarlas en el lugar que pensamos que están nuestros Representantes, porque antes que obedecer al 
centralismo de la capital, sea cual fuere su Partido, ustedes son nuestros Representantes; son elegidos por la 
gente de su departamento, y a ellos deben defender. Nosotros creemos en ustedes: por favor, no nos 
defrauden. 


SEÑOR GOÑI ROMERO.- No voy a ir al fondo de la cuestión, que creo que no está en discusión; 
además, lo han explicitado muy bien los integrantes de la delegación. 


Esto puede ser incluido en la ley; tendríamos varias alternativas. Una es recoger este proyecto, que, 
simplemente, autoriza al Poder Ejecutivo a gastar; no lo estamos obligando ni podemos hacerlo, lo sabemos, 
pero lo podemos autorizar. 


Hace unos años presentamos un proyecto de ley por el que exonerábamos de impuestos a las naftas de 
frontera; ese proyecto -obviamente, desde el Poder Legislativo tampoco podíamos obligar al Ejecutivo a 
exonerar de impuestos— fue recogido en la Ley de Reforma Tributaria y, finalmente, vía decreto, el Poder 
Ejecutivo lo está aplicando; usa la ley que aquí aprobamos sin iniciativa del Poder Ejecutivo para exonerar. 
En esa oportunidad, lo autorizamos, de manera que lo podríamos autorizar acá. 


Además, señor Presidente, podríamos considerar una alternativa. Este proyecto prevé la creación de una 
comisión a nivel del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social para que analice y estudie caso a caso. ¿Por 
qué digo esto? Porque este Parlamento, dos veces en el Período anterior, elevó una minuta de comunicación 
dando el visto bueno al requerimiento que nos plantea esta delegación. Quiere decir que, por lo menos en el 
período anterior, el Parlamento expresó, por unanimidad y en dos ocasiones, su voluntad de trabajar sobre 
una iniciativa que el Poder Ejecutivo enviara. Creo que ya es hora de que el Parlamento dé un mensaje claro 
y apruebe una ley; no obligamos al Poder Ejecutivo. En el peor de los casos, podríamos aprobar la creación 
de la Comisión para que deslinde el tema, lo analice, y quede claro el antecedente legal de que hay que 
solucionar esta cuestión. Son alternativas que podríamos incluir en este proyecto de ley y que no alteraría el 
Presupuesto enviado por el Poder Ejecutivo. 


SEÑOR LIMA.- Quisiera saber si hay algún estimativo del costo que tendría esta reparación, y si se 
incluye en el material que se nos entregó. 


SEÑOR CORONEL.- Según nuestros estimativos, la cantidad de obreros de Salto Grande asciende a 
2.568; esta es la última estimación que tenemos luego de un relevamiento caso a caso, trabajo que fue 
aprobado por el Director Murro del BPS. La cantidad de obreros de las obras conexas es de 1927, y 
por la obra de Palmar, son2,718. 


Según el proyecto elaborado por el señor Diputado Goñi Romero, hay nóminas estimativas. La reparación 
por Salto Grande ascendería a $ 635:117.760; la cifra correspondiente a las obras conexas es de 

$ 285:951.384, y la obra de Palmar representaría $ 297:427.032. Estas son las cifras estimativas, 
considerando la base de prestaciones del proyecto de ley elaborado por el señor Diputado. 


Quiero agregar que en una audiencia anterior con la Comisión de Legislación del Trabajo pedimos apoyo. 
Hace mucho tiempo que venimos reclamando esto porque, lamentablemente, la dictadura nos quitó de un 


plumazo un derecho generado por ley. Hace unos días festejamos el 25 aniversario de la democracia; 
esperamos que esta democracia apoye a 6.213obreros. 


SEÑOR PRESIDENTE. Sin duda, la Comisión y el Parlamento Nacional van a seguir considerando el 
tema. Como han visto, se han presentado proyectos de ley y se han enviado minutas de Comunicación 
al Poder Ejecutivo en dos oportunidades. 


Agradecemos vuestra presencia. 
(Se retira de Sala la delegación de ex trabajadores de Salto Grande y Palmar) 
(Ocupa la Presidencia el señor Representante Berois) 


(Ingresa a Sala una delegación de la Liga de Defensa Social) 


La Comisión tiene el agrado de recibir al señor Raúl Plorutti y a las señoras Irma Brochini y Luz 
Marina Mazzolini. 


SEÑOR PLORUTTI.- Queremos plantear ante esta Comisión una necesidad de nuestra Liga. 


Nuestra Liga fue fundada el 17 de agosto de 1940 y tiene setenta años de existencia. A su cargo está el Hogar 
de Niños "General Artigas", en la ciudad de Dolores, que fue fundado el 19 de abril de 1942. Allí se atiende a 
entre veinte y veinticinco niños, todos de contexto crítico, derivados en su mayoría por el Poder Judicial. 
También quiero destacar el Hogar de Ancianos "Manuel Souto", que fue fundado el 20 de junio de 1948. 


Nuestra institución es sin fines de lucro y tiene su sostén en la población de Dolores. En sus inicios, contaba 
con la buena voluntad de productores y comerciantes y el apoyo de la masa social. En este momento, hay 
alrededor de trescientos socios, quienes pagan una cuota testimonial de $ 20. 


En el Hogar de Ancianos "Manuel Souto" hay doce funcionarios, y en el Hogar de Niños, ocho. Eso implica 
un gran presupuesto que, en la actualidad, se solventa en base a una rifa que realizamos anualmente, con la 
característica de que se puede pagar en cuotas mensuales. En esta oportunidad, la hicimos solo de 7 cuotas, 
porque los integrantes de la Comisión Directiva somos personas de bastante edad y se nos hace difícil, tanto 
la colocación de la rifa, como el cobro de la cuota mensual. Hace años vendíamos alrededor de 2.000 
números, pero en los últimos tres años la venta se ha ido reduciendo. Este año vendimos solo 650 números, 
que cuestan entre $ 1.200 y $ 1.300. Con esos fondos se solventan los gastos del Hogar de Niños y del Hogar 
de Ancianos. 


El problema es que cada vez se nos hace más difícil y, tal vez por una cuestión generacional, se nos complica 
para conseguir jóvenes con nuevas ideas que integren la Comisión Directiva de la Liga y de los Comités de 
Protección al Niño y de Protección al Anciano, que son los que se encargan de las necesidades diarias de cada 
uno de los hogares. 


La principal erogación que tiene la Liga de Defensa Social es con el Hogar de Niños, que no cuenta con 
ningún ingreso. En cuanto al Hogar de Ancianos, ellos aportan un 80% de su jubilación que prácticamente 
cubre los gastos, salvo excepciones, como cuando se paga aguinaldo o algún otro gasto extraordinario, en que 
se recurre a la Liga. 


La venta de la rifa se desarrolla de abril a octubre, y esa es la entrada de la Liga, pero después, tenemos que 
pasar varios meses sin ingresos. A fin de año rifamos un canastón de mercaderías que nos cubre 
aproximadamente un mes de nuestro presupuesto. 


Hace un tiempo, por medio de un artículo periodístico, nos enteramos de que el señor Diputado Novales 
estaba haciendo gestiones ante una Comisión del Parlamento para solicitar ayuda para el Hogar de Ancianos 
de la ciudad de Mercedes. A su vez, el señor Diputado Arregui me dijo que esta Comisión era proclive a 
tomar posición en cuanto a los pedidos que se hicieran de ayuda o subsidios con entidades sin fines de lucro. 
Por este motivo hemos solicitado esta audiencia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Inciso 21 del Presupuesto nacional, Subsidios y Subvenciones, es como una 
retribución que el Estado otorga a todas las asociaciones que hacen un apoyo social importante a la 
comunidad. Gran parte de ese monto viene determinado por el Poder Ejecutivo, pero este atribuye al 
Parlamento una partida de $ 10:000.000 para extender la ayuda de este Inciso a las instituciones que 
consideremos, que ya son varias. Con mucho gusto vamos a tomar el material que nos entreguen. 


SEÑOR PLORUTTI.- También hemos traído los estatutos de la Liga para que ustedes corroboren que 
existimos. 


SEÑOR PÉREZ GONZÁLEZ.- Hay una Subcomisión de esta Comisión que analiza específicamente 
cada una de las solicitudes realizadas para distribuir el monto que ha mencionado el señor Presidente. 
De todas maneras, es necesario que cada una de estas organizaciones venga avalada por el Ministerio 
respectivo. En el caso de ustedes creo que tendrían que acudir al Ministerio de Salud Pública y al 
INAU. Quizás pueden hacer alguna gestión con el Director de Salud Pública del Hospital de Dolores 
para que les indique cómo lograr las autoridades del Ministerio estudien su situación. Seguramente el 
propio Director puede expresar claramente la necesidad de que ese Hogar siga funcionando y que la 
obra realizada por la institución que ustedes presiden amerita el apoyo desde el punto de vista 
económico. 


De la misma manera deben actuar ante el INAU, dirigiéndose a su Presidente, el doctor Salsamendi, o a 
través de alguna de sus instituciones que haya en Dolores, solicitando un aval de cuál es la actividad que 
ustedes desarrollan. 


De esa manera la Subcomisión va a tener más posibilidades de tomar una decisión. Igualmente, eso no 
significa que los recursos estén asegurados, pero sí permite que la institución se pueda tener en cuenta. 


SEÑOR PLORUTTI.- La Liga de Defensa Social desde hace unos años que tiene un convenio con el 
INAU para el funcionamiento del Club de Niños Palomitas, ubicado en el local donde está radicado el 
Hogar de Niños "General Artigas", de Dolores. La Liga facilita el local y sus instalaciones y el INAU 
colabora monetariamente con una partida que no recuerdo exactamente a cuánto asciende, pero se 
destina exclusivamente para el funcionamiento del mencionado club de niños, que es independiente del 
Hogar de Niños. Al Hogar de Niños ingresan menores derivados por el Poder Judicial, niños con 
problemas de familia. Y se está conversando con el INAU sobre esos temas, pero mientras tantos 
tenemos que seguir funcionado, aunque cada vez nos resulta más difícil hacer frente a todas las 
necesidades que se plantean. 


SEÑOR PÉREZ GONZÁLEZ.- Los dos informes que he sugerido son necesarios para que la 
Subcomisión pueda analizar su situación. Necesariamente la Liga de Defensa Social debe solicitar al 
INAU un informe en que se diga qué es lo que están haciendo ustedes y que vería favorablemente la 
posibilidad de que reciban apoyo económico. Más allá de lo que se hizo hasta ahora, con eso ustedes 
irían a más, pero el INAU debe respaldarlos porque de lo contrario en esta Comisión no tendríamos 
posibilidades de considerarlo. 


SEÑOR ABDALA.- Quisiera saber a cuántas personas atiende o contempla esta organización social. 
Este dato me parece relevante para analizar estos planteos. 


SEÑOR PLORUTTI.- En el Hogar de Ancianos se atienden a 27 internados, que aportan el 80% de su 
asignación mensual, tal como se hace en los 83 Hogares de Ancianos sin fines de lucro que hay en el 
país, que están nucleados en una Asociación en formación. 


La Liga de Defensa Social tiene la custodia para que esos hogares funcionen, y lo hace con los fondos que se 
necesitan además del aporte que hacen los internos. 


Allá funcionan unos cuantos mal llamados hogares de ancianos, que son geriátricos, casa de salud o 
similares, que funcionan con fines de lucro. Los internos se ven obligados a sacar créditos en los bancos -hay 
varios antecedentes en Dolores-, actividad prohibida en el Hogar de Ancianos "Andrés Souto". 


Muchas veces se recibe a un anciano en el hogar y su familia prácticamente se desentiende de él. Se trata de 
que sus familiares no se aprovechen de la situación del anciano porque, en definitiva, él está pagando su 
estadía en el Hogar. 


En el Hogar de Niños la situación es diferente porque no tenemos ningún tipo de entrada, a lo sumo alguna 
asignación familiar que pueda percibir alguno de los niños. 


Hay 20 empleados -tal vez un poco más-, veinte familias, que dependen de la buena marcha de nuestra 
institución y los pueda seguir atendiendo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de la delegación de la Liga de Defensa Nacional, a 
quien reiteramos que sería bueno que nos hicieran llegar los informes de parte de las autoridades del 
Ministerio de Salud Pública y del INAU, avalando la función que está realizando. 


SEÑOR PLORUTTI.- Dejamos nuestro planteo y los Estatutos de nuestra Liga para que los señores 
Diputados puedan ver que estamos con todas las de la ley. 


Gracias por recibirnos. 
(Se retira de Sala la delegación de la Liga de Defensa Nacional) 


(Ingresa a Sala una delegación de la FEUU, AFFUR, ADUR, UTHC e Intergremial Universitaria) 


La Comisión da la bienvenida a la delegación de la FEUU, AFFUR, ADUR, UTHC e Intergremial 
Universitaria integrada por las señoras Cristina Díaz y Xavia Ferreyra, y los señores Alfredo Peña, 
Luis Diosy, Gabriel Bermúdez, Martín Solsona, Adrián Picún y Alfredo Alemán. 


SEÑOR BERMÚDEZ.- Agradecemos a la Comisión esta oportunidad para intercambiar opiniones 
respecto a los reclamos de la Intergremial Universitaria, que son los mismos que tiene la Universidad 
de la República. 


Este colectivo ha decidido dar una discusión democrática, analizando cuáles son los avances que necesitaría 
la Universidad de la República para el próximo quinquenio y, por ende, su expresión presupuestal. Es en ese 
marco que ha definido reivindicar, tomar como suyo y salir a defender la posición de la Universidad y el 
pedido que esta realiza. 


En el último período presupuestal la Universidad de la República tuvo un aumento de 70%, 
aproximadamente, en su presupuesto. Esto se vio correspondido con el crecimiento del PBI y con lo que se 
había planteado desde la fuerza que asumió el Gobierno, es decir, priorizar las áreas que en este país nunca 
habían sido priorizadas. 


En ese marco es que la Universidad de la República inició un proceso de cambio, que tal vez tenga muchos 
años pero recién con ese aumento presupuestal se pudo comenzar. 


Fue así que como nunca antes la Universidad desarrolló la investigación y generó mayor aumento de las 
Dedicaciones Totales, particularmente en el interior del país que era lo que la sociedad reclamaba. Además, 
generó los planes de jóvenes investigadores, a través de los cuales muchos de nosotros, que recién 
ingresamos a la Universidad o tenemos algún tiempo en ella, podemos realizar nuestras primeras armas en 
investigación, y es por esto que se hacen llamados, otro aspecto fundamental que constituye un gran cambio. 


En la enseñanza pudimos desarrollar nuevas carreras y modalidades de aprendizaje. Actualmente ya no se 
dice que una persona es un estudiante de tal o cual carrera, sino que es estudiante universitario. Esto permite 
que cualquier estudiante, con un año aprobado en la Universidad de la República, automáticamente se pueda 
cambiar a otra carrera. Más allá de una determinada base, entendemos que hay ciertos estudios que un 
estudiante universitario ya tiene, circunstancia que le permite adaptarse a las vicisitudes que le puede plantear 
otra carrera. Creemos que en enseñanza se avanzó muchísimo llamando a proyectos estudiantiles en los que 
los estudiantes más avanzados nos encargamos de formar a los más jóvenes con el apoyo de un docente. El 
proyecto de tutores ha permitido mantener un objetivo que se planteó la Federación y toda la Universidad: 


que los nuevos estudiantes no se vayan durante el primer año. La deserción durante el primer año era altísima 
pero con este proyecto de tutores se pudo lograr que un montón de jóvenes que antes se iban siguieran 
estudiando. 


En cuanto a la extensión universitaria, basta ver cuántos proyectos tiene hoy la Universidad con el sector 
productivo; por ejemplo, se está trabajando con los cañeros de Bella Unión apoyando el proceso de desarrollo 
de ALUR. 


Otro reclamo es el de la Universidad en el interior del país. En los últimos cinco años la Universidad se 
desarrolló como nunca en el interior del país; la semana pasada el Rector estuvo en esta Comisión y habló al 
respecto. Hoy tenemos en Salto y Paysandú la posibilidad de generar un regional que sea muy similar o 
mejor que las mejores Facultades que tenemos acá; no se trata de competencia sino de complementariedad 
del norte para potenciar a Montevideo y viceversa. 


La Universidad solicita presupuesto para seis grandes líneas de las cuales solo tres fueron contempladas. Me 
voy a referir primero a las que no fueron contempladas. La primera es la del desarrollo académico en el cual 
nos planteamos, por ejemplo, lo que tenemos en la Facultad de Medicina en cuanto a la Escuela Universitaria 
de Tecnología Médica, que desarrolla diecinueve carreras que comprenden desde laboratorista hasta 
radiólogo; se trata de técnicos que hoy el país precisa. Actualmente, están faltando recursos humanos, en 
particular, en el sector más carenciado que es el de Salud Pública. Si bien entendemos que se han hecho 
muchos esfuerzos y los valoramos, creemos que se debe hacer más. Esos técnicos faltan y la Universidad de 
la República nos los puede proveer porque no hay dinero para el desarrollo de los programas académicos. 
Con esta ley de Presupuesto, se mantendría todo igual y no nos permitiría un desarrollo. 


En cuanto al Hospital del Clínicas, si bien se avanza en la firma del convenio -una lucha que lleva la 
Federación desde hace muchísimo tiempo—, para el desarrollo del resto del Hospital, incluidos los docentes, 
no tenemos más dinero. Nosotros pedíamos $ 300:000.000 para mejorar el funcionamiento del hospital y que 
vuela a ser de punta, como en su mejor época pero ahora no hay un peso más allá de los $ 70:000.000 que 
todos saben son necesarios para el funcionamiento actual; eso implica que no se podrá desarrollar más. 


El tercer punto que no es contemplado es el de Bienestar Universitario que es el que permite que, a través del 
sistema de becas, quienes accedan a la Universidad no sean solo quienes tienen dinero para hacerlo. Sabemos 
-y hacemos una autocrítica al respecto— que el sistema de becas no ha funcionado de la mejor manera. Hoy 
la Universidad solo da de 200 a 300 becas. La Federación del Consejo Directivo Central votó una 
reestructura total del sistema que estamos impulsando pero creemos que para ello necesitamos fondos. La 
universidad pedía unos $ 80:000.000 y eso tampoco es contemplado. 


Dentro de las otras tres líneas que son contempladas -lo vemos como muy positivo— está planteado el 
problema de la Corporación Nacional para el Desarrollo. Realmente, no terminamos de entender por qué se 
incluye a ese organismo. Algunos compañeros han planteado que sería para que se pueda ejecutar mejor, pero 
la Universidad es de los que mejor ejecutan en el Estado. 


En cuanto al tema del desarrollo en el interior, creemos que, por suerte, el Poder Ejecutivo pudo ver que era 
un área muy importante de la Universidad que tenía grandes capacidades. Nosotros pedimos para desarrollar 
quince carreras en el interior y se nos da dinero para desarrollar doce, lo cual consideramos muy saludable. 
Lo que no compartimos es que esto sea previa aprobación favorable de la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto. La Universidad no tiene problema en discutir con los distintos actores del país; la autonomía de 
la Universidad no debe servir para levantar muros alrededor de ella sino para construir e intercambiar. Sin 
embargo, creemos que no debe ser la Oficina de Planeamiento y Presupuesto la que defina la política de 
descentralización. Entendemos que esa no es la intención del Poder Ejecutivo pero, como está planteado, la 
OPP terminaría definiendo la política de descentralización de la Universidad de la República. 


Otro punto preocupante es el del salario de los trabajadores y la creación de nuevos cargos. En el Mensaje del 
Poder Ejecutivo se nos da un 8,7%, casi un 9% de aumento para salarios pero eso compromete el desarrollo 
de la Universidad en un montón de aspectos. Hoy ponía el ejemplo de la Escuela Universitaria de Tecnología 
Médica, que tiene limitado su acceso. Para poder abrir ese acceso y generar los recursos humanos que el país 
necesita tenemos que contratar nuevos cargos docentes que tendríamos que sacar de ese 9%. Eso nos 
generaría una gran conflictividad hacia la interna de la Universidad, porque satisfacer el pedido justo de los 


trabajadores nos impediría desarrollar la creación de nuevos cargos, lo cual para nosotros es un grave 
problema. 


SEÑOR PEÑA.- Nuestra preocupación es que la Universidad tuvo un impulso muy grande en el 
quinquenio anterior, con un 70% de incremento en su presupuesto, y lo que está planteado ahora en el 
Mensaje del Poder Ejecutivo es apenas un 20% de incremento presupuestal. Eso implica que muchas 
de las políticas que se venían impulsando hacia la interna de la Universidad se van a ver frenadas en su 
desarrollo. 


Evidentemente, tenemos un presupuesto de base que va a permitir mantener determinadas cosas pero no 
continuar con el desarrollo. 


En la exposición del Rector se planteaba la creación de nuevas DT, con lo que eso implica para la 
investigación, la extensión y el desarrollo de las tres funciones universitarias. Está el tema del incremento 
salarial pero también es muy importante para el desarrollo universitario la creación de nuevos cargos. No 
solo dependemos de la asignación presupuestal, sino que tampoco queda claro hasta dónde impactan algunos 
artículos en lo que refiere a contratación de funcionarios, lo que podría estar condicionando el desarrollo de 
la Universidad. Se va a poder seguir desarrollando la Universidad de la República en el interior del país, pero 
en Montevideo ese desarrollo estaría frenado, en un escenario de incremento de la matrícula estudiantil y de 
mejora de las funciones de la Universidad. 


Consideramos que es insuficiente el dinero que se asigna para incrementos salariales. En el pedido de la 
Universidad el incremento de la masa salarial era de 30% y en el Mensaje del Poder Ejecutivo es de 8,7%. 


Por otro lado, todo lo que tiene que ver con las políticas hacia la carrera docente y no docente también se 
vería enlentecido. También se han iniciado en el área docente llamados a extensión horaria y oportunidades 
de ascenso que durante mucho tiempo en la Universidad de la República no habían sido contemplados. Para 
los funcionarios no docentes se han iniciado políticas de ascenso a través de concursos, y desde los gremios 
venimos impulsando fuertemente la capacitación lo que, por suerte, ha sido recogido por la institución. 
Inclusive, como decía el señor Rector en su exposición, tenemos en funcionamiento una Tecnicatura de 
Gestión Universitaria que tiene un éxito muy grande. 


Todas las políticas que se están impulsando estarían siendo frenadas por esta asignación presupuestal. 


El impulso a la educación terciaria lo vemos en el marco del sistema nacional de educación pública. Creemos 
que la Universidad no está sola en esto y que, por lo tanto, es necesaria la asignación de mayores rubros para 
la enseñanza, pero por los fundamentos que dimos antes entendemos que, en este caso, se han priorizado 
otras áreas, no así la enseñanza universitaria. 


SEÑOR ALEMÁN.- No quiero ahondar más en el informe que hicieron mis compañeros porque lo 
considero completo; más que nada quiero hacer una valoración. 


La semana pasada, el movimiento sindical estuvo reunido, valorando las instancias de negociación colectiva 
que la Universidad de la República no ha tenido en tiempo y forma, como los demás trabajadores públicos. El 
Poder Ejecutivo se muestra muy reacio a hacer cualquier modificación a este incremento salarial, y como no 
hemos tenido oportunidad de discutirlo en negociación colectiva, lo hacemos en el Parlamento. Los 
trabajadores estamos pensando seriamente en denunciar en la OIT la violación de la Ley de Negociación 
Colectiva. Lamentablemente, tenemos que recurrir a ustedes y pedirles que modifiquen esta realidad, para 
que el bajo presupuesto no sea lo que impida que la Universidad se desarrolle en el interior del país y que la 
educación o el hospital universitario llegue a todos. En octubre vamos a tener un problema porque nos 
estamos quedando sin dinero para insumos; el Hospital vuelve a la palestra y no hay una solución definitiva. 
Nosotros pensábamos seriamente que el Presupuesto iba a representar una mejora sustancial para la 
Universidad de la República y, por ende, para el hospital universitario, con lo que íbamos a poder desarrollar 
la formación de recursos humanos en salud de forma más armónica y sustentable para lo que necesita el país. 
Pero, lamentablemente, vemos que la realidad es otra. El Parlamento va a tener la palabra en esto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sin duda, el presupuesto de la Universidad de la República ha sido analizado 
permanentemente en esta Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda. Inclusive, hubo 
planteamientos referidos a la participación de la Corporación Nacional para el Desarrollo y de la OPP 
en los Fondos de Infraestructura de la Educación Pública; esperemos llegar a una solución. 


Por supuesto que ha habido planteamientos sobre la diferencia económica entre la ANEP y la Universidad de 
la República, pero como Parlamento tenemos limitaciones, y no podemos incrementar los recursos. No 
obstante, seguimos trabajando, no únicamente mi Partido sino todos los Partidos que integran esta Comisión. 
Les agradecemos su visita. 


(Se retira de Sala la delegación de FEUU, AFFUR, ADUR, UTHC e Intergremial Universitaria) 


(Ingresa a Sala una delegación del Comité Paralímpico Uruguayo) 


La Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda da la bienvenida al Comité 
Paralímpico Uruguayo, representado por su Presidente, el doctor Juan Carlos Paullier, y por su 
Secretaria, la doctora Cristina Roselló, a quienes cedemos la palabra. 


SEÑOR PAULLIER.- Nuestro saludo al señor Presidente y a los demás miembros de la Comisión de 
Presupuestos integrada con la de Hacienda. 


El Comité Paralímpico Uruguayo fue creado el 1* de junio de 1996. Somos filial del Comité Paralímpico 
Internacional y tenemos como objetivo primario la promoción del deporte en los niños, en los jóvenes y en 
los adultos con discapacidad. Trabajamos con las ONG que integran ciegos, sordos, discapacitados 
intelectuales, discapacitados motrices y transplantados. 


El universo de la discapacidad está representado por nosotros, por el Comité Paralímpico Uruguayo, que es la 
única autoridad en el Uruguay que representa al deporte a nivel internacional. 


Este Comité Paralímpico logró en la anterior Legislatura una partida inicial mensual de $ 13.333, que se 
ajustó, y que actualmente es de $ 26.667, que para nosotros es muy valiosa. Los señores Diputados dirán que 
con esa cifra mensual no se puede hacer todo lo que querríamos, pero esto, sumado a otros aportes, como el 
que recibimos del Ministerio de Turismo y Deporte, nos permite desarrollar algunos proyectos. 


Estamos trabajando en escuelas de iniciación deportiva. Hace apenas una semana, el Comité Paralímpico 
firmó un convenio con el Ministerio de Relaciones Exteriores, gracias a la sensibilidad del Canciller, Luis 
Almagro, que nos conoció como Comité Paralímpico Uruguayo hace dos años, cuando fuimos a las 
Paralimpíadas de Beijing, ya que él era el Embajador uruguayo en la República Popular China. Allí el 
Canciller, ex Embajador uruguayo, nos conoció y se sensibilizó con el tema. La semana pasada firmamos un 
convenio que empezó a funcionar hace muy pocos días y se trata de escuelas de iniciación deportiva para 
ciegos, trabajando en yudo -también vamos a desarrollar otros deportes-, y que inicialmente funciona en la 
Escuela N* 198 de discapacitados visuales. 


Lo que pretende el Comité Paralímpico Uruguayo es que para esta Legislatura y para este Presupuesto, de ser 
posible, se mantenga la partida que recibimos o, si como Comisión lo entienden del caso, que esa suma que 
hoy está en $ 26.667 pueda tener una mejoría, lo que mucho les reconoceríamos, para seguir promoviendo 
escuelas de iniciación deportiva y para que los jóvenes discapacitados se inserten a través del deporte en el 
desarrollo de sus potencialidades. 


Los señores Diputados saben muy bien que un 8% de la población en el Uruguay tiene alguna discapacidad. 
Hablamos de 240.000 discapacitados. Estamos hablando, insisto, de ciegos, sordos, discapacitados 
intelectuales o motrices. 


Además, tratamos de que participen en distintas competencias. En aproximadamente un mes vamos a enviar 
a la Selección Uruguaya de Básquetbol en Silla de Ruedas al Sudamericano en Venezuela, y el año próximo 
pensamos enviar a una nutrida delegación a las Olimpíadas de Ciegos, que van a tener lugar en abril de 2011 


en Turquía. Pensamos llevar a la Selección Uruguaya de Fútbol de ciegos a competir en el Campeonato del 
Mundo en Turquía. 


Como comprenderán los señores Diputados, por un lado, este tipo de escuelas de iniciación deportiva y, por 
otro, la participación en eventos internacionales, tienen un costo importante. Entendemos que es una obra 
social de enorme valor, no la que estamos cumpliendo nosotros, sino la que están cumpliendo las 
organizaciones no gubernamentales que trabajan en todas las discapacidades en el Uruguay. Como Comité 
Paralímpico Uruguayo lo único que hacemos es vertebrar estos apoyos y canalizarlos en la práctica del 
deporte en los niños y en los jóvenes, y llevarlo luego al plano internacional. 


Simplemente pretendemos que el Parlamento siga contemplando, dentro de los amplísimos rubros de su 
Presupuesto, a nuestro Comité Paralímpico Uruguayo. 


Nuestra Secretaria, la doctora Cristina Roselló es una de las 240.000 personas con discapacidad en nuestro 
país. Seguramente, desde su vivencia como persona con discapacidad, ella también tiene algo para decirles. 


SEÑORA ROSELLÓ.- Desde hace un tiempo se ha implementado que en todas las escuelas públicas 
haya profesores de Educación Física. Hoy los discapacitados están exonerados de esta materia porque 
no hay infraestructura necesaria y porque los docentes tampoco hacen algo por incluir a los 
discapacitados; lo digo como discapacitada. Entonces, creo que es positivo crear escuelas de iniciación 
deportiva porque el deporte hoy es una herramienta de socialización, es una herramienta de inclusión 
social. 


En el Poder Legislativo hay un funcionario que es deportista y ganó muchísimas medallas: Hugo Curbelo. 
Ganó muchas medallas a nivel Panamericano y participó en la Paralimpíada de 1992 en Barcelona, y eso es 
parte del quehacer nacional. 


No lo digo solo como discapacitada, sino como ciudadana. El deporte incluye, el deporte te enseña a 
compartir y a igualar. Hoy hay solo dos lugares donde pueden ir los discapacitados: el Parque Roosevelt o el 
Parque Rivera. Entonces, hagamos que el deporte sea más inclusivo. ¿O vamos a seguir dejando a nuestros 
discapacitados en casa? 


SEÑOR PAULLIER.- Queremos agradecerles que hayan prestado atención a nuestro informe y a 
nuestra presentación que, como decía nuestra Secretaria, pretendemos que contemple a casi un 10% 
de los uruguayos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sin duda, la Comisión va a considerar, como siempre lo ha hecho, la 
asignación de una partida dentro del Rubro Subsidios y Subvenciones para el Comité Paralímpico 
Uruguayo; vamos a ver si hay margen para un pequeño incremento. 


La Comisión agradece su presencia. 
(Se retira de Sala la delegación del Comité Paralímpico Uruguayo) 


(ngresan a Sala integrantes de la Federación Uruguaya de Asociaciones de Padres de Personas con 
Capacidades Mentales Diferentes) 


La Comisión tiene el agrado de recibir a la señora María del Carmen Méndez, Presidenta de la 
Federación Uruguaya de Asociaciones de Padres de Personas con Capacidades Mentales Diferentes; al 
señor Richard Muiño, Secretario, y al contador José Rodano, asesor. 


SEÑORA MÉNDEZ.- Somos una Federación de padres porque nucleamos a asociaciones de padres de 
todo el país. Resaltamos la importancia que tiene una federación en lo que refiere a las discapacidades. 
Las asociaciones de padres de todo el país tienen dificultades; pensemos en la gente de las asociaciones 
de Artigas, Rivera, Cerro Largo, Paysandú, Salto, etcétera, que tiene dificultades para movilizarse. En 
virtud del centralismo que existe en nuestro país, es bien importante que estemos nucleados en 
Montevideo, defendiendo los intereses de las personas con discapacidad. 


Enfatizamos mucho que somos asociaciones de padres. Algunas veces vemos que la discapacidad acerca 
sentimientos de solidaridad y nos mueve el alma ver a un niño o a una persona con discapacidad, sentimiento 
y compromiso que generalmente terminan muy pronto. 


Trabajamos apoyando a las familias, por ejemplo, ante el anuncio del nacimiento de un hijo con 
discapacidad, en la búsqueda de recursos. 


Otro aspecto importante es la educación. Hay compañeros en la Federación que hace veinticinco o treinta 
años que estamos trabajando en el área, buscando la inclusión en Primaria y Secundaria; a pesar de que 
pasaron tantos años, seguimos con ejemplos aislados de integración. Es decir que es muy importante el 
trabajo de los padres. 


Nosotros hablamos como padres defensores de sus hijos, y qué importante es que estemos capacitados para 
ese momento en que del día a la noche nos convertimos de padres de hijos comunes en padres de hijos con 
discapacidad, que sepamos de qué estamos hablando. Esa es una de las funciones de la Federación: ser 
interlocutores válidos ante la sociedad. 


También abordamos todo lo que forma parte de la vida de una persona: la educación, la salud y el trabajo. 
Ahora también estamos trabajando los hogares para ver qué pasa con nuestros hijos cuando nosotros, los 
padres, ya no estemos. Esto no pasa solo por la falta de recursos; es un problema de toda la sociedad, 
cualquiera sea la condición social de las familias que tengan una persona con alguna discapacidad. ¿Adónde 
van estos muchachos? El Estado no lo prevé; no existe un marco jurídico que vele por el futuro de estos 
muchachos, de estas personas. 


Esta es la política de la Federación. Vemos que no se entiende su función en nuestro medio y las partidas que 
recibe se engloban dentro de otras instituciones y asociaciones, sin comprender el objetivo de nuestro trabajo. 
Pensemos que nuestro trabajo tiene características distintas; no solo concierne a todo el país, sino que está 
dirigido y sostenido por asociaciones de padres, aspecto que le da una legitimidad, por lo menos, distinta. 


SEÑOR MUIÑO.- En definitiva, tratamos de representar a las personas que no se pueden representar 
a sí mismas, a personas con discapacidad intelectual a quienes les es imposible hasta cruzar la calle 
solas, como es el caso de mi hija que va a cumplir dieciocho años y no conoce el dinero, no sabe leer ni 
escribir. 


Esta Federación busca hacer llegar a Montevideo la voz de todas las organizaciones del interior que están 
afiliadas; de otra manera, sería imposible hacerlo. Representamos a este colectivo ante organismos como el 
Banco de Previsión Social -donde integramos la Comisión Asesora de Seguridad Social-, la Intendencia de 
Montevideo, y la Comisión Nacional Honoraria del Discapacitado. Es decir, estamos en todos los ámbitos 
donde se tratan las políticas vinculadas con la discapacidad, velando por los intereses de las personas con 
discapacidad intelectual, porque el resto de las discapacidades ya tiene otra federación, el PLENADI, y sus 
integrantes tienen la posibilidad de hablar por ellos mismos. Nosotros hablamos por quienes no pueden 
hablar por sí mismos. 


Si bien nuestra actividad es valorada -por algo estamos en los distintos organismos públicos- no se refleja en 
las partidas asignadas en el Presupuesto. En cada ocasión venimos a esta Comisión y se nos dice: "Muy bien 
la tarea que ustedes desarrollan. Los felicitamos", pero eso no se traduce en números. Con la asignación 
actual prácticamente es imposible funcionar, y lo logramos porque, obviamente, todos -salvo el contador- 
hacemos un trabajo honorario. Ni siquiera pagamos alquiler, porque si lo tuviéramos que hacer no tendríamos 
un lugar donde reunirnos. La partida no alcanza para cubrir lo imprescindible. 


SEÑOR RODANO.- La partida que recibe la Federación es de $ 10.833 por mes. Esta Federación, 
como bien dijo su Presidenta, se basa en la capacitación de padres de niños con discapacidad. Quiero 
hacer hincapié en este aspecto antes de pasar a comentar números. 


Padres biológicos podemos ser muchos, pero capacitados para ser padres, entiendo que es bastante distinto a 
ser padre biológico. Considero que quien lleva adelante una familia, un padre o una madre, debe tener un 
buen grado de capacitación para lograrlo. Ese grado de capacitación multiplíquenlo por diez o veinte si 
piensan en un padre de un niño con discapacidad. Quiero ser bastante elocuente en este tema, porque no sé si 


se llega a entender -inclusive en nuestro ámbito— lo que significa la responsabilidad y la capacitación que 
requiere un padre de un niño con discapacidad que desea lograr su objetivo. 


Respecto a los números, tenemos $ 10.833 pesos. La Asociación, para poder llevar adelante su actividad 
contrata una secretaria con un sueldo nominal de $ 4.200. Por supuesto que de acuerdo con lo que exigen las 
normas se pagan los aportes, está afiliada al BPS y declarada ante el Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social y se paga el seguro. Todo eso implica $ 5.800 de gastos por esta secretaria que cobra un sueldo de 

$ 3.600 líquido. Evidentemente que esto no es derrochar el dinero; se trabaja aplicando los recursos mínimos 
en ese rubro. 


Quien les habla cobra, con IVA incluido, $ 1.700 por mes. Hay que rendir al Ministerio de Economía y 
Finanzas las partidas cada sesenta días y el atraso en ellas implica no pagar la partida siguiente; hay que 
presentar anualmente estados contables, hacer una contabilidad, presentarla en la Tesorería en forma anual, 
con un dictamen de auditoría independiente. Por lo tanto, también quiero ser bastante elocuente con respecto 
a lo que implican esos gastos fijos totalmente necesarios, que son mínimos para la actividad que se 
desarrolla. 


Lo que he mencionado alcanza a $ 7.500. Por lo tanto, de los $ 10.800 que recibimos quedan para gastos de 
funcionamiento $ 3.300. Esos gastos de funcionamiento implican $ 2.700 más IVA, es decir que $ 600 siguen 
siendo impuestos que vuelven al Estado. Por lo tanto, para gastos de funcionamiento neto quedan $ 2.700. 
Eso es lo que tenemos para funcionar. 


Creo que los números resultan evidentes. La realidad que estoy presentando distorsiona completamente lo 
que se quiere hacer con esos $ 10.800, que es capacitar a los padres. Sinceramente, entiendo que para 
capacitar a los padres estos gastos de funcionamiento -los $ 2.700— se deben duplicar o triplicar. Es decir 
que podríamos estar pensando en una partida de equilibrio de $ 15.000 o $ 16.000 por mes. 


Me gustaría ser lo más claro posible en esto porque lo que se votó e incluyó en una ley se está desvirtuando. 
Acá se paga un sueldo y un honorario que son necesarios, y después no se tiene dinero para el verdadero 
objetivo, y sin ese sueldo y ese honorario no se puede lograr el verdadero objetivo. Entonces, seguimos 
adelante buscando el objetivo, o terminamos; no tiene mucho sentido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En este momento la Asociación está percibiendo por subsidios y subvenciones 
$ 10.833 mensuales, lo que implica $ 130.000 anuales. 


La Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda ha considerado en varias oportunidades vuestro 
planteamiento, así lo haremos en esta instancia y dentro de los márgenes que tengamos analizaremos si es 
posible lograr algún incremento. La próxima semana consideraremos cada uno de los organismos, ONG, 
etcétera, incluidos dentro del capítulo Subsidios y Subvenciones. 


SEÑOR RODANO.- Hace cuatro o cinco años estuvimos en este ámbito y me consta que todos los 
legisladores presentes estuvieron muy de acuerdo en apoyar este emprendimiento, pero desde hace 
ocho o diez años a esta parte lo único que estamos recibiendo como aumento es lo equivalente al 
incremento del IPC. Evidentemente, que cuando laudan los Consejos de Salarios se generan gastos que 
casi siempre están por encima de ese IPC. Es decir que cada vez estamos más apretados y la situación 
cada vez asfixia más. 


Personalmente, y creo que también en el nombre de mis compañeros, les pido que en esa instancia que sigue 
se atienda esta situación porque si no va a terminar en una crisis y con un objetivo totalmente desvirtuado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la visita. 


(Se retira de Sala la delegación de la Fundación Uruguaya Asociación de Padres de Personas con 
Capacidades Mentales Diferentes) 


(Ingresan a Sala las autoridades del Tribunal de lo Contencioso Administrativo) 


La Comisión da la bienvenida a la delegación del Tribunal de lo Contencioso Administrativo 
integrada por la doctora Mariela Sasson, Presidenta, los Ministros doctores Dardo Preza, Jaime 
Monserrat, Ricardo Harriague y Eduardo Lombardi y el contador Eduardo Beati, asesor, a quienes 
cedemos la palabra. 


SEÑORA SASSON.- Muchas gracias por recibirnos. 


El Tribunal de lo Contencioso Administrativo es el organismo jurisdiccional que se encarga de determinar la 
legitimidad de los actos administrativos que corresponden a toda la Administración, desde Poder Ejecutivo, 
Entes Autónomos, Administración Central, etcétera. 


Somos un órgano pequeño, que tiene poco más de noventa funcionarios, que se reparten entre técnicos, 
administrativos y auxiliares. 


El trabajo que tenemos -que creo que es conocido por lo menos en la órbita del Senado, porque han tenido 
oportunidad de hacer una exposición de motivos tanto el señor Senador Pasquet como el Senador Abreu— 
cada vez se está incrementando más, a tal punto que en otras oportunidades -siempre han venido proyectos de 
reforma de la estructura— se decía que el Tribunal iba a colapsar por la cantidad de asuntos que tenemos, 
porque somos cinco Ministros los que nos encargamos, en la órbita nacional, de todos esos asuntos 
administrativos. Nos encargamos desde las amonestaciones o de los apercibimientos de los funcionarios hasta 
de las grandes licitaciones, como sucedió con el Aeropuerto Internacional de Carrasco o con la terminal de 
contenedores. También consideramos otra cantidad de asuntos como marcas, patentes, etcétera. 


En este presupuesto nosotros acompañamos la reforma estructural prevista en el artículo 320 de la 
Constitución. Además, desde hace años, se quiere agregar la creación de órganos inferiores. Este año, con la 
motivación de los señores legisladores, del Colegio de Abogados y de todos los justiciables, las jornadas que 
siempre realiza el Tribunal de lo Contencioso Administrativo estuvieron abocadas a ese punto; todos los que 
intervinieron estuvieron contestes en apoyar estos proyectos. 


El proyecto de ley acompaña esta iniciativa, pero sabemos que se necesita una mayoría especial para poder 
sancionarse. De todos modos, queremos que quede constancia de ello. Como hemos dicho, las tareas han 
aumentado al doble y no queremos que nuestro organismo termine por colapsar. Hace cinco años se hablaba 
de esto y creo que ahora hemos llegado a esa situación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión el artículo 1” del proyecto del Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo, que corresponde al artículo 636 del Mensaje del Poder Ejecutivo. 


SEÑORA SASSON.- Debo decir que lo que figura en el artículo 1” se incluye en todos los presupuestos 
y las rendiciones de cuentas. Se trata de equiparar a los funcionarios del Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo con las mejoras que reciban los del Poder Judicial. Nosotros vemos un pequeño 
problema en la redacción y aconsejamos que la redacción sea la siguiente: "(...) percibirán las 
asignaciones presupuestales en los mismos conceptos y condiciones que los que se otorguen a los 
funcionarios del Poder Judicial". 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión los artículos 2” y 3" del proyecto del Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo. 


SEÑORA SASSON.- Los artículos 2” y 3” refieren al incremento que se necesita para determinados 
rubros: los bienes de consumo, los servicios no personales, etcétera. Particularmente, el artículo 3” dice 
que el crédito presupuestal correspondiente a los fondos de libre disponibilidad será de $ 1:000.000. 
Recién, el contador Beati nos recordaba que estos recursos se piden como complemento. Para el año 
próximo pedimos la misma cantidad, en acuerdo con el Poder Ejecutivo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión el artículo 4” del proyecto del Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo. 


SEÑORA SASSON.- El artículo 4” tiene que ver con la dotación del cargo de Contador General. Lo 
que percibe el contador del Tribunal de lo Contencioso Administrativo es inferior a lo que recibe el 
médico del organismo. Con esto, no quiero que se rebaje el sueldo de la doctora que cumple funciones, 
porque su trabajo es de real necesidad. De todos modos, no puede ser que el contador gane menos, 
cuando tiene un grado de Director de Departamento. Esto no consta en el proyecto del Poder 
Ejecutivo, pero creo que no hay razón para que no reciba la misma retribución. Se trata del contador y 
maneja dinero; regula todos nuestros sueldos y los de todos los funcionarios. Creo que estamos ante 
una cuestión de equidad. 


SEÑOR POSADA.- ¿Cuántos contadores tiene el Tribunal? 
SEÑORA SASSON.- Uno solo. 


SEÑOR POSADA.- ¿Ese contador tiene un sueldo por debajo del de un actuario y por eso se procura 
equipararlo a un actuario? 


SEÑORA SASSON.- Así es, señor Diputado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión el artículo 5” del proyecto del Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo. 


SEÑORA SASSON.- El artículo 5” -que no está comprendido en el proyecto del Poder Ejecutivo- 
refiere a la compensación por asiduidad. Se trata de un incremento del 5% de la compensación por 
asiduidad de todos los funcionarios. Creo que la merecen y, según lo que he escuchado por la radio, se 
trata de una política de Estado. Inclusive, tengo entendido que también se la van a otorgar a los 
funcionarios del Poder Judicial. Más adelante, podría reglamentarse cómo se instrumenta o la 
reducción del porcentaje, si ustedes entienden que es muy alto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión el artículo 6” del proyecto del Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo. 


SEÑORA SASSON.- Ahora, quiero hablar de la incorporación de los funcionarios que hace dos o más 
años que cumplen funciones en el Tribunal. Creo que no hay ningún inconveniente porque se trata de 
personas que están en Comisión y porque se los incorpora en el escalafón más bajo. Se trata de un 
reclamo justo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión el artículo 7” del proyecto del Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo, que corresponde al artículo 637 del Mensaje del Poder Ejecutivo. 


SEÑORA SASSON.-- El artículo 7” refiere a la reestructura escalafonaria. Esto es algo absolutamente 
necesario en el Tribunal en este momento para revertir inequidades existentes y por lo menos para 
llegar a una estructura lógica, de la que actualmente se carece. Al respecto quiero decir que de nuestros 
noventa funcionarios, dos están en los veinticinco o veintiséis años; creo que hay tres funcionarios 
menores de cuarenta años; el promedio de edad está entre los cincuenta y sesenta años. O sea que 
precisamos personal nuevo que se forme con otros funcionarios. El personal que tenemos es excelente, 
inclusive, los vamos a extrañar cuando se vayan. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión el artículo 8” del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, 
que corresponde al 638 del Mensaje del Poder Ejecutivo. 


SEÑORA SASSON.- El artículo 8” tiene que ver con las partidas para contribuir al perfeccionamiento 
académico. Esto está establecido desde 2002 -lo cobran todos los Jueces, hasta los Ministros de la 
Suprema Corte de Justicia-, pero queremos regularizar toda esta situación y que quede establecida 
expresamente en este artículo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión el artículo 9 del proyecto del Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo, que corresponde al artículo 639 del Mensaje del Poder Ejecutivo. 


SEÑORA SASSON.- Este artículo establece una partida para la parte informática, que 
permanentemente se va actualizando. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión el artículo 10 del proyecto del Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo, que corresponde al artículo 640 del Mensaje del Poder Ejecutivo. 


SEÑORA SASSON.- Este artículo se refiere al expediente electrónico para las notificaciones y el 
documento electrónicos, y es prácticamente igual al del Poder Judicial. Precisamos la consagración por 
ley para implementar la notificación electrónica, que es una forma mucho más rápida de notificar a las 
partes porque se dicta el decreto, la sentencia, la providencia o lo que sea e, inmediatamente, se notifica 
a la parte, con lo cual se elimina una cantidad de trabajo y los justiciables están en permanente 
conocimiento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión el artículo 11 del proyecto del Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo, que corresponde al 641 y 642 del proyecto del Poder Ejecutivo. 


SEÑORA SASSON.- Por este artículo se reforman determinados artículos del Decreto-Ley N” 15.524, 
que establecía que, en caso de vacancia, el Ministro más nuevo ocuparía la Presidencia del Tribunal. 
Esto es absurdo porque no tiene tanta experiencia. Entonces, creemos que lo mejor es modificarlo y 
establecerlo legalmente como corresponde. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión el artículo 12 del proyecto del Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo. 


SEÑORA SASSON.- Nuestro Tribunal se rige por el Código de Procedimiento Civil de 1864, que en 
1989 dejó de regir para toda la Justicia civil, laboral y de familia. ¿Qué pasaba? Que los Jueces tenían 
un plazo para dictar sentencia y si no lo hacían, quedaban inhibidos de actuar. ¿A quién perjudicaba 
esta situación? Directamente a los justiciables, ya que la resolución se retardaba al tener que sortear un 
nuevo Juez, que tenía otro plazo más para estudiar el caso. De esta manera, le recargábamos el trabajo 
a él, se dilataba más la decisión para el justiciable y el único que se beneficiaba era el que se había 
excedido de tiempo: no había estudiado y tampoco seguía haciéndolo. 


Lo único que se hace en este caso es traer la norma del Código General del Proceso -que está rigiendo desde 
1989, pero a nosotros no nos rige- e implantarla, derogándose la disposición que decía que quedábamos 
inhibidos de seguir entendiendo en el asunto. 


Esta norma figura en el proyecto de ley de Presupuesto como un primer paso para modificar esa situación. 


SEÑOR ABDALA.- Quiero realizar una reflexión con relación a estos dos artículos, en particular, a 
este último. Creo que esto se vincula con la circunstancia a la que hizo referencia la señora Presidenta 
del Tribunal hace algunos instantes, a la sobrecarga de tareas que, sin ninguna duda, tiene la Justicia 
administrativa y, en particular, el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, y desde ese punto de 
vista, con la necesidad de avanzar en el camino de la reestructura que prevé el artículo 320 de la 
Constitución, e ir a un sistema de judicatura por instancias. Y esto es porque los asuntos entrados de 
las acciones de nulidad que se entablan ante el Tribunal y el flujo de sentencias -por allí leí que se 
estaban dictando aproximadamente 1.000 sentencias al año-, todo eso recayendo sobre las espaldas del 
mismo Tribunal y de los mismos Ministros, obviamente, determina una situación de sobrecarga que 
conspira contra la mejor administración de la Justicia. 


Lo menciono porque creo que, en algún momento, el sistema político va a tener que reflexionar sobre estos 
aspectos. Además, me alegro mucho de que en la propuesta del Tribunal se incorpore un capítulo 
específicamente referido a esa reforma de la jurisdicción que seguramente veremos, pero sería razonable que 


fuera derivado a la Comisión especializada de esta Cámara, que es la de Constitución, Códigos, Legislación 
General y Administración, para que se pueda considerar. 


El artículo 642 tiene dos incisos fundamentales. El primero, consagra la alternativa de una prórroga del plazo, 
que me parece absolutamente razonable, por las razones que ya he mencionado. Simplemente quiero 
preguntar si resultaría razonable también establecer un plazo para la prórroga, si lo han considerado, o si es 
conveniente que quede a criterio del Tribunal en cada oportunidad determinar cuál será la extensión de la 
prórroga. 


Por lo demás, más allá de las explicaciones que ha dado la señora Presidenta, por lo que representa el 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo como órgano jurisdiccional de la misma jerarquía institucional 
que los demás Poderes del Estado, me va a costar mucho votar esto que aquí se prevé, al establecer multas 
para los Ministros si se produjeran estos retrasos, sobre todo en el contexto que acabo de describir, es decir, 
en la medida en que el sistema hoy determina que el Tribunal tenga que resolver una gama amplísima de 
actos administrativos que, como decía la señora Presidenta, van desde una multa de tránsito hasta una 
licitación compleja, pasando por destituciones, sanciones o amonestaciones de funcionarios públicos. Me 
parece que es como legislar por la patología. Probablemente no tengamos más remedio que hacerlo, pero si lo 
hacemos, que quede la constancia de que será necesario, más temprano que tarde, avanzar en una reforma de 
fondo. Por otra parte, esta situación no es nueva. Yo creo que nace con la reinstitucionalización democrática, 
cuando el Tribunal de lo Contencioso Administrativo recobra toda su razón de ser desde el punto de vista 
institucional, en la medida en que tiene la competencia ni más ni menos que de revisar la juridicidad de los 
actos de la Administración. Por lo tanto, solo en un sistema democrático y en el marco del Estado de derecho 
tiene sentido hacer un juicio al Estado pretendiendo la anulación de un decreto o de una resolución. Y es allí 
que esta historia comienza. Inclusive, recuerdo lo que en aquel tiempo fue la aplicación de la ley de 
restituidos a la Administración Pública. Eso solo ya determinó un cambio cualitativo y cuantitativo en la tarea 
que el Tribunal de lo Contencioso Administrativo debió acometer y, sin duda, a partir de allí -reitero- hemos 
asistido a un proceso más o menos advertido, o inadvertido, por la población y aun por el sistema político, 
que se ha venido acrecentando. Quería formular estas reflexiones porque entiendo la razón de ser de esta 
propuesta específica que se inserta en el proyecto de ley de Presupuesto. Y entiendo más todavía -creo que 
deberíamos dedicarnos a eso más temprano que tarde- la reforma estructural que se nos propone, que a esta 
altura es indispensable acometer y, por esa vía, dar al país la organización adecuada desde el punto de vista 
de la judicatura, en lo que concierne a un segmento esencial de la Justicia, como sin duda lo es la justicia 
administrativa. 


SEÑOR GAMOU.- Tengo en mi poder un informe del Tribunal. Me preocupé cuando escuché algo 
sobre un colapso, y veo que en el año 2000 hubo un total de 965 sentencias o fallos, en el 2001 hubo 818, 
en el 2002 hubo 824; en el año 2005 hubo una baja y llegaron a 521, en el año 2009 hubo 711. 


Estas cifras no me hablan de un colapso o quizás haya cosas que acá no figuran. En todo caso, hay una 
rebaja. Quisiera saber si acá se incluye todo lo que ingresa o simplemente lo que tratan, y en caso de que sea 
así, desearía que conceptualmente me explicaran un poco más a qué se debe ese temor de colapso del que 
están hablando. 


SEÑORA SASSON.- En primer lugar, agradezco las expresiones del señor Diputado Abdala porque a 
él lo comprenden las generales de la ley, y creo que conoce bien cuál es la situación. 


Con respecto a este artículo, ya he manifestado que lo trajimos del Código General del Proceso -creo que es 
el artículo 722 o 702-, tal como se hace ahora a través de medios informáticos. Es el CGP lo que aquí se 
establece. 


Con respecto al plazo, tal vez aquí se haya omitido, pero lo que recuerdo de la justicia ordinaria es que se 
otorga la mitad del plazo que se tenía para el estudio. Es decir que si tenemos 20 días para dictar sentencia, 
serían 10 días la extensión del plazo; si hay 20 días para la interlocutoria, el plazo sería de 10 días. Si fueran 
45 días, el plazo sería de 22 o 23 días; esa es la ampliación. 


No me di cuenta de esto porque lo tenemos muy incorporado de otras épocas, pero de todas formas el señor 
Diputado hace bien en señalar ese aspecto, por lo que pido que por favor establezcan que es por la mitad del 


plazo. 


Nadie se opone a las multas, pero desde 1989 hasta el momento en que llegamos al Tribunal hemos vivido 
con estos artículos y quizás nunca se aplicaron porque nadie se atrasó, o por omisión del Poder Judicial o de 
las jerarquías. 


Nosotros tampoco nos hemos atrasado, pero lo que le quiero decir, señor Diputado Gamou, es que ahora 
tenemos exactamente el doble de asuntos a estudio que el año pasado. Posiblemente usted aprecie que en 
algunos años hayan salido menos asuntos, pero podría ser por las vacancias. 


Cuando un señor Ministro se va porque cumplió 10 años de labor, 70 años de edad o simplemente porque 
quiso, para volver a integrar el Tribunal la Asamblea General del Poder Legislativo puede reunirse en forma 
inmediata y nombrar al sucesor, y si no lo hace durante 90 días, el cargo debe ser llenado por el Ministro más 
antiguo. Por supuesto que ese Ministro que llega se encontrará con una tremenda cantidad de expedientes y 
los plazos se irán dilatando. A veces se integra y en ocasiones no; en general se trata de integrar con los 
Ministros de los Tribunales de Apelaciones del Poder Judicial. Este es el motivo de la demora en las 
sentencias. 


Al señor Diputado le parece que es más o menos lo mismo, pero aunque le parezca mentira, 200 expedientes 
no es algo tan pequeño porque para nosotros es mucho. Hemos sacado lo que teníamos para dictar sentencia 
el año pasado; hablamos de 100 expedientes, el año anterior fueron menos y ahora ya son 220. 


Quiero aclarar al señor Diputado que el término colapso no fue una creación mía ni la utilicé de manera 
antojadiza. En la exposición de motivos recordé algo que se había dicho en el año 2000, en oportunidad de 
enviar un anteproyecto de ley para la creación de órganos inferiores del Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo -instancia prevista por el artículo 320 de la Constitución de la República-; en aquel momento 
se decía que las condiciones en que desarrolla el Tribunal sus funciones y cometidos requieren particular 
cuidado a fin de evitar lo que podría llevar a una situación de colapso. Este año agregamos en el Tribunal que 
el transcurso del tiempo, sin que se adoptara cambio institucional alguno, ha llevado a que se efectivizara 
aquello que se procuraba evitar. 


La situación de colapso fue aducida por los diversos administrativistas, por ejemplo, Cajarville, Delpiazzo, 
Durán, y si bien Cassinelli no lo dice, yo tengo amistad con él y lo he escuchado. También puedo mencionar 
a Cagnoni, que ya no está con nosotros. Es decir, los propios eruditos o encargados de la materia son quienes 
entienden que el Tribunal ha colapsado. 


Si usted ingresa a cualquiera de nuestros despachos quedará azorado por la cantidad de expedientes que hay 
por todos lados: en el suelo, en los sillones; no están en los escritorios ni en las bibliotecas que mandamos 
construir. Es así. 


SEÑOR GAMOU.- Si está a estudio el doble de expedientes de los que se les da sentencia, ya sea por 
caducidad u otros motivos, lo que me preocupa no es que colapse sino que ya colapsó. Si del año 2000 
al 2009 hay un promedio de 800 sentencias, en diez años tendríamos entre 8.000 y 9.000 expedientes a 
estudio. 


Estos documentos, que son oficiales, hablan de totales, pero acá no figuran los asuntos pendientes de estudio. 
Quisiera saber cuántos expedientes hay pendientes. 


SEÑORA SASSON.- Hoy, 27 de setiembre, calculamos que tenemos entre 150 y 200 expedientes a 
estudio de los Ministros. Esto significa que ya salieron del Procurador del Estado y que nadie puede 
hacer nada con ese expediente salvo nosotros para dictar sentencia. 


Reitero que en estos momentos tenemos entre 150 y 200 expedientes por Ministro, y somos cinco. ¡Calcule! 
En el Tribunal hay 3.000 o 4.000 expedientes en total. 


SEÑOR MUJICA.- A través de los artículos 643 y_644 se faculta al Tribunal a contratar asistentes 
técnicos abogados. Si quitáramos el término "abogados", ¿no le estaríamos dando más libertad al 
Tribunal a contratar algún otro profesional que precise? 


SEÑORA SASSON.- Eso lo estuve pensando porque en todos los actos administrativos en materia 
fiscal también tenemos intervención. En oportunidades hemos dicho que no solo precisaríamos al 
contador que se ocupa de la parte contable y que a veces nos asesora. 


(Diálogos) 
———_No0 sé si se refiere al artículo 15 o al 16 porque estamos hablando de dos cosas distintas. 


Estos asistentes de los Ministros ya están hace varios años, como ocurre en la Suprema Corte de Justicia y 
ayudan según lo que solicite cada Ministro; algunos colaboran con el voto y otros informan el expediente y el 
Ministro lo hace más profundo. Esto es a los efectos de blanquear la situación de estos asistentes, porque su 
sueldo sería de $ 3.000. 


Después viene el otro artículo que les podría llamar la atención y tiene que ver con la contratación de nuevos 
asistentes: tres para el año que viene y dos para el siguiente. Para esto hubo consenso con el Poder Ejecutivo 
pero ocurre que son asistentes contratados. Por ejemplo, este año tuvimos la desgracia de que se enfermaron 
dos, una de ellos muy grave. Por supuesto, uno no rescinde el contrato de una persona que está tan grave, 
pero se resiente la tarea. 


Estos nuevos asistentes serían del Tribunal y se usarían siempre porque a los que están no les da el tiempo y 
están realmente desesperados. Sé que los míos estudian sábados y domingos; y no es gente que llega a la 
oficina, se planta a la una de la tarde y se va a las seis o las siete; no, está de noche y de tarde y también 
trabajan los fines de semana con mucha motivación. Ello no significa que nuestros funcionarios no trabajen 
sino que tienen otra tarea. Su labor es invalorable y a pesar de que en este momento estamos con muchísimo 
menos funcionarios -porque se han jubilado debido a la edad-, rinden. Hoy me decía la Secretaría 
Administrativa que no pueden controlar lo que está en los casilleros, que se vencen los plazos o que un 
expediente no fue para donde debía ir. Realmente trabajan en serio pero precisamos más personal para que no 
se den situaciones como las que a veces enfrentamos cuando, por ejemplo, mandamos un expediente al 
Procurador del Estado y no va. Eso no tiene que suceder pero a veces ocurre debido a la escasez de personal 
y el cúmulo de expedientes. 


SEÑOR PREZA.- Quisiera referirme a la preocupación expresada por el señor Diputado Gamou con 
relación al concepto de colapso. 


Como bien dijo la señora Presidenta, el colapso viene desde hace mucho tiempo y ha sido destacado por los 
profesores de Derecho Administrativo. Y los números no hablan solo para ilustrarnos sobre la significación 
del colapso sino que una de las causas que debemos tener en cuenta es que este Tribunal sigue con un sistema 
"desesperadamente escrito", como decía el maestro Couture. Tenemos un régimen procesal donde sigue 
rigiendo el CPC; el CGP provocó una tremenda reforma procesal a partir de agosto de 1989 consagrando la 
oralidad pero en este Tribunal, como en la materia penal, seguimos siendo "desesperadamente escritos". Ese 
es uno de los factores que influye decididamente en ese estado de colapso que preocupa a todos aquellos que 
están vinculados a la marcha del Tribunal de lo Contencioso Administrativo. 


Muchas gracias. 
SEÑORA SASSON.- El artículo 17 propone una partida académica para los asistentes técnicos. 


Esta partida también existe en la Suprema Corte de Justicia, donde los Ministros tienen asistentes técnicos 
con un sueldo mucho mayor y cobran esta partida. No vemos por qué los del Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo -que es un organismo creado para intervenir en la legitimidad de los actos administrativos, 
que tiene materia jurisdiccional administrativa, no jurisdiccional ordinaria- no podrían cobrarla, en la medida 
en que también se tienen que reciclar y comprar material permanentemente para estudiar los expedientes. 


Quedamos a las órdenes para cualquier pregunta. 


SEÑOR POSADA.- Sería oportuno solicitar a la delegación del Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo que nos hiciera llegar el costeo de los artículos que no fueron contemplados por el 


Poder Ejecutivo, de forma de tenerlo presente en el momento de la discusión por parte de las 
Comisiones integradas. 


SEÑORA SASSON.- No hay problema, será enviado. 


SEÑOR ABDALA.- Con relación a lo que se estuvo analizando en esta comparecencia, de la 
sobrecarga de trabajo y de expedientes, ¿el Tribunal ha medido la duración de los juicios, de la 
tramitación de la acción de nulidad, desde la demanda hasta la sentencia o el recurso de revisión? Si lo 
tiene medido ¿cómo ha evolucionado este indicador? Me parece que puede ser ilustrativo para lo que 
estamos analizando. 


SEÑORA SASSON.- No lo tengo medido, pero me gustaría. Lo que sí le puedo decir es que con la 
informática nos pasan todos los expedientes que tenemos a estudio, y veo cuáles son los que estamos 
dictando sentencia. La gran mayoría son de 2008; también hay de 2007, 2006 y 2004, inclusive el otro 
día voté uno de 2001, pero son imponderables, porque las partes pueden pedir determinadas pruebas o 
suspensión de plazos. Pero la mayoría es de 2007 y en especial de 2008, lo que no sucedía antes, cuando 
demoraban cuatro años; ahora estamos demorando dos. 


Lo que pretendemos es la excelencia y no la cantidad y para ello se necesita más tiempo de estudio; uno no 
puede dictar una sentencia a las apuradas porque sabe que no lo hace bien ni puede mirar todos los 
antecedentes administrativos rápidamente. 


SEÑOR ASTI.- Si no hay otras consultas sobre el articulado presupuestal, vamos a mocionar -como ya 
lo habíamos anticipado y también lo planteaba el señor Diputado Abdala-, como lo hiciéramos con el 
Poder Judicial en cuanto a las normas procesales, para que se traslade todo el Capítulo IT, relativo a 
las normas presentadas por el Tribunal que tienen que ver con la reforma de la jurisdicción 
contencioso administrativa, a la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y 
Administración, a los efectos de un tratamiento con más tiempo y más técnicamente especializado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Vamos a votar entonces el pasaje del Capítulo II del mensaje del Tribunal de 
lo Contencioso Administrativo, Inciso 19, que tiene que ver con la reforma de la jurisdicción 
contencioso administrativa, del artículo 18 al 47, a la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación 
General y Administración. 


(Se vota) 


Once por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


La señora Presidenta ha sido muy extensa en su intervención, comprendimos perfectamente el contenido del 
mensaje remitido por ustedes, y en muchos casos tiene similitud con el proyecto de ley presentado por el 
Poder Ejecutivo. 


Agradecemos la presencia de la delegación. 


SEÑORA SASSON.- Sé que no pertenecen a la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación 
General y Administración, pero espero que esta vez la cosa pueda ser distinta que lo que ha pasado 
durante todos estos años, o desde que se sancionó el artículo 320 de la Constitución, en 1952. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Se levanta la sesión. 


(Es la hora 18 y 03) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


